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RESUMEN 
La presente investigación encuentra su fundamento en la necesidad de mostrar 
si el Parlamento de la República respeta la garantía constitucional del debido proceso “en los 
procedimientos de antejuicio político” que se desarrollan en su seno. 
Con esa finalidad hacemos un estudio sobre el Parlamento y sus funciones, 
básicamente sobre la función de control político o función controladora del Parlamento, de 
donde se desprende esta facultad para someter a los funcionarios aforados a procedimiento de 
antejuicio y juicio político.   
Asimismo, examinamos la “sentencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Tribunal Constitucional contra Perú”, en la cual esta Corte fija el estándar 
interamericano de debido proceso en “antejuicio y juicio político”.  
Finalmente, analizamos a la luz de esta sentencia el caso del ex “Contralor 
General de la República, Edgar Alarcón Tejada”, con la finalidad de determinar si el Congreso 
de la República respeta el estándar de debido proceso en sede parlamentaria fijado por la Corte 
IDH.  
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ABSTRACT 
The present investigation finds its foundation in the need to show if the Congress 
of the Republic respects the guarantee of due process in the procedures of political pre-trial that 
take place in its midst. 
To that end, we conduct a study on the Parliament and its functions, basically on 
the function of political control or controlling function of the Parliament, from which this power 
is derived to subject the recalled officials to pre-trial and impeachment proceedings. 
Likewise, we examine the judgment of the Inter-American Court of Human 
Rights in the Constitutional Court case against Peru, in which this Court sets the inter-American 
standard of due process in pre-trial and impeachment. 
Finally, we analyze in the light of this judgment the case of the former 
Comptroller General of the Republic Edgar Alarcón Tejada, with the purpose of determining 
whether the Congress of the Republic respects the standard of due process in the parliamentary 
seat set by the Court. 
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CAPITULO I: PROBLEMA 
1.1  Planteamiento del Problema  
El Congreso de la Republica tiene tres funciones fundamentales, estas son, 
LEGISLAR, REPRESENTAR Y FISCALIZAR, esta última se clasifica en tres, a saber, control 
preventivo, control funcional y control represivo.  
Nuestra tesis se ocupará del control represivo, control donde ubicamos a las 
comisiones investigadoras, la interpelación de ministros de estado, la moción de censura y la 
acusación constitucional.  
Según refiere el doctor (Garcia Toma, 2011):  
“Esta institución surgió como consecuencia de que los jueces ordinarios carecían de competencia para 
procesar y eventualmente sentenciar a los altos dignatarios del reino”. Estos, como señala Javier Valle 
Riestra, eran “personas constituidas en poder, autoridad y dignidad. Dichos altos dignatarios estaban 
exentos de responsabilidad de cualquier naturaleza y, por ende, sus crímenes con agravantes o 
atenuantes quedaban impunes”.  
Siguiendo con el mismo autor, refiere sobre esta institución:  
 “la acusación constitucional se entiende como un mecanismo procesal de control político destinado a 
promover, de un lado, la defensa y eficacia de las normas e instituciones previstas en la Constitución, 
contra el abuso del poder en que pudiesen incurrir los altos funcionarios públicos; y del otro, la 
intervención del Órgano Judicial –a través de la Corte Suprema– en la investigación, juzgamiento y 
eventual penalización de determinadas altas autoridades o ex autoridades estatales, cuando pesaren 
sobre ellas denuncias con razonabilidad jurídica de perpetración de un ilícito penal cometido en el 
desempeño de la función pública”. 
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La acusación constitucional aparece regulada en los articulo 99 y 100 de la Constitución, que 
establece:  
“99. Corresponde a la Comisión Permanente acusar ante el Congreso: al Presidente de la 
República; a los representantes del Congreso, a los Ministros de Estado, a los miembros del Tribunal 
Constitucional; a los miembros del Consejo Nacional de la Magistratura; a los vocales de la Corte 
Suprema; a los fiscales supremos; al Defensor del Pueblo y al Contralor General por infracción de la 
Constitución y por todo delito que cometan en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco años después 
de que hayan cesado en éstas. 
100. Corresponde al Congreso, sin participación de la Comisión Permanente, suspender o no 
al funcionario acusado o inhabilitarlo para el ejercicio de la función pública hasta por diez años, o 
destituirlo de su función sin perjuicio de cualquiera otra responsabilidad. El acusado tiene derecho, en 
este trámite, a la defensa por sí mismo y con asistencia de abogado ante la Comisión Permanente y ante 
el Pleno del Congreso. En caso de resolución acusatoria de contenido penal, el Fiscal de la Nación 
formula denuncia ante la Corte Suprema en el plazo de cinco días. El Vocal Supremo Penal abre la 
instrucción correspondiente. 
La sentencia absolutoria de la Corte Suprema devuelve al acusado sus derechos políticos. Los 
términos de la denuncia fiscal y del auto apertorio de instrucción no pueden exceder ni reducir los 
términos de la acusación del Congreso”. 
Este procedimiento tiene dos variantes, que son, el antejuicio y el juicio político, 
la primera autoriza el procesamiento penal de los funcionarios aforados por delitos cometidos 
en ejercicio de sus funciones y con la segunda se les sanciona por las infracciones 
constitucionales, en el primer caso se cumplen funciones pre jurisdiccionales, en el segundo 
caso se cumple una función materialmente jurisdiccional de carácter político.  
Sin importar las diferencias, ambas instituciones, el antejuicio y el juicio 
político, se despliegan como procesos donde hay una parte acusadora y una parte acusada, como 
tales se encuentran necesariamente alcanzados por la garantía del debido proceso, este 
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procedimiento como lo vimos está regulado en el artículo 99 de la carta política peruana, y solo 
es ejercitado contra funcionarios y altas autoridades del estado (funcionarios aforados). 
Este dispositivo encuentra su desarrollado en el artículo 89 del Reglamento del 
Congreso de la República, el cual tiene rango de ley, en este artículo se establecen cuáles son 
las reglas que debe seguir el procedimiento de acusación constitucional, a saber, los requisitos 
formales para la presentación de una denuncia constitucional, el órgano encargado de su 
calificación, y de declararse su procedencia, el desarrollo de los actos procesales y de 
investigación que se dan durante “el procedimiento de acusación constitucional de los altos 
funcionarios en el país”, todo ello debe darse en estricto cumplimiento de la garantía del debido 
proceso de los denunciados.   
Pero no solo tenemos un desarrollo a nivel constitucional y legal de la garantía 
del debido proceso en las investigaciones en sede parlamentaria, sino también existen 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional referidos al control de la legalidad de los actos 
de investigación, y que se encuentran orientados a buscar sanción en sede parlamentaria. 
Tenemos el habeas corpus interpuesto por el ex Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, 
Cesar Humberto Tineo Cabrera. 
Otro caso es el conocido como “Caso 65 Congresistas contra el Congreso de la 
Republica”, y que produjo la “sentencia recaída en el expediente N° 0006 – 2003 – AI/TC”. En 
el año 2015, el “Tribunal Constitucional” resolvió el habeas corpus interpuesto por el 
expresidente Alejandro Toledo, esta sentencia, además, se convirtió en precedente vinculante, 
en merito a ello, es de aplicación obligatoria y sus efectos se extienden erga ommes, con esta 
sentencia se fijan criterios de observancia obligatoria para este tipo de investigaciones políticas. 
Por otro lado, tenemos pronunciamiento a nivel de “Corte Interamericana de 
Derechos Humanos”, donde cabe mencionar “el caso” planteado por los “ex magistrados del 
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Tribunal Constitucional, Dr. Manuel Aguirre Roca, Dr. Guillermo Rey Terry y Dra. Delia 
Revoredo Marsano”, quienes “fueron destituidos” del cargo que ocupaban mediante un 
“procedimiento de acusación constitucional” en sede parlamentaria, y sometieron esta 
controversia a “la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, y a raíz de este caso, 
establecieron un estándar interamericano de debido proceso en juicio político. (“Sentencia del 
caso Tribunal Constitucional contra Perú”). 
En nuestro país, los procedimientos de acusación constitucional no se están 
ajustando al estándar de juicio y antejuicio político que “ha establecido la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos”, nuestro sistema de procesamiento para altos funcionaros vía acusación 
constitucional se encuentra plagado de vicios o deformaciones en materia procedimental, así 
tenemos que las investigaciones que se vienen desarrollando en sede de la Sub Comisión de 
Acusaciones Constitucionales estarían violando derechos fundamentales de los investigados, a 
manera de ejemplo podemos citar los casos de los ex “Magistrados del Tribunal Constitucional” 
removidos por el Congreso de la Republica, “caso Revoredo Marsano, Aguirre Roca y Rey 
Terry”, el caso del ex Juez Supremo Cesar Tineo Cabrera, pero también tenemos los casos del 
ex consejero del CNM Efraín Anaya Cárdenas y de “Edgar Alarcón Tejada”, quien fue 
“Contralor General de la Republica”. 
Estos procedimientos se vieron ensombrecidos en primer lugar por la gran 
presión mediática que se ejerció sobre el Parlamento, es así que los principales medios de 
comunicación, escritos, radiales y televisivos han llevado a cabo campañas mediáticas 
inmensas, juzgando anticipadamente a través de titulares periodísticos la actuación de altos 
funcionarios que han sido sometidos al procedimiento de acusación constitucional, ejerciendo 
presión sobre los parlamentarios quienes actúan en calidad de juzgadores en sede política. 
Así las cosas, la realidad nos viene demostrando que el juicio político que se 
encuentra contemplado en nuestra Constitución ha sido empleado como instrumento por parte 
16 
 
del poder político para controlar la facultad de impartir justicia jurisdiccional (caso magistrados 
TC), pero que también se ha desarrollado en clara contravención al derecho al debido proceso. 
 
Un hecho demostrado por la realidad es el Parlamento, cuando ejerce su función 
de control político por medio de la acusación constitucional ha desnaturalizado el concepto de 
imparcialidad subjetiva, concepto que ha sido desarrollado por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos puesto que la mayoría de legisladores al momento de conocer una causa ya 
se encuentran con un criterio preconcebido, es así que nos encontramos ante una de las primeras 
violaciones al debido proceso en nuestro sistema de acusación constitucional, este hecho guarda 
estrecha relación con la cobertura mediática que orquestan los medios de comunicación, y se 
encuentra conexo a la violación del derecho a la presunción de inocencia, el cual también no ha 
sido respetado en las investigaciones parlamentarias. 
Otro de los derechos que usualmente son violentados en los procesos que se 
siguen en sede parlamentaria es el de la comunicación previa y detallada de la acusación, siendo 
que las acusaciones son notificadas a los investigados, para que en base a ella puedan preparar 
su defensa, resultan ser gaseosas, vagas, incongruentes, vulnerándose así este derecho y 
colocando al ciudadano en un estado de indefensión procesal. 
Otro de los derechos que no son respetados en los procedimientos de acusación 
constitucional que se sustancian en el Parlamento, es el derecho a realizar interrogatorios a los 
testigos que se ofrecen para probar y el derecho de ofrecer testigos de descargo. Podemos citar 
el caso de Edgar Alarcón Tejada, ex Contralor General de la República, a quien no se le permitió 
estar acompañado de su abogado, menos aún que este intervenga y pueda interrogar a los 
testigos o denunciantes. 
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Este último derecho se encuentra estrechamente vinculado con el derecho a 
contar con el tiempo y los medios adecuados para preparar la defensa, es un hecho evidente que 
los procedimientos de acusación constitucional que se desarrollan en nuestro país se llevan a 
cabo con una celeridad y apresuramiento desmesurado, lo cual resulta sumamente peligroso, 
puesto que un procedimiento por el cual se busca la suspensión de derechos políticos e 
inhabilitación de ciudadanos, así como autorizar su procesamiento en la vía penal ordinaria no 
debería hacerse con esta celeridad procesal acostumbrada, esta práctica es violatoria a las 
garantías que son establecidas por la Constitución y los tratados internacionales.  
En esta tesis realizaremos un estudio de los procedimientos de acusación 
constitucional sustanciados luego de haberse dictado la sentencia de la Corte IDH conocida 
como caso Magistrados del Tribunal Constitucional contra Perú. En ese sentido, tendríamos 
como premisa mayor analizar la sentencia referida y definir el estándar fijado por ella para el 
juicio político, y como premisa menor, detallar las acusaciones constitucionales producidas y 
ponerlas a contraluz del estándar fijado por la Corte. 
Así las cosas, podremos evaluar si corresponde una reforma del artículo 89 del 
Reglamento del Congreso, según lo establecido por la Convención Americana de Derechos 
Humanos, específicamente el articulo 2 referida a la obligación de adoptar disposiciones de 
derecho interno que hagan efectiva la obligación de respetar los derechos por parte de los 
estados. 
1.2 Hipótesis 
El Congreso de la República del Perú garantiza el debido proceso en los 
procedimientos de antejuicio político aplicando los estándares establecidos por la Corte IDH. 
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1.3  Objetivos 
1.3.1 General 
Determinar cómo el Congreso de la República del Perú garantiza el debido 
proceso en los procedimientos de antejuicio politico.  
1.3.2. Específicos 
● Explicar la naturaleza jurídica de la institución del antejuicio político.  
● Determinar cuál es el contenido constitucionalmente protegido del derecho al 
debido proceso. 
● Determinar si el Congreso de la República garantiza el debido proceso en los 
procedimientos de antejuicio político que se han sustanciado en este fuero. 
1.4  Justificación 
La lpresente linvestigación lencuentra lsu ljustificación len lla lnecesidad lde 
lesclarecer lcuales lson llos lestándares lque lla lCorte lInteramericana ltiene lfijados lpara llos 
lprocedimientos lde lantejuicio ly ljuicio lpolítico len lsede lparlamentaria, lreconociendo lque lestos 
lprocedimientos lson lde lnaturaleza lpolítica, lesto len lrazón, lde lque lel lórgano lque lactuara lcon 
lfacultades ljurisdiccionales, les lun lórgano lde lcomposición lpolítica, laun lasí, lla lCorte lha ldispuesto 
lque llas lGarantías lJudiciales l(Art. l8 lde lla lDeclaración lAmericana lde llos lDerechos lHumanos), 
lmaterialización ldel lderecho lal ldebido lproceso, ldeben lser lextendidas la ltodos llos lprocedimientos 
len llos lcuales lel lEstado len lvirtud lde lsu lpoder lde lcoerción lpodría lrestringir lderechos l(aplicar 
lsanciones). 
Una lrealidad lque lno lpodemos ldejar lde llado, les lque, len lla lactualidad, llos 
lprocedimientos lde lantejuicio ly ljuicio lpolítico lvía lacusación lconstitucional lque lse lhan 
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lsustanciado lante lel lCongreso lde lla lRepública lno lestarían lrespetando llos lestándares lque lha 
lestablecido lla lCorte lIDH. l 
Por lello, lresulta lnecesario lque lhagamos lun lexamen lminucioso ly lpormenorizado 
lde lestos lprocedimientos lllevados la lcabo len lnuestro lpaís. L 
1.4  Antecedentes 
1. A. lGarcía lChavarry, l2008 l– lPerú, lrealizó lla linvestigación ltitulada: l“Acusación 
lConstitucional, lJuicio lPolítico ly lAntejuicio, ldesarrollo lteórico ly ltratamiento 
ljurisprudencial”. lEn lel lcual, lel lautor lllega la lalgunas lconclusiones, la lsaber: 
• lExisten ldiferencias lteóricas lentre llas lfiguras ldel ljuicio lpolítico ly ldel lantejuicio. lEllas lse 
lsustentan len lconcepciones ldistintas, lfinalidades ldiferentes ly lmaterias lespeciales. 
• lLa ldecisión lque ltrae lconsigo lel l“impeachment” lal lser lacordada lpor lel lParlamento, 
lfundada lestrictamente len lconsideraciones lde lcarácter lpolítico, lella lpermanece, len 
lprincipio, linamovible. lSin lembargo, len lalgunos lpaíses, lse lha lido ladmitiendo lla lidea lde 
lque lcabe lla lrevisión ljudicial lde lla ldecisión ladoptada lfrente la leventuales lvulneraciones 
ldel lderecho la lun ldebido lproceso. lPor lejemplo, lla lsentencia lde lla lCorte lInteramericana 
lde lDerechos lHumanos len lel lCaso ldel lTribunal lConstitucional les lun lbuen lejemplo lde 
lesta ltendencia. 
• lSobre lel lantejuicio, lse lencuentra lprevisto lcomo luna lantesala la lun lproceso lpenal, lpara 
llos laltos lfuncionarios lque lcuentan lcon lesta lprerrogativa, lpor llos ldelitos lcometidos len lel 
lejercicio lde lsu lcargo. lEn leste lcaso, lel lCongreso lno lestablece lsanción lalguna lde lcorte 
lpolítico, lsino lque lpermite, lluego lde lla lcomprobación lde lindicios lsuficientes lo 
lrazonables, lque lsean llos ltribunales lde ljusticia llos lllamados la ldeterminar lla 
lresponsabilidad lpenal ldel lsujeto linvolucrado. 
20 
 
2. O. lCairo lRoldan, l2013 l– lPerú, lrealizo lla linvestigación ltitulada: l“El ljuicio lpolítico len lla 
lConstitución lPeruana”. lEn lel lcual, lel lautor lllega la lalgunas lconclusiones, la lsaber: 
• lLa ldiferencia lentre lel ljuicio lpolítico ly lel lantejuicio lha lestado lclara len lla ldoctrina 
lnacional ldesde lel lsiglo lXIX. lSe lentiende lque lel lprocedimiento lde lantejuicio les ldiferente 
lal lde ljuicio lpolítico, lporque lconsiste len linvestir la llas lcámaras ldel lderecho lde lacusar, 
lpero lreservaba líntegramente lal lpoder ljudicial lla latribución lde ljuzgar. 
3. lV. L Paniagua lCorazao, l2000 l– lPerú, lrealizo lla linvestigación ltitulada: l“La ljusticiabilidad lde 
llos lactos lpolítico l– ljurisdiccionales ldel lCongreso”. lEn lel lcual, lel lautor lllega la lalgunas 
lconclusiones, la lsaber: 
 
• lEl limpeachment les luna linstitución lde linequívoca ly lexclusiva líndole lpolítica. 
lSustanciado lante lun lórgano lde lcarácter lpolítico, lcon lpropósitos ly lfines lpolíticos, lel 
limpeachment ltiene luna lnaturaleza lpolítica. 
• lEl lAntejuicio ltiene lpor lobjeto, llevantar lla linmunidad lo lla lprerrogativa lfuncional ldel 
lalto ldignatario l(exención lde lproceso ly lde larresto) lpara lque llos lórganos ljurisdiccionales 
l(ordinarios) lprocesen ly ljuzguen lsu lconducta, lasí lcomo lsuspenderle len lel lejercicio lde lsus 
lfunciones. 
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CAPITULO II: EL PARLAMENTO Y EL CONTROL POLITICO 
2.1  La función de control político y jurisdiccional del Congreso de la República y la 
responsabilidad constitucional. 
2.1.1  El control político 
El lpaso ldel ltiempo lha lpermitido lque lel lParlamento lvaya ladecuando lsu lactuar la lla 
lrealidad lque lhoy len ldía les lmuy lcambiante, len lese lsentido, lpodemos ldecir lque, len lla 
lactualidad, lla lactividad ldel lparlamento lse lha lvisto lpermanentemente lalterada. lAun lasí, 
lestas lcircunstancias lcambiantes, lno lhan lllegado la lpresentar lal lparlamento lcomo luna 
linstitución lque lse lencuentre linestable, lmás lbien, laparece lcomo lel lórgano lpolítico lque 
lrepresenta lal lpueblo ldentro lde lun lestado ldemocrático lde lderecho, lpor lello lel lParlamento 
lejerce lfunciones lde ldiversa líndole, llas lcuales lse lencuentran lexpresadas len lla lcarta 
lpolítica, les lasí, lque ldentro lde ltoda lla lgama lde lfunciones ldel lparlamento, lencontramos lla 
lfunción lde lcontrol lpolítico lo lfunción lcontroladora ldel lparlamento, lpara luna lmejor 
lexplicación, lpasaremos la lrevisar llas ltres lfunciones lde llos lparlamentos lmodernos, la 
lsaber: 
Mandato lLegislativo. l- lla lprimera lfunción lque lostenta lel lparlamento, les lla lde llegislar, 
leste lmandato lse lencuentra linspirado len lel lsentido lclásico ly ltradicional lfundado len lla 
lseparación lde lpoderes lque linspira la llos lestados ldemocráticos. lAsí, lresulta lmuy llógico 
lpensar lque lel lParlamento, les lel lencargado lde lla lproducción lnormativa len lun lestado 
l(aunque lno lel lúnico). l 
Mandato lPresupuestario. l- ldesde lhace lmucho ltiempo latrás, llos lparlamentos lfueron llos 
lencargados lde lla laprobación lde llos lsubsidios le limpuestos, len lla lactualidad, leste lse lha 
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llogrado lextender la ltoda lla lvida leconómica lde lla lnación, ly lle lha ldotado lal lparlamento lde 
lun lextraordinario lpoder, lno ldebemos lsoslayar lque les lel lParlamento lquien laprueba lla 
lLey lde lPresupuesto ly lCuenta lGeneral lde lla lRepública. l 
Mandato lControlador. l– lEs luna lde llas lfunciones lprimordiales, ltambién lconocida lcomo 
lla lde lcontrol lpolítico, lesto len lrazón lde lque lel lparlamento ldebe lencontrarse len lconstante 
lrevisión lde llos lintereses ldel lpueblo, la ltravés lde lla lobservación ly lverificación lde llas 
lacciones lque lrealicen llos ldemás lórganos. lEl lparlamento len ltodo lmomento ldebe 
lmarcarle llos llímites la ltoda lacción lque lnazca ldel lestado, lo lde llo lcontrario ldebe ltratar lde 
lreconducir llas lacciones ldel lestado. 
2.1.2  La jurisdicción parlamentaria. 
Es lun lconcepto lmuy ldifundido ly laceptado lque lla ljurisdicción les luna llabor 
labsolutamente lexclusiva ldel lEstado, ly lque lesta ldebería lcorresponder lal lPoder lJudicial, 
lpero ldebe lponerse lde lmanifiesto ltambién lque, llas lpropias lConstituciones lhan 
ldesconcentrado lla llabor ljurisdiccional, les lasí, lque lnuestra lConstitución lreconoce 
ldistintas ljurisdicciones la lla lejercida lpor lel lPoder lJudicial, la lsaber, lla lJurisdicción 
lArbitral, lla lJurisdicción lMilitar, lla lJurisdicción lElectoral, ly ltambién lla lfunción 
ljurisdiccional ldel lparlamento, lvía llos lprocedimientos lde lacusación lconstitucional. l 
Si lhacemos lun lejercicio lde lrecreación le limaginamos lun lconflicto lde lintereses, ly 
lasumimos lcomo lparte lde lun lorden lcivilizado, lque leste lconflicto ldebe lser lresuelto len lel 
lmarco lque limpone lel lestado lde lderecho, llo lprimero lque lpensamos les lque leste lconflicto 
ldebe lser ldirimido lpor lun ljuez, lescuchando la lambas lpartes. lEn lel lcaso lde lla lsanción lque 
ldebe laplicarse la llos laltos lfuncionarios lpúblicos, lexiste lun lTribunal lexclusivo lpara lellos. 
lEsto llo lcontempla lla lconstitución. l 
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La ldoctrina ly llas lconstituciones ldel lmundo, lnos lhan lenseñado lque lexisten ltres 
lgrandes lopciones lrespecto lal ljuzgamiento lde lestos laltos lfuncionarios, lel lprimero lde 
lellos les lla lcreación lun lTribunal lEspecial, lel lsegundo lse lrefiere lúnicamente la lla 
lactuación ldel lparlamento ly lfinalmente, lla ljusticia lordinaria. 
2.1.3  El modelo de responsabilidad constitucional, la infracción constitucional y 
su diferencia con el delito de función 
Debemos lpartir ldel lreconocimiento lde lque lla lconstitución ltiene luna ldoble 
ldimensión, lpor lun llado, les lun ldocumento lpolítico ly lpor lotro, les ljurídico. lEste lbinomio 
lnos lmuestra lque lla lconstitución lno lsolo ltiene lun lámbito lnormativo, lsino ltambién 
lpolítico. lEl lcarácter lpolítico lde luna lconstitución lencuentra lsu lmayor lreflejo len lel lalto 
lgrado lde lconsenso lque lse lrequirió lentre ltodas llas lfuerzas lpolíticas lque lintervinieron len 
lla lAsamblea lConstituyente ly lque ldio lorigen la lla lConstitución. l 
Un l“proceso” lconstitucionalmente lreconocido lcomo ltal, ltiene lpor lfinalidad 
ldirimir lun lconflicto lentre ldos lpartes la ltravés lde lla ldecisión lque ldeberá ladoptar lun 
ltercero, len lese lsentido, lreconociendo lque lla lresponsabilidad lconstitucional lbusca 
ldeterminar lsanción lo labsolución lde lun lciudadano lque ldesempeña lo lha ldesempeñado 
lalta lfunción lpública, lentendemos lque ldebe lser ltramitado len lun lprocedimiento lúnico ly 
lpropio, lcon llas ldebidas lgarantías. 
Este lprocedimiento lpermite lque lel lParlamento lpueda lexhibir ly ldesplegar lel 
lpoder lque leste ltiene, lpara lcontrolar llos lactos lejercidos lpor llos laltos lfuncionarios 
lpúblicos. l 
Esta lcapacidad lcon lla lque lcuenta lel lparlamento ldebe lverse llegitimada lcon lla 
lactuación lde lun lalto ltribunal lespecial lo lcon lla lactuación lde luna lcomisión lespecial lcreada 
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len lel lseno ldel lpropio lparlamento. lEste lhecho ldotara lde luna ldimensión ldiferenciada la 
leste ltribunal, lrespecto ldel lpoder lque lostenta lel lpoder lejecutivo lo lpoder ljudicial. l 
Así, ltenemos lque lla lfunción lcontroladora lo lde lcontrol lpolítico len lel lestado lde 
lderecho ldebe lencontrarse lrevitalizada len lsu lsupremacía, lpermitiendo lque lel lparlamento 
lpueda lmostrarse lcomo lel lequilibrio lnecesario la lefectos lde llimitar lel lpoder lestatal ly 
lorientar lla lacción lde leste lpoder lhacia llos lcauces lque lla lconstitución lestablece. lDe lesta 
lforma, lla linvestigación lque lel lparlamento lrealice, lcon lla lconsecuente lacusación 
lpermitirá lque leste lcontrol lsea lidóneo. l 
Reconociendo lque lestos lprocedimientos lenfrentan la ldos lpartes len lconflicto, 
lpodemos lasegurar lque luno lde llos lmás lgrandes llogros ldel lsistema lacusatorio les lla 
lconfiguración lde lun lprocedimiento len lel lque llas lpartes lse lenfrentan len ltotal ligualdad lde 
lcondiciones, len lel lque lla ldefensa lse lmuestra lcomo lparte lprocesal lque lse lopondrá la lla 
lacusación ly, lpor lconsiguiente, lpasará la lformar lparte lpasiva lde lesta lrelación lprocesal. 
lEsto, limplica lque lel lacusado lpueda lser loído, len lel lsentido lde lque lpueda lalegar ly 
ldemostrar ly lque lello lse lmaterialice len lla lresolución lfinal, lasí lcomo lque lsean lde 
lconocimiento ly lse lpuedan ldebatir llos lpresupuestos lde lderecho ly lde lhecho lque lpuedan 
lincidir len lla lresolución lfinal. l 
Llegado la leste lpunto, les lpreciso lrecordar lque lel lcontrol les lun lelemento lque lfunda 
ltoda lConstitución, laun lcuando lno lexiste lconsenso lsobre lesto, lla ldogmática 
lconstitucional lha lsido lcapaz lde lhacerlos lconverger, lesto lcon lla lúnica lfinalidad lde 
lasentar lla lsupremacía lde lla lconstitución, lpara lasegurar lque lse lerradique lla larbitrariedad 
len lla lactuación lde lquienes ldetentan lel lpoder. l 
En ltanto lel lestado lha lido levolucionando ly ldesarrollándose, llas lfunciones 
lasignadas la llos lpoderes lhan lido lmutando ly lse lhan lvuelto lcada lvez lmás lflexibles. lNo 
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lcabe lduda lque lesta lredefinición lde llos lpoderes lproviene lde lun lnuevo lmodelo 
ldemocrático lque lcada lvez lse lsiente lmás len lcada lConstitución, ly ldentro ldel lcual lse 
linserta lel lprincipio lacusatorio. 
Es lpor lello lque ldebe lestar lgarantizado lel lprincipio lde lcontradicción lcomo 
lmecanismo lde ldefensa, lse ldebe ltambién lconferir laudiencia lal lacusado len lel lparlamento, 
lpuesto lque lde lno lhacerlo lestaríamos lfrente la luna lclara lparcialidad len lcontra ldel lacusado, 
lpues lsolo ltendríamos luna lparte lde llos lhechos, luna lversión lsobre lellos, llo lque 
lcorresponde len lun lestado ldemocrático lde lderecho les lindagar lsegún llos lcánones lde 
lprobidad. lSi les lque lno lse linvestiga lcon lprobidad, lla lobtención lde luna lresolución 
lacertada lseria lsolo lobra ldel lazar, len lcontraposición lde lla ljusticia lque ldebe ldesplegarse 
len ltodo lel lprocedimiento. 
2.1.4  La infracción constitucional como forma de protección del Estado 
La linfracción lconstitucional lestá lreferida la ltoda lacción lque latente lcontra lla 
lnorma lconstitución, lcualquier lafectación lal lestado ldemocrático lde lderecho lserá 
lsancionada, lpero lesta lsanción ldebe lestar ltambién lbasada len ldos laforismos l“nullum 
lcrime lsine llege” ly l“nullum lpoene lsine llege”, les lasí lque ldebe ldefinirse lcon lrigor ly lmucha 
lespecificidad lcuales lson llas lacciones lque ldeben lser lconsideradas linfracciones la lla 
lconstitucional. l 
Un lrequisito lfundamental lpara lque lpueda lconfigurarse lresponsabilidad 
lconstitucional les lque llos laltos lrepresentantes ldel lEstado ltengan lpleno lconocimiento ly 
lconciencia lprevia lde lque lpueden lser lacusados lpor lestas linfracciones ly lcuáles lson llas 
lconsecuencias lque ltendrán lcada luna lde llas lacciones lque lrealicen. lSe lbusca lque lel lalto 
lfuncionario lpúblico lsepa lque llas lnormas lconstitucionales lse lencuentran lcon lresguardo. 
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Así llas lcosas, ldebemos ldejar len lclaro lque lse lrequiere lcuatro lcausas lpara lque luna 
lnorma lpueda lser linteriorizada lpor lsus ldestinatarios lcomo lobligatoria, la lsaber: luna lfinal, 
luna leficiente, luna lformal ly lotro lmaterial, lpor lla lprimera lse ldebe lencontrar lla 
lcorrespondencia ldel lfondo lde lla lnorma lcon lla lpropia lConstitución ly lcon lla ldemocracia, 
lasumiendo lun lpapel lde lprevención lgeneral lrespecto la lla lsociedad. lPor lla lsiguiente lse lha 
lde lobservar lla lpotestad ldel lconstituyente lde lconsiderarla lcomo lnorma lde lestricto 
lcumplimiento, lpor lla lcausa lformal, ldebe lrevisarse lla limperatividad lde lla lnorma, len lel 
lsentido lde lbase lde lsus lsostenimiento, lpues lel lalto lfuncionario ldel lestado ldebe lasumir lsu 
lacatamiento, lpese la lque lno ldebe lecharse lmano lde lla lconciencia ldel lsujeto lactivo, lsino 
lque ldebe lderivarse lclaramente ldel lpropio lprecepto, len lesencia, lno lpuede lconcebirse lun 
limperativo lal lalto lfuncionario lestatal lsino lexiste luna lnorma lque lasí llo ldisponga. lDe lla 
lcausa lmaterial lse lderiva lla lprotección lde lun lbien ljurídico ltutelado. 
Sobre llo lantes lenunciado, lpodemos ldeterminar lfehacientemente lque lexiste lla 
lexigencia lde lcumplimiento lde lla lnorma lconstitucional ly lque lesa lexigencia lparte lde lla 
lconsideración lque lla lpropia lnorma lencierra len lella. l 
Resulta lnecesario ldestacar laquí lel ldoble lámbito lde lcomprensión lsobre llas 
lnormas, lesto lincluye, lel llegal lo lnormativo ly lel ljurídico lpropiamente ldicho. lEl lnormativo 
lestá lreferido la lque lpodamos lreconocer lconductas lactivas lde lobservancia lobligatoria lque 
lhan lsido limpuestas lpor lel lordenamiento ljurídico, lcuyo linterés lse lsustenta len lel lcarácter 
lpúblico ly lgeneral, lesto lhace lque lsu lincumplimiento ltraerá lconsigo luna lsanción. lPor lotro 
llado, lel lámbito ljurídico lpropiamente ldicho, lnos lrefiere lhacia lel laspecto lpasivo lde lla 
lrelación ljurídica ly lque lpor llo ltanto laparece lcomo luna lcontrafigura ldel lpoder lconcreto len 
lque lconsiste lel lderecho lsubjetivo. l 
Los laltos lfuncionarios ldel lEstado lse lencuentran lobligados la lconocer ly la 
linteriorizar llos lhechos ly lobligaciones la llas lque lse lencuentran lsometidos ly lcuáles lson llas 
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lconsecuencias ljurídicas lde lsu lcomportamiento. lEste lhecho lnos llleva la lla lconcesión lde 
lprecisión lnormativa, len lel lsentido lque lel lconstituyente lha lsido ltan ldetallista lde lque 
lredacto lla lcarta lconstitucional lcon lun llenguaje lsencillo ly ldejando lclaro lcuáles lson llas 
lobligaciones lde llos lfuncionarios laforados. lAsí llas lcosas, lel lalto lfuncionario lpúblico 
lasume lun ldeber lconstitucional lde lrespeto la lla lpropia lConstitución, lsolo lsi lla lnorma 
laparece lcomo lun ltérmino lcerrado ly lrígido, lesto les, len lel lsentido lde lpresentar luna 
lreferencia lpuntual, lobvia ly lbien ldefinida ly lque lno lse lestá lfrente la luna lnorma lcon 
lcontenido lflexible, lelástico, labierto lo lvago.  
2.1.5  Una necesaria distinción entre infracción yldelito 
En lprimer llugar, ldebemos lcomprender lque lexisten ldiferencias lentre linfracción ly 
ldelito, lpues lambos lson lconceptos lque ltienen luna lcercanía lmuy lgrande, les lasí lque lsu 
ltratamiento lse lpresenta lconjunto len lla lpropia lConstitución, lesto les, la ltravés lde llas 
lacusaciones lconstitucionales. l 
Muy lcerca lal lderecho lparlamentario lo lprocesal lparlamentario, lse lencuentra lel 
lcontrol lpenal lordinario, leste lcontrol lse lpresenta len lla lrealidad lcuando luna lactividad 
lentraña luna lagresión lo lafectación lde llas lnormas ly lesta lconducta les lsancionada lcon lla 
lprivación lde lbienes ljurídicos. lEstamos laquí lante ldelitos ly lel lalto lfuncionario lpúblico 
lestará lsujeto la ltodas llas linvestigaciones lpenales lque lpuedan linstituirse len lsu lcontra, lya 
lsea len lel lpaís lo lfuera lde lél. l 
Los laltos lfuncionarios lpúblicos lpueden ltener lresponsabilidad ljurídica len lel 
lámbito lpenal ly lpueden ltambién lresponder lante lel lPoder lJudicial. lLa limportancia lde lesta 
lresponsabilidad lradica len lbuena lparte len lla lrelación ldirecta lcon llas lsanciones lque 
lacarrea lla lactividad lparlamentaria, lqueda lclaro lque lcuando lse llevanta lla linmunidad lo 
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lcuando lse lacusa lconstitucionalmente la llos lmiembros ldel lgobierno lante llos ltribunales 
lsupremos ldel lPoder lJudicial la ltravés ldel lantejuicio. 
Pero lque ldice lel lTribunal lConstitucional lperuano lsobre lesta ldistinción lentre lel 
lantejuicio ly ljuicio lpolítico lque lcontempla lla lConstitución. lEl lTribunal lConstitucional lha 
lsostenido lque ltanto lel lPresidente lde lla lRepública, lasí lcomo la lquienes lse lencuentran 
lcontemplados len lel lartículo l99 ly l100 lde lla lcarta lpolítica, ltienen lel lderecho la lno lser 
lprocesados lpenalmente lpor lla ljurisdicción lordinaria lsin lpreviamente lser lsometidos la lun 
lprocedimiento lde llevantamiento lde lfuero, len ldicho lprocedimiento, les lel lParlamento 
lquien ldeberá ldeterminar lla lverosimilitud lde llos lhechos lde llos lcuales lson limputados, 
ltambién lel lParlamento ltiene lla lfunción lde lestablecer lcuáles lson llos ltipos lpenales len llos 
lque lestarían lincursos. l 
En lel lprocedimiento lde lAntejuicio lúnicamente lse lpueden lpresentar lacusaciones 
lpor llas lpresuntas lresponsabilidades ljurídico l- lpenales, lpero lde lninguna lmanera lpor 
lfaltas lpolíticas, ldebe lquedar lclaro lque lúnicamente lse lpuede lincoar leste lprocedimiento 
lante ldelitos lque lson lcometidos len lpleno lejercicio lde lsus lfunciones lpor llos laltos 
lfuncionarios ldel lestado. lLuego lde lque lel lCongreso lhaya lsometido la luna linvestigación lla 
ldenuncia ly lhaya lpodido ldeterminar lcon lun lgrado lsuficiente lde lcerteza lla lexistencia lde 
lelementos lrespecto la lla lcomisión lde ldelito ldurante lel lejercicio lde lfunciones lmás lallá lde 
ltoda lduda lrazonable, lactuara len lcalidad lde lente lacusador ly lprocederá la lsuspender lal 
lacusado len lla lfunción lque lviene ldesempeñando, ly llo lcoloca la ldisposición lde lla 
ljurisdicción lpenal lordinaria lpara lque lsea lprocesado. lEn lpalabras ldel lmáximo lintérprete 
lde lla lConstitución l(Exp. l0006-2003-AI/TC): 
 “3. l(…) lEn lvirtud lde ldicho lprivilegio, llos lreferidos lfuncionarios lpúblicos ltienen lel lderecho lde 
lno lser lprocesados lpenalmente lpor lla ljurisdicción lordinaria, lsi lno lhan lsido lsometidos 
lpreviamente la lun lprocedimiento lpolítico ljurisdiccional, ldebidamente lregulado, lante lel 
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lCongreso lde lla lRepública, len lel lcual lel lcuerpo llegislativo ldebe lhaber ldeterminado lla 
lverosimilitud lde llos lhechos lque lson lmateria lde lacusación, lasí lcomo lsu lsub lsunción len lun(os) 
ltipo(s) lpenal(es) lde lorden lfuncional, lprevia le linequívocamente lestablecido(s) len lla lley. 
En lese lsentido, len lel lantejuicio lsólo lcaben lformularse lacusaciones lpor llas lsupuestas 
lresponsabilidades ljurídico-penales l(y lno lpolíticas) lde llos lfuncionarios lestatales lcitados len lel 
lartículo l99° lde lla lConstitución, lante llos lsupuestos ldelitos lcometidos len lel lejercicio lde lsus 
lfunciones. lUna lvez lque lel lParlamento lha lsometido la linvestigación lla ldenuncia l(que lpuede 
lprovenir lde lsu lpropio lseno) ly lha ldeterminado lla lexistencia lde lsuficientes lelementos lde ljuicio 
lque, ldesde lsu lperspectiva, lconfiguran lla lcomisión lde lun ldelito len lel lejercicio lde llas lfunciones, 
lactúa lcomo lentidad lacusadora, ldejando lsin lefecto lla lprerrogativa lfuncional ldel ldignatario, 
lsuspendiéndolo len lel lejercicio lde lsus lfunciones ly lponiéndolo la ldisposición lde lla ljurisdicción 
lpenal” 
En lrelación lcon lel lnúmero lde lvotos lrequeridos la lfin lde laprobar lla lacusación 
lconstitucional len lel lprocedimiento lde lAntejuicio, lel lTribunal lConstitucional lhizo luna 
lcomparación lcon lla ldisposición lcontenida len lel lReglamento ldel lCongreso lde lla 
lRepública lreferente lal llevantamiento lde linmunidad lparlamentaria, lasí llas lcosas, ldejo len 
lclaro lque ltanto lpara lel lantejuicio lpolítico lcomo lpara lel llevantamiento lde lla linmunidad 
lparlamentaria, lambas lfiguras lhabilitan la lque lsean lprocesados lpenalmente lluego lde lque 
lse lles lretire lesta lprerrogativa. lEntendieron lellos, lque lsi lbien lpara lel llevantamiento lde lla 
linmunidad, lel lReglamento lexige lque lla lvotación lsea lde lla lmitad lmás luno ldel lnumero 
llegal lde lcongresistas l(restando llos lque lparticiparon len lla lvotación lde lla lComisión 
lPermanente), len lel lartículo l89 lno lse lespecifica lla lcantidad lde lvotos lnecesarios lpara 
laprobar lla lacusación lconstitucional lpor lantejuicio lpolítico. 
Dice lel lTribunal l(Exp. l0006-2003-AI/TC): 
 “22. lEl lTribunal lConstitucional ladvierte lque laún lno lse lha lprevisto len lel lordenamiento lla 
lvotación lnecesaria lpara laplicar llas lsanciones lprevistas len lel lprimer lpárrafo ldel lartículo l100° 
lde lla lConstitución, len llos lcasos lde ljuicios lpolíticos. lDicha lomisión lni lsiquiera lse lencuentra 
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lprevista len lel lordenamiento lpara lcasos lsustancialmente lanálogos, lrazón lpor lla lcual, len leste 
lcaso, lno lcabe lrecurrir la luna lsentencia lintegrativa. l 
23. lEsta lomisión, ldesde lluego, lpuede ldesencadenar laplicaciones lirrazonables lde llas lsanciones 
lprevistas len lel lartículo l100°. lEn lese lsentido, leste lColegiado lexhorta lal lCongreso lde lla 
lRepública la lestipular len lsu lReglamento lla lvotación lnecesaria lpara laprobar luna lacusación 
lconstitucional lpor linfracción lde lla lConstitución l(causas lpolíticas), lasí lcomo laquella lnecesaria 
lpara lla laplicación lde llas lreferidas lsanciones. lPara lello ldeberá ltener len lcuenta lque llos 
lartículos l157° ly l161° lde lla lConstitución lestablecen lque lpara lla lremoción lde llos lmiembros ldel 
lConsejo lNacional lde lla lla lMagistratura ly ldel lDefensor ldel lPueblo lse lrequiere lel lvoto lconforme 
lde llos l2/3 ldel lnúmero llegal lde lmiembros ldel lCongreso. lSiendo lasí, la lefectos lde levitar 
lincongruencias lque lpuedan ldesprenderse ldel lpropio lorden lconstitucional, les lnecesario lque lel 
lnúmero lde lvotos lpara ldestituir ldel lcargo la llos lotros lfuncionarios lprevistos len lel lartículo l99° 
lde lla lConstitución, lo, len lsu lcaso, lpara linhabilitarlos lhasta lpor l10 laños lpara lel lejercicio lde lla 
lfunción lpública, lpor linfracción lde lla lConstitución, lno lsea lmenor la llos l2/3 ldel lCongreso, lsin 
lparticipación lde lla lComisión lPermanente”. 
Así llas lcosas, lqueda lclaro lque llo largumentado lpor lel lTribunal lConstitucional 
lsobre llo lque ldebemos lentender lcomo lnúmero lmínimo lde lvotos lque lse lrequieren lpara 
laprobar lacusación lconstitucional lpor lla lcomisión lde ldelito len lejercicio lde lfunciones, lno 
les lotro lque lel lque lse lrefiere lel lúltimo lpárrafo ldel lartículo l16 ldel lReglamento ldel 
lCongreso, lla lmitad lmás luno ldel lnúmero llegal lde lsus lmiembros, launque lcabe lprecisar 
lque ldebería ltomarse len lcuenta len lla lcontabilización la llos lintegrantes lde lla lComisión 
lPermanente. 
Esto ldice llos lartículos lpertinentes lde lla lConstitución: 
 “Artículo l99°.- lCorresponde la lla lComisión lPermanente lacusar lante lel lCongreso: lal 
lPresidente lde lla lRepública; la llos lrepresentantes la lCongreso; la llos lMinistros lde lEstado; la llos 
lmiembros ldel lTribunal lConstitucional; la llos lmiembros ldel lConsejo lNacional lde lla 
lMagistratura; la llos lvocales lde lla lCorte lSuprema; la llos lfiscales lsupremos; lal lDefensor ldel 
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lPueblo ly lal lContralor lGeneral lpor linfracción lde lla lConstitución ly lpor ltodo ldelito lque lcometan 
len lel lejercicio lde lsus lfunciones ly lhasta lcinco laños ldespués lde lque lhayan lcesado len léstas. 
Artículo l100°. l- lCorresponde lal lCongreso, lsin lparticipación lde lla lComisión lPermanente, 
lsuspender lo lno lal lfuncionario lacusado lo linhabilitarlo lpara lel lejercicio lde lla lfunción lpública 
lhasta lpor ldiez laños, lo ldestituirlo lde lsu lfunción lsin lperjuicio lde lcualquiera lotra 
lresponsabilidad. lEl lacusado ltiene lderecho, len leste ltrámite, la lla ldefensa lpor lsí lmismo ly lcon 
lasistencia lde labogado lante lla lComisión lPermanente ly lante lel lPleno ldel lCongreso. lEn lcaso lde 
lresolución lacusatoria lde lcontenido lpenal, lel lFiscal lde lla lNación lformula ldenuncia lante lla 
lCorte lSuprema len lel lplazo lde lcinco ldías. lEl lVocal lSupremo lPenal labre lla linstrucción 
lcorrespondiente. lLa lsentencia labsolutoria lde lla lCorte lSuprema ldevuelve lal lacusado lsus 
lderechos lpolíticos. lLos ltérminos lde lla ldenuncia lfiscal ly ldel lauto lapertorio lde linstrucción lno 
lpueden lexceder lni lreducir llos ltérminos lde lla lacusación ldel lCongreso”. 
2.2  Juicio y Antejuicio Político en el derecho constitucional, la naturaleza jurídica y 
política de ambos. 
2.2.1 El juicio político 
Es lconsiderado lpor llas lvoces lautorizadas ldel lderecho lconstitucional lcomo luna 
lfigura ldiferenciada la llas lacciones lque lconfiguran ldelito lde lfunción lque lpuedan lcometer 
llos laltos lfuncionarios ldel lestado lque lse lencuentran lcomprendidos len lla lfunción lde 
lcontrol lpolítico lque ltiene lel lParlamento. lEsta linfracción, lda llugar la lun lproceso lque lse 
linstaura len lel lseno ldel lParlamento, lprocedimiento lque ltiene luna lnaturaleza 
leminentemente lpolítica, ly lque lpuede lgenerar lla lsuspensión ldel lalto lfuncionario lpúblico 
lque lcometió linfracción la lla lconstitución, lasí lcomo lsu linmediata ldestitución ly lde lser lel 
lcaso lprocedería linhabilitarlo lpara lejercer lfunción lpública lhasta lpor ldiez laños. lNos 
lencontramos lante lel ldenominado ljuicio lpolítico. l 
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2.2.2  Naturaleza jurídica del juicio político 
La ldoctrina lha ldejado lclaro lque lla linfracción la lla lconstitución les luna lfigura 
lautónoma, lcon lrasgos lpuramente lpolíticos, ly lque lcomo lya llo ldijimos, lforma lparte lde llos 
lmecanismos lcon llos lque lcuenta lel lCongreso lpara lejercitar lsu lfunción lcontroladora lo 
ltambién lllamada lde lcontrol lpolítico lsobre llos ldemás lpoderes ldel lestado. lFigura 
lindependiente lde lcualquier ldelito lque lpueda lhaber lcometido lcualquier lalto lfuncionario 
lpúblico lque lse lencuentre lcomprendido len llo lque ldispone lel lartículo l99 lde lla 
lConstitución. l 
El ljuicio lpolítico lestá lreferido la lfaltas lpolíticas lo la lcualquier lotra lcontravención 
lque lno lsea lpasible lde lsanción lpor lel lderecho lpenal, len lconsecuencia, llas lsanciones lsolo 
lserán, lpolíticas, lestas lsanciones lbuscan lseparar ldel lcargo ly lde lla ladministración lde lla 
lcosa lpública, lal lalto lfuncionario lpúblico lque lviole lla lConstitución ly llas lleyes, lasí lcomo 
lpreservar lla lmajestad ldel lEstado. L 
2.2.3  El antejuicio político 
Con lla lfinalidad lde lestablecer ldiferencias, lpodemos ldecir lque lel lAntejuicio 
ldifiere lmucho ldel l“impeachment”, lpor lel lprimero, lel lParlamento lno lejercita lningún ltipo 
lde lsanción lal lalto lfuncionario ldel lestado, lsino lúnicamente lestá llimitado la ldecidir lsi 
lautoriza lsu lprocesamiento lpenal lante lla ljusticia lordinaria. lEl lParlamento, lluego lde lhaber 
linvestigado, ldeterminar lsi lexisten lindicios lque lpermitan lproceder lal llevantamiento lde lla 
linmunidad ldel lalto lfuncionario lpúblico, ly lasí, lser lprocesado. l 
El lTribunal lConstitucional lha ldejado lestablecido lque l(Exp. lN.º l00013-2009-PI/TC): 
 “El lprocedimiento lde lacusación lconstitucional lcontra llos lfuncionarios lenumerados 
len lel lartículo l99 lde lla lConstitución, lpor llos lsupuestos ldelitos lcometidos len lel lejercicio lde lsus 
lfunciones l(antejuicio), lse lencuentra lregulado len lel lartículo l89 ldel lReglamento ldel lCongreso. 
lQueda lello lmeridianamente lclaro, lcuando ldicho lartículo, lab linitio, lestablece: l“mediante lel 
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lprocedimiento lde lacusación lconstitucional lse lrealiza lel lantejuicio lpolítico, lal lque ltienen 
lderecho llos laltos lfuncionarios ldel lestado lcomprendidos len lel lartículo l99 lde lla lConstitución 
lPolítica”. 
Continua lel lTribunal lConstitucional: 
“En lsíntesis, lel lantejuicio les luna lprerrogativa lfuncional lde lla lque lgozan 
ldeterminados lfuncionarios, lcon lel lpropósito lde lque lno lpuedan lser lprocesados lante lla 
ljudicatura lpenal lpor llos ldelitos lcometidos len lel lejercicio lde lsus lfunciones, lsin lque lmedie lun 
lprocedimiento lcon llas ldebidas lgarantías lprocesales lante lel lCongreso lde lla lRepublica ly lla 
lconsecuente lacusación ldel lpropio lLegislativo”. 
Según llo lque lha ldejado lsentado lel lmáximo lintérprete lde lla lConstitución len 
lnuestro lpaís, lpodemos lcolegir lque, lla lfigura ldel lantejuicio lpolítico lse ltraduce lúnica ly 
lexclusivamente la lla lfacultad lque ldebe lotorgar lel lParlamento lpara lque lla lCorte lSuprema 
lde lJusticia lpueda ljuzgar ly lasí lpueda labsolver lo laplicar lla lsanción lpenal lque lcorresponde 
lsegún lel lCódigo lPenal. lImplica lpues, lque lexiste luna lprerrogativa lque len lun lprimer 
lmomento ltiene lque lhaber lsido lretirada lpor lel lParlamento ly lcon lello ldejar lexpedita lla 
lintervención ldel ljuez lpenal. lPodemos ldecir, lque lla lfunción lque lcumple lel lParlamento les 
lsimilar la lla lque lse lcumple len lla linvestigación lde llos ldelitos lpara lciudadanos lque lno 
lcuentan lcon laforo, lpero ltambién lse lasemeja la lla lfigura ldel ljuez linstructor len lel lantiguo 
lmodelo lprocesal lpenal. l 
2.2.4  La naturaleza jurídica del antejuicio político  
Estamos lante luna lconfiguración lde llevantamiento lde linmunidad lque lse lpresenta 
len lcaso lel ldelito lhaya lsido lcometido len lejercicio lregular ldel lcargo ly lpor lun lacto lque lse 
lencuentre lrelacionado lcon lél. lSi lhacemos lun lrepaso la llos lprocedimientos lde lacusación 
lconstitucional lpor ldelitos len lAmérica lLatina, lpodemos lencontrar lque, len llos 
lparlamentos lbicamerales, len lprimer llugar, linterviene lla lCámara lBaja lpara 
lposteriormente lintervenir lla lCámara lAlta. lLos ldiputados lsolo lserán lel lprimer lfiltro ly 
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lterminaran lsolamente lacusando lpara lacusar, lpues llas lconclusiones la llas lque larriben 
lserán lremitidas la lla lCámara lAlta lo lSenado, lpara lque lsean lestos llos lque len lultima ly lfinal 
linstancia, lacusen. lEsta lmisma llógica lse lsigue len llos lparlamentos lunicamerales. 
Así lqueda lclaro, lque lel lParlamento lacusa la luna lpersona lque lhaya lejercido lun lalto 
lcargo lpúblico lante llos lórganos ljurisdiccionales lrequeridos. 
En lcuanto lal lprocedimiento lque lse lsigue len lun ldelito lde lfunción, les lidéntico lal 
lque lexiste lpara lel lprocesamiento lde luna linfracción la lla lconstitución, lesto lpermite lque 
lambos lsean ltratados lvía lacusación lconstitucional, leste lhecho lpermite len lla lrealidad lque 
lestos lprocedimientos lse lentrecrucen ly lgeneren lalgún ltipo lde luniformidad. 
El lprocedimiento lque lse lsigue len lun ldelito lde lfunción les lidéntico lal lque len lel 
lPerú lexiste lpara lla linfracción lconstitucional. lEl ltratamiento lde lambos lcomo lacusación 
lconstitucional lpermite lque lnormalmente len lla lrealidad lse lentrecrucen ly lmezclen ly lhasta 
lahora lno lse lhaya lexplicado lcon lclaridad la llos ldenunciantes lcuando lse lpresenta lpor lun 
lcaso ly lcuando lpor lel lotro. A través lde lla lintervención lprejudicial ldel lParlamento, lse 
lestará lcumpliendo luna lmera lcondición lde lprocedibilidad. l 
2.2.5  Los orígenes del antejuicio político, una aproximación 
A ldiferencia ldel l“impeachment”, lel lantejuicio ltuvo lsu lnacimiento len llo lque 
lconoce lcomo lla lFrancia lpost-revolucionaria, ly ltuvo lcomo lfinalidad ldotar lde lun ltrato 
ldiferenciado lante lla leventual lacción lcriminal lde llos lministros lde lestado. lEste 
lprocedimiento lconstituye lun lpaso lprevio l(parlamentario) la lun lproceso, len lel lcual lserá lla 
ljusticia lordinaria lquien ldeterminara lsi lel lfuncionario lha lincurrido len lla lcomisión lde 
ldelitos. l 
Lo lque lhoy lconocemos lcomo lseparación lde lpoderes, lfue luna lgran lpreocupación 
lcompartida lpor llos lconstituyentes lfranceses, leran ltiempos ldiferentes, ly lcontextos 
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ldistintos, lno lexistía lun lpresidente ldemocráticamente lelecto, lpor lel lcontrario, lel 
lGobierno ldependía lde lun lmonarca. 
Los lgrandes ldebates lparlamentarios lluego lde lla lrevolución lfrancesa, lempezaron 
la lgirar len ltorno la lque lsi lel lRey ldebía lcontinuar lnombrando ly ldespidiendo la lsus 
lministros. 
Durante lesta ldiscusión, lse lllegó la lacordar lque lera lnecesario lotorgar lun 
ltratamiento ldiferenciado la llos lMinistros lque lcometiesen ldelito lcuando lejercieran 
lfunciones. lAsí llas lcosas, lno lpudiendo lel lparlamento lcesar la lestos lministros, lsi lpodía 
lreaccionar lfrente la llas lconductas ldelictivas lde llos lministros, lpodemos lencontrar len leste 
lhecho, luna lacción lde lcontrol lparlamentario lsobre llos lactos ldel lejecutivo. 
Debe lquedar lmuy lclaro lque lel lantejuicio les lun lprocedimiento lparlamentario lque 
ltiene lun lcarácter lpre ljurisdiccional, ly lsu lfinalidad lestá len lque lse lencuentre 
lresponsabilidad ljurídica len llos laltos lfuncionarios ldel lestado, lpresuntamente lpor ldelitos 
lque lestos lcometieran len lejercicio lde lsus lfunciones, lsolo lasi, lse lpodría ldejar lhabilitada la 
lla ljusticia lordinaria lpara lel lprocesamiento lde lestos lciudadanos. Puede lverse, lque la 
ldiferencia ldel l“impeachment” lel lantejuicio lpolítico lnecesita lpara lsu laplicación lvalerse 
lde lcriterios lno lsolo lpolíticos, lsino ltambién leminentemente ljurídicos. l 
2.2.6 Materias sobre las que procede el antejuicio político. 
Una ldiferencia lcon lel l“impeachment” les lque lno lpuede lser lmateria lde 
lprocedimiento lde lantejuicio lpolítico llas lconductas lque lsean lconsideradas lcomo 
lmoralmente lreprochable lo lque lhayan lfaltado la lla lmajestad ldel lcargo lque lostentan llos 
laltos lfuncionarios, lsino lsolamente laquellas lque ldenotan luna lclara lresponsabilidad 
lpenal. l 
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En lel lantejuicio lse ldeben lexaminar lla lexistencia lde lindicios lfrente la lla lpresunta 
lcomisión lde ldelitos lcometidos lcuando lse ldesempeña luna lalta lencargatura lestatal, lsi lse 
lencuentran lestos lelementos, lel lCongreso ldecidirá lautorizar lel lprocesamiento ldel lalto 
lfuncionario, lpara lque lsea lla ljusticia lordinaria lla lencargada lde ldeterminar lsi lexistió lo lno 
lculpabilidad. 
2.2.7  El antejuicio político y la inmunidad parlamentaria, distinciones necesarias 
El lartículo l93 lde lla lConstitución lestablece: 
 “Los lcongresistas lrepresentan la lla lNación. lNo lestán lsujetos la lmandato limperativo lni 
la linterpelación. lNo lson lresponsables lante lautoridad lni lórgano ljurisdiccional lalguno lpor llas 
lopiniones ly lvotos lque lemiten len lel lejercicio lde lsus lfunciones. lNo lpueden lser lprocesados lni 
lpresos lsin lprevia lautorización ldel lCongreso lo lde lla lComisión lPermanente, ldesde lque lson 
lelegidos lhasta lun lmes ldespués lde lhaber lcesado len lsus lfunciones, lexcepto lpor ldelito lflagrante, 
lcaso len lel lcual lson lpuestos la ldisposición ldel lCongreso lo lde lla lComisión lPermanente ldentro 
lde llas lveinticuatro lhoras, la lfin lde lque lse lautorice lo lno lla lprivación lde lla llibertad ly lel 
lenjuiciamiento”. 
Esta lprerrogativa les lextendida la lotros laltos lfuncionarios lde lla lrepública. L 
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CAPITULO III: EL JUICIO Y ANTEJUICIO POLITICO EN LA 
CONSTITUCIÓN HISTORICA DEL PERÚ Y LA ACUSACION 
CONSTITUCIONAL   
3.1  La Constitución de 1821 
Luego lde lla ldeclaratoria lde lla lindependencia, len l1821, lfue lpromulgado lel 
lEstatuto lProvisional, lasí, lel lartículo l2 lde leste lcuerpo lnormativo, lestablecía lque l“Los lministros 
lbajo lsu lresponsabilidad lexpedirán llas lcomunicaciones loficiales la lnombre ldel lProtector”. lPor 
lotro llado, lel lartículo l7 ldel lReglamento lProvisional lde lTribunales ly lJuzgados, ldisponía lque lel 
lSupremo lGobierno: l“Conocerá lde llas lcausas lde lsuspensión, lremoción ly lcriminales lde llos 
lministros, lConsejeros lde lEstado le lindividuos lde lla lAlta lCámara, lconforme lcon lel lreglamento 
lparticular lde llas latribuciones ldel lConsejo”. L 
3.2  La Constitución de 1823 
Constitución lque ltuvo luna lvigencia lmuy lcorta, lpero ldebe ldecirse lque les lla 
lprimera lConstitución lque lestableció len lel lartículo l78, lla lresponsabilidad ldel lPresidente lde lla 
lRepública lpor llos lactos lejercidos ldurante lsu lmandato. lReconoció ltambién lel lvisado lpor lparte 
ldel lMinistro lde lEstado lrespectivo l(al ligual lque lla lConstitución lde l1821) lacto lque lotorgaba 
lvalidez la lcada lactuación ldel lPresidente lde lla lRepública, lincorporo ltambién lla lresponsabilidad 
lsolidaria lque ltendrían llos lMinistros lde lEstado lpor llas lresoluciones lque lhayan ladoptado 
lconjuntamente. lEsta lConstitución ltambién lestableció lque lsería lel lSenado lquien lse lharía lcargo 
ldel lprocedimiento lpara lsancionar la lestos laltos lfuncionarios, lesto lincluía ldecretar lla lprocedencia 
lde lla lacusación, lde lser lasí, lcorrespondería la lla lCorte lSuprema lejercer lla lresponsabilidad lque lel 
lSenado lotorgaba. L 
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3.3  La Constitución de 1826 
Esta lConstitución lretorna la lla lnoción lde lque lel lPresidente lno ltiene 
lresponsabilidad. L 
3.4  La Constitución de 1828. 
Esta lConstitución lestablecía lque lla lCámara lde lDiputados ltenía lla lfacultad lde 
lacusar lal lPresidente, lal lVicepresidente, la llos lMinistros lde lEstado, la llos lmiembros lde lla lCámara 
lde lDiputados ly lde lSenadores, ly la llos lMagistrados lde lla lCorte lSuprema lde lJusticia, lpor ldelitos 
lde lalta ltraición, latentados lcontra lla lseguridad lpública, lconcusión, linfracciones lde lla 
lConstitución ly lpor ltodo ldelito lcometido lcontra lel lejercicio lde lsus lfunciones. lPor llo lque, lera 
llabor ldel lSenado lconocer ly lresolver lla lexistencia lde lcondiciones lpara lformación lde lcausa, lbajo 
lla lnecesidad lde ldos ltercios lde llos lvotos lde llos lsenadores lexistentes. lEsta ldecisión ldel lSenado, 
ltenía lcomo lúnico lefecto lsuspender ldel lcargo lal lacusado, lquedando llisto lpara lser lllevado la 
ljuicio. L 
3.5  La Constitución de 1834 
Establecía lque lla lCámara lde lDiputados ltenía lla lfunción lde lacusar lante lel lSenado, 
lpodía lrealizar lesto lde loficio lo la lsolicitud lde lcualquier lciudadano, lal lPresidente lde lla lRepública, 
la llos lmiembros lde lla lCámara lde lDiputados lo lSenadores, la llos lMinistros lde lEstado, la llos 
lmiembros ldel lConsejo lde lEstado ly la llos lMagistrados lde lla lCorte lSuprema lde lJusticia, lpor llos 
ldelitos lde ltraición, latentados lcontra lla lseguridad lpública, lconcusión, linfracciones lde lla 
lConstitución, ly lpor ltodo ldelito lcometido len lejercicio lde lsus lfunciones. 
Correspondía lal lSenado lestablecer lsi lcorrespondía lo lno lla lacusación, lpara lello, 
lse lrequería ldos ltercios lde lvotos lde llos lmiembros lpresentes. lSi lse laprobaba lla lacusación, lel 
lacusado lera lsuspendido lde lsus lfunciones ly la lquedaba la ldisposición lde lla lCorte lSuprema lde 
lJusticia la lfin lde lser ljuzgado. l 
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La lLey lsobre lAcusación ly lJuzgamiento ldel lPresidente lde lla lRepública ly lalto 
lfuncionarios lestableció lel lderecho lde lacusar lvía lacción lpopular lante lla lCámara lde lDiputados lal 
lPresidente lde lla lRepública, lasí lcomo lal lPresidente ldel lConsejo lde lEstado ly la llos lministros lde 
lEstado. lLo lpeculiar lde lesta lnorma, les lque ltambién ldejaba lestablecido lque lse lsancionaba lcon 
lpena lde lmuerte lla lcomisión lde ltodo lacto lque latentara lla lindependencia lde lla lRepública, lla 
lrepresentación lnacional lpara ldisolverla lo lsi lse lintentaba lcambiar lla lforma lde lgobierno lque lla 
lConstitución lestablecía. L 
3.6  La Constitución de Huancayo – 1839 
Esta lConstitución lnace lcomo luna lrespuesta la lla linstauración lde lla lConfederación 
lPeruano l– lboliviana, ldebiendo lprecisar lque len lella lla lacusación lal lPresidente lde lla lRepública 
lsolo lestaba lprevista lsi leste lincurría len latentados lcon lla lindependencia ly lla lunidad lnacional. lSe 
lcontempló ltambién lel lderecho lde lque lla lCámara lde lDiputados lpueda lacusar lante lel lSenado la llos 
lmiembros lde lsu lpropia lcámara ly la llos lmiembros lde lla lCámara lde lSenadores, la llos lMinistros lde 
lEstado, la llos lmiembros ldel lConsejo lde lEstado ly la llos lMagistrados lde lla lCorte lSuprema lde 
lJusticia, lpor llos ldelitos lde ltraición la lla lpatria, latentados lcontra lla lseguridad lpública, lconcusión 
ly lpor ltodo ldelito lcometido len lejercicio lde lsus lfunciones. L 
3.7  La Constitución de 1856 
Esta lfue luna lConstitución lde lmuy lpoca lvigencia, llos lartículos l61 ly l62 lestablecían 
lel lprocedimiento lparlamentario lpara lejercitar lresponsabilidad lpenal ly lresponsabilidad 
lconstitucional len lcontra ldel lPresidente lde lla lRepública ly lde llos laltos lfuncionarios. lLa lCámara 
lde lDiputados lpodía lacusar lal lPresidente lde lla lRepública lante lel lSenado, lpor linfracciones lcontra 
lla lConstitución. lIgualmente, lle lestaba lfacultado lpara lacusar la llos lmiembros lde lsu lpropia 
lCámara ly lde lla lCámara lde lSenadores, lasí lcomo la llos lMinistros lde lEstado, ly la llos lMagistrados 
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lde lla lCorte lSuprema, lpor linfracciones la lla lConstitución lo lpor ldelito lcometido len lejercicio lde 
lsus lfunciones. L 
3.8  La Constitución de 1860 
El larticulo l64 ldisponía lque lla lCámara lde lDiputados lpodía lformular lacusación 
lante lel lSenado lcontra lel lPresidente lde lla lRepublica, llos lMinistros lde lEstado, llos lmiembros lde lla 
lCámara lde lDiputados ly lSenadores, lasí lcomo lcontra llos lmiembros lde lla lComisión lPermanente ly 
llos lMagistrados lde lla lCorte lSuprema lde lJusticia, lpor linfracciones la lla lConstitución ly lpor ltodo 
ldelito len lejercicio lde lsus lfunciones. 
El lPresidente lde lla lRepública lsolo lpodía lser lacusado lpor ldelitos lde ltraición la lla 
lpatria, lpor latentar lcontra lla lforma lde lgobierno, lpor ldisolver lel lcongreso, lpor limpedir llas 
lreuniones ldel lparlamento lo lpor lsuspender lsus lfunciones. L 
3.9  La Constitución de 1920 
Repetía ltodo llo lcontemplado len llas lcartas lde l1856 ly l1860. lEl lPresidente lde lla 
lRepublica lsolo lera lacusado lpor ltraición la lla lpatria, lpor latentar lcontra lla lforma lde lgobierno lo lsi 
ldisolvía lel lCongreso, lsi limpedía llas lreuniones ldel lparlamento lo lsi lsuspendía lsus lfunciones. l 
La lCámara lde lDiputados lpodía lacusar lal lPresidente lde lla lRepublica, la llos 
lMinistros lde lEstado, la llos lmiembros lde lla lCámara lde lDiputados ly lde lSenadores, la llos 
lmiembros lde lla lComisión lPermanente, ly la llos lMagistrados lde lla lCorte lSuprema lde lJusticia, lpor 
linfracciones la lla lConstitución ly lpor ltodo ldelito lque lse lhubiera lcometido len lejercicio lde lsus 
lfunciones. 
3.10  La Constitución de 1933 
La lCámara lde lDiputados lpodía lacusar lante lel lSenado lal lPresidente lde lla 
lRepublica, la llos lmiembros lde lsu lpropia lCámara, lasí lcomo la llos lmiembros ldel lSenado, la llos 
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lMinistros lde lEstado ly la llos lMagistrados lde lla lCorte lSuprema, lpor linfracción la lla lConstitución 
ly lpor ltodo ldelito lque lhubieren lcometido len lejercicio lde lsus lfunciones. l 
El lPresidente lúnicamente lpodía lser lacusado lmientras ldure lsu lmandato ly lpor 
ltraición la lla lpatria, lpor limpedir lla lrealización lde lelección lpresidencial lo lparlamentarias, lpor 
ldisolver lel lparlamento, lpor limpedir lo ldificultar lel lfuncionamiento lo lreunión ldel lCongreso lo ldel 
lJurado lNacional lde lElecciones. L 
3.11  La Constitución de 1979 
El lAntejuicio lestaba lreservado lmás lclaramente la ldelitos lde lfunción lo 
linfracciones la lla lConstitución. lEl lartículo l183 lde lesta lConstitución lestableció lque lla lCámara lde 
lDiputados ltenía lla lfunción lde lacusar lante lel lSenado lal lPresidente lde lla lRepublica, lasí lcomo la 
llos lmiembros lde lsu lmisma lCámara ly lla lde lSenadores, la llos lMinistros lde lEstado, la llos 
lMagistrados lde lla lCorte lSuprema ly la llos lMagistrados ldel lTribunal lde lGarantías 
lConstitucionales, lasí lcomo la llos laltos lfuncionarios lpúblicos lque lla lley llo ldispusiese. L 
3.12  La Acusación Constitucional 
3.12.1  El procedimiento a seguir 
3.12.1.1 La ldenuncia lconstitucional 
La ldenuncia lconstitucional lse lpresenta lcomo lel lpresupuesto lesencial lpara 
lestablecer luna lrelación ljurídico lprocesal lvalida len ltodo lprocedimiento lde lacusación 
lconstitucional, ldonde lla lSub lComisión lde lAcusaciones lse lencontrará len lcondiciones lde 
lemitir luna lresolución lque lponga lfin lal ljuicio liniciado. lQueda lclaro, lque, lpara lla lprimera 
letapa ldel lprocedimiento, les lnecesario ltener len lcuenta lalgunas lcuestiones lbásicas lsobre 
lella, la lsaber, lquienes lestán llegitimados lpara ldenunciar, lquienes lson lpasivos lde 
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ldenuncia, lcual les lla lforma lde lhacerlo, lla lmanera len lla lque lse levalúa, lya lsea lpor lla lforma 
lo lpor lel lfondo. 
3.12.1.2 Sujetos con facultad para denunciar 
En lprimer llugar, lse ldebe ltener len lcuenta lsi lla lpersona lque lha lrealizado lla 
ldenuncia lconstitucional lse lencuentra lhabilitada lpara lhacerlo, ltambién ldeberá ltenerse len 
lcuenta lbajo lqué lcondiciones llas lrealizo. l 
Los lsujetos llegitimados lpara lpresentar ldenuncia lconstitucional lno ldeben lser 
llimitada, lpuesto lque ltodos llos lciudadanos lestamos lcomprometidos le linvolucrados len lla 
ldefensa lde lla lConstitución. lResulta lnecesario lpreguntarnos l¿puede lcualquier lpersona 
lpresentar luna ldenuncia lconstitucional? lLa lrespuesta les lafirmativa, lno lpodemos 
lestablecer lrestricciones lpara lque lun lciudadano lejercite lacciones len ldefensa lde lla 
lConstitución. lEn lrealidad, ltodos llos lciudadanos ldebemos lrespetar, lcumplir, lhacer 
lcumplir ly ldefender lla lConstitución. 
3.12.1.3 Exigencia para denunciar presuntas infracciones a la Constitución  
La lnorma lha ldejado lclaramente lestablecida lque lexisten lciertas lpersonas lque lpor 
lla lrazón lde lla lactividad lque ldesarrollan lse lencuentran lobligados la lpresentar ldenuncias 
lpor linfracciones la lla lconstitución, lsobre ltodo lporque lcuentan lcon llegitimidad lpara 
lejercer lcontroles linfra le linter lórganos l(clasificación lhecha lpor lKarl lLoewenstein), 
lencontrándose ldentro lde lellas lel lPresidente lde lla lRepública, llos lCongresistas, lJueces 
lSupremos ly llos lFiscales lSupremos. L 
Asimismo, lel linicio lde lun lprocedimiento lde lacusación lconstitucional lse lpresenta 
lde ldos lformas, la lsaber, luna la ltravés lde llos lpropios lparlamentarios, len ltanto lrepresentan 
lla lvoluntad lpopular len lel lCongreso lde lla lRepública, lotra les la ltravés lde lla lrespectiva 
ldenuncia lque lse lformula la ltravés lde llas lComisiones lInvestigadoras lque lse linstauran len 
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lel lParlamento, lson lestas lcomisiones llas lque lejerciendo lsus lfunciones lde lcontrol lpolítico 
lllegan la lencontrar lla lexistencia lde luna lpresunta lresponsabilidad lpor lparte lde lalgún lalto 
lfuncionario lpúblico. lPodemos lver, lque leste lmedio lpresenta luna ldoble lcaracterística, lpor 
lun llado, les lun linstrumento lparlamentario lde lestricto lcontrol lsobre ltodos llos lpoderes 
lpúblicos ly lorganismos ldel lestado, ly ltambién les lun lmedio lpara lexigir ly lhacer 
lresponsables lpolíticos la llos laltos lfuncionarios lpúblicos. L 
Debe lquedar lclaramente lestablecido lque llas lComisiones lInvestigadora lno lsolo 
lsirven lpara lcontrolar la llos laltos lfuncionarios lpúblicos, lsino lque lsu lactividad lse 
ldespliega lsobre ltoda lpersona lque lostente lun lcargo len lel lestado, lestas lcomisiones lestán 
lencargadas lde lexaminar ltoda lla lactividad lde llos lpoderes lpúblicos, lpara lello, lcuentan lcon 
ldiferentes lapremios lque lfacilitan lsu ltrabajo. 
La limportancia lde llas lcomisiones linvestigadoras les lque llas lconclusiones la llas 
lque larribe ltambién lpueden lservir lpara lpresentar luna ldenuncia lconstitucional. 
 l 
3.12.1.4 La ldenuncia lconstitucional lcontra lparlamentarios 
Los lparlamentarios lestán lprotegidos lpor lla linviolabilidad lde lsus lopiniones ly 
lvotaciones, lesto les, lno lresponden lpor lellas, lesto lconfigura lla lmaterialización ldel 
lderecho la lque lellos lno lestán lsujetos la lmandato limperativo, lesta lprerrogativa les 
lfundamental lpara lque llos lparlamentarios lpuedan lactuar lcon lindependencia len lsus 
lfunciones. 
La lautonomía lde lla lque lesta lrevestida lel lparlamento ltambién lse lmaterializa 
lcuando leste lmismo lpoder ldel lestado lautoriza la lque luno lde lsus lmiembros lpueda lser 
ljuzgado. lEsta lfigura lestá lsustentada len lla linmunidad lparlamentaria, linstitución lque 
lcomo lya lla lvimos, lprotege la lla linstitución ly lno la lla lcondición lespecial lde lpersona, lel 
llevantamiento lde lesta linmunidad lresponde la luna lforma lde lautonomía ldel lparlamento, 
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lpero lesta lno lllega la lser len lpuridad luna lactividad lsancionadora, lpues lsolo lpermite 
lautorización lpara lprocesar. l 
Debido la lla lfunción lque lcumplen, ly lpor lla limportancia lde llas ldecisiones lque 
ltoman lcon lsus lactos, lestos lpueden lser lpasibles lde lresponsabilidad lconstitucional ly lser 
lsancionados len lcaso lse llogre ldemostrar lque lhan linfringido lla lconstitución. l 
Si lresulta lsumamente lcomplicado ldeterminar lesta lresponsabilidad, lno lexiste 
lduda lde lque lel lparlamentario lpodrá lconvertirse len lacusado lsi lla lactividad lque lha 
ldesarrollado lpermitió ldeterminar lde lmanera lfehaciente luna lafectación lal lorden 
lconstitucional, lesta lafectación lno lestá lreferida la lsus lopiniones lo la lla lforma len lque lhaya 
lvotado len lfavor lde ldeterminado lacto, lsino lque lva lmás lallá lde ltodo leso, lsu lactuación 
ltiene lque lhaber ldeterminado lde lforma lcontundente lla lafectación lal lestado lde lderecho lo 
lhaber lcontravenido lla lconstitución. l l 
3.12.1.5 La denuncia constitucional contra miembros del ejecutivo  
En lesta lcategoría, lresultan lmuchas llas lpersonas lque lpueden lestar lincluidas, 
lprincipalmente, lpodemos lhablar ldel lJefe lde lEstado ly lsus lMinistros. 
3.12.1.6 La denuncia constitucional contra miembros del Poder Judicial 
Únicamente lse lpuede lcontrolar la llas lmáximas lautoridades lde leste lpoder ldel 
lEstado, lesto les, la llos lMagistrados lSupremos. 
Para lpoder liniciar linvestigación ly ldeterminar lresponsabilidad lconstitucional lde 
lun lalto lmagistrado lde lla lrepública, lno lpuede lser lentendida len lel lsentido lde lque luna 
lresolución lsea lcuestionada lo lque laparentemente lsea lcontraria lal lestado lde lderecho, lsino 
lque lesto ldebe lir lmás lallá, la lsaber, lla lactuación ldel lalto lmagistrado ldebe ldenotar lla 
lintención ldeliberada lde lquerer lsubvertir lel lorden ldemocrático lo lde lhaber linfringido lla 
lconstitución. 
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3.12.1.7 La denuncia constitucional contra miembros de los organismos 
constitucionalmente autónomos 
Muchas lconstituciones lhan lestablecido lla lexistencia lde ldiversos lorganismos 
lconstitucionalmente lautónomos ly lque lcomo les lobvio, ltienen luna lcuota lde lpoder, len leste 
lgrupo lpodemos lmencionar lal lFiscal lde lla lNación, la llos lintegrantes ldel lpleno ldel lJNE, la 
llos lMagistrados lCNM l(hoy ldesaparecido), la llos lintegrantes ldel lTC lmiembros ly lal 
lDefensor ldel lPueblo. l 
3.12.1.8 La precisión en la determinación de la pretensión de la denuncia 
constitucional  
La ldeterminación lteleología lde luna ldenuncia lconstitucional lestá lreferida la lla 
lprotección ldel lámbito ldemocrático lde llas linstituciones lpúblicas la ltravés ldel 
ljuzgamiento len lsede lpolítica lante llas lactuaciones lque lrepresenten lun labuso lpor lparte lde 
llos ldetentadores ldel lpoder. lSe lpretende lcon lesto, lmantener lla lindemnidad ldel lpoder 
lestatal ly lde llas linstituciones ldemocráticas, lpara lconseguir leste lfin, ldebemos lcentrarnos 
len lque les llo lque ldebe lcontener luna ldenuncia lpara lque lesta lsea lválida, la lsaber, lla 
ldenuncia lconstitucional ldebe lcontener lalgunos lrequisitos lesenciales, lque lsin lnecesidad 
lde lser labsolutamente lformalistas, ldeben lcumplirse lbajo lsanción lde ldeclararse lsu 
linadmisibilidad lo limprocedencia, lesta ldenuncia lse lrealiza lpor lescrito, ldebiendo lcontar 
lcon lla lclara lidentificación ly lfirma lde lquien llo lpresenta, lexplicando ltambién lcon lclaridad 
lcontra lque lalto lfuncionario lpúblico lse ldirige lla ldenuncia, lprecisar lcuál les lla linfracción 
lpor lla lque lse lle ldebe liniciar lprocedimiento lde linvestigación len lsede lparlamentaria, 
lcuales lson llos lmotivos lfacticos, ljurídico, lasimismo, ldeberán lagregarse llos lmedios 
lprobatorios lnecesarios ly lsolicitarse llas lactividades lprobatorias lque lse lprecisen 
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limprescindibles. lDebe lsaberse lque, lsi luna lcondición lnecesaria lpara lla lpresentación lde lla 
ldenuncia lno lha lsido lcorrectamente lseñalada, lse lhaya lomitido, lla lSub lComisión lde 
lAcusaciones lConstitucionales lno lpodrá lresolver lesta lpretensión, lpuesto lque lno lse 
lcumplió lcon llos lrequisitos lde ladmisibilidad. lAsimismo, ldebemos ltener len lclaro lque 
lpara lque lla lpretensión lde lla ldenuncia lpueda lconfigurarse lcorrectamente, lva lresultar 
lindispensable lque lquien lse lacusa lpueda ltener lgarantizado lel lderecho lde ldefensa lsobre 
laquello lque lse lle limputa. l lLa lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales len 
lprimera linstancia lrealizara luna levaluación lformal lde lla lpresentación lde lla ldenuncia, 
lademás lde lcorrer ltraslado lal ldenunciado lpara lque lesté lpresente lsu ldescargo, lmomento 
len lel lcual lpodrá ldeducir ltodas llas lexcepciones lque lel lmarco ljurídico llo lhabilita, 
lbásicamente lestá lreferida la luna lprotección lde lforma. 
3.12.1.9 La admisión de la denuncia constitucional  
La lPresidencia lde lla lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales ldeviene len 
lel lórgano lque ltiene lpor lfunción lanalizar lprima lfacie lla ldenuncia. lLa lobservancia lque 
lrealice lsobre lella lse lsustentara len lcriterios lmeramente ladjetivos. lLuego ldel lestudio lde 
llas lcuestiones lde lforma lque lefectué, ldebe lfinalmente lpronunciar lun ldictamen lque lpodrá 
lir len lun ldoble lsentido, lsi lla ldenuncia lcumple lcon llos lrequisitos lexigidos, lse lda lpaso lal 
lestudio lde lla lprocedencia lde lla ldenuncia, lsi lno llos lcumple, lse ldeclara lla linadmisibilidad 
lde lla lmisma. lLa levaluación lrespecto la lla ladmisibilidad lde llas ldenuncias lpresentadas lse 
lrealiza len lun lplazo lque lno lpuede lexceder llos l10 ldiez lhábiles. L 
Las ldenuncias lque lal lser lcalificadas lsean lconsideradas limprocedentes, ldeberán 
lremitirse lal larchivo ly llas lque lse lconsideran lcon linadmisibilidad lserán lnotificadas la 
lquien lhaya lpresentado lla ldenuncia, ly lque leste lúltimo len lun lplazo lque lno lexceda llos ltres 
ldías lhábiles lsubsane lla lomisión lobservada. 
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Una lvez lvencido lel lplazo ly lsi lquien lhaya ldenunciado lno lcumple lcon lsubsanar llas 
lomisiones ladvertidas, lesta lserá lenviada lal larchivo. l 
 
3.12.1.10 Evaluación de la existencia de fundamento constitucional en la denuncia 
constitucional  
Adicionalmente lal lestudio lformal lde lla lcuestión, lla ldenuncia ldebe lser lsometida la 
lun lanálisis lde lfondo, lpara levitar lque lexista lcualquier ltipo lde lmóvil lpolítico lque loriente 
lo lencauce lla lintervención lparlamentaria lposterior. lSi lse lsuperan ltodos llos lfiltros 
lexistentes, lla lPresidencia lde lla lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales ldará lpor 
liniciado lel lproceso, lel lcual lsolo lpuede lconcluir la ltravés lde luna lresolución lfinal, les ldecir, 
ldesistimiento lo lretiro lde lla ldenuncia. l 
3.12.1.11 Dictamen de procedencia de la denuncia constitucional  
La lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales lestá lobligada la lpresentar la lla 
lPresidencia lde lla lComisión lPermanente lun linforme lde lcalificación ly lesta lúltima ldebe 
ldisponer lcual lserá lel lplazo lde linvestigación, lluego lde lello, lla lSub lComisión lemitirá lun 
linforme. lEl lplazo ldebe lser lde l15 ldías, lsin lembargo, lpuede lampliarse lel lplazo len lrazón lde 
lque lel lhecho lque lse linvestiga lhaya lsido lacumulado lcon lotra ldenuncia lconstitucional. L 
3.12.1.12 El inicio de la investigación 
Luego lde luna levaluación lde lforma ly lde lfondo lrespecto lde lla ldenuncia, lel 
lCongreso lde lla lRepública lde lla ldenuncia, lasume ltoda lla lresponsabilidad lpara liniciar lla 
linvestigación. l 
3.12.1.13 La investigación en sede parlamentaria  
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La lPresidencia lde lla lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales lconvocará 
la lsesión lde lsu lcomisión, lse ldesignará lal lparlamentario linstructor, lquien lllevará la lcabo, 
ljuntamente lcon lun lgrupo ldesignado lpor lla lpropia lSub lComisión lel lproceso lde 
linvestigación, lal ltérmino lde lrealizar ltodos llos lactos lde linvestigación, leste lsub lgrupo 
lpresentará lun linforme lante ltoda lla lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales, lel 
lcual ldeberá lser lvotado, lpara lluego lser lllevado la lla lComisión lPermanente. L 
3.12.1.14 La actuación del pleno congresal 
Esta les lla lprimera lintervención len lla lque lel lPleno ltendrá lconocimiento lde leste 
lprocedimiento lde linvestigación lllevado la lcabo lpor lla lSub lComision lde lAcusaciones 
lConstitucionales, lpor lello, lrecién len leste lmomento lel lpresidente lde lla lSub lComisión 
lsolicita lal lpresidente ldel lParlamento lque lse lprograme lfecha ly lhora lpara luna lsesión 
lextraordinaria. lEn leste lacto, lel linforme lque lpresenta lserá ldebatido ly lvotado lpor llos 
lmiembros ldel lpleno ldel lcongreso. l 
Durante lesta lsesión, lse layudará lal ldebate lparlamentario, lfijándose llos ltiempos lde 
lintervención lpor lcada lgrupo lparlamentario, lpero ltambién lel lacusado lpodrá lhacer luso lde 
lla lpalabra, lincluido lsu labogado ldefensor. l 
3.12.1.15 La votación sobre las imputaciones 
La lforma lcorrecta lde lrealizar lla lvotación lseria lpor lcada luna lde llas limputaciones 
lrealizadas ly lpor lcada luno lde llos ldenunciados, len lcaso lde lhaber lmás lde lno, ldeclarándose 
lsu lresponsabilidad lo lno. lPero lesto lqueda la lcriterio ldel lPleno ldel lCongreso, lsi lse lvotara 
len lbloque lo lseparado. l 
3.12.1.16 Informe lacusatorio 
En lcaso lde lque lse lvote la lfavor lde lacusar lconstitucionalmente, lel lpresidente ldel 
lCongreso, lal ldía lsiguiente lde lla lvotación lacusara lformalmente lal lalto lfuncionario 
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lpúblico lante lquien lcorresponda, lfijándose llos lcargos lque lhan lsido laprobados lpor lel 
lparlamento. 
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CAPITULO IV: EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y SU 
CONTENIDO 
4.1 El Estado y el debido proceso 
Superados llos ltiempos lhistóricos len lque lel lhombre lestaba lfacultado lpara ldirimir 
lsus lconflictos lpor lsu lpropia lmano, lse linstitucionaliza lel lproceso lcomo linstrumento lque lbusca 
lconseguir lla lefectividad lde lsus lderechos lpor lla ldecisión lde lla lautoridad ldel lestado. 
Este lmecanismo lal lque laludimos ltiene luna leminente lnaturaleza lprivada ly la lla lvez 
ltienen lun lmarcado linterés lpúblico len lel lque lfinalmente lcoinciden lel lámbito lprivado ly lpúblico 
ldel lproceso, lasí llas lcosas, lel linterés lindividual lse lrevela lbajo lnecesidad lque lse ltiene lde lproteger 
llos lderechos lparticulares, ly lpor lotro llado lel linterés lpúblico lbuscando lel lafianzamiento ldel lpoder 
ldel lestado lpara lla lpreservación lde lla lpaz ljurídica ly lsocial. 
Debemos lreconocer, lque lel lestado ltiene lun linterés lsuperior la llos lintereses lde llas 
lpartes lque lbuscan lresolver lsus lcontroversias ldentro lde lun lproceso. lPor lello, lsabemos lque llas 
ldecisiones lque lel ljuzgador limpone lrepresentan lla lmaterialización ldel lpoder lde ladministrar 
ljusticia l(poder lque les ldelegado lpor lel lpueblo), lpero, lcuando lel lproceso lno lcumple lla lfinalidad 
lde lresolución lpacífica ly llegal lde llos lconflictos, lgenera lun lclima lde ldesconfianza lde llos 
lparticulares ly lel lconsiguiente ldebilitamiento ldel lEstado, llo lcual llo lpuede lconducir la lsu lpropia 
ldesaparición lgenerando lun lclima lde lzozobra le linestabilidad ljurídica. lSiendo lasí, lresulta lun 
limperativo lfundamental ldel lestado lgarantizar lel ldesarrollo ldel lproceso ldentro lde lparámetros 
lconstitucionales ly llegales, la lfin lde ltutelar lsu lpropia lpermanencia ly lseguridad ljurídica. l 
Estas lherramientas lconstitucionales lpermiten lasegurarle lal lEstado lque llos 
lprocesos lsometidos lante lsu ljurisdicción, lse ldesarrollarán lsometidos la llos lprincipios lde lsu 
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lorganización lpolítica ly ljurídica, lguardando lcoherencia lcon lla ldefensa lde llos lintereses 
lcolectivos. 
4.2 El derecho al debido proceso o proceso debido 
Este lconcepto lguarda len lsus lorígenes lrelación lcon llas lreglas lprimordiales lque 
ldeben lestar lsupeditadas lel lderecho lde ldefensa, lasí llas lcosas, lqueda lclaro lque lson llos ljueces llos 
lllamados la lafianzar llas lgarantías ldel lproceso, ly la lla lvez laplicar lel lprincipio lde lrazonabilidad len 
lsus ldecisiones. l 
Veamos, l(Osvaldo lGozaini, l2017): l 
“El lcapítulo l39 lde lla lCarta lMagna linglesa lde l1215, ldonde lse ldesarrolla leste lderecho lde llos lbarones 
lnormados lfrente lal lRey lJuan lSin lTierra la lno lsufrir larresto lo lprisión larbitrarias ly la lno lser lmolestados 
lni ldespojados lde lsu lpropiedad lsin lel ljuicio llegal lde lsus lpares ly lmediante lel ldebido lproceso llegal, 
ldecía: l“ningún lhombre llibre ldeberá lser larrestado, lo ldetenido len lprisión lo ldesprovisto lde lsu 
lpropiedad lo lde lninguna lforma lmolestado; ly lno liremos len lsu lbusca, lni lenviaremos lpor lél, lsalvo lpor lel 
ljuzgamiento llegal lde lsus lpares ly lpor lla lley lde lla lnación”. 
Queda lclaro, lque lel lfundamento lde lhaber ldesarrollado lestas lgarantías lno lfue lotro 
lque lel lde levitar lel lcastigo lsin lrazón, lasí lcomo lque lla llibertad lpersonal lse lvea lviolentada ly lcon 
lello, lgarantizar llos lderechos lde lpropiedad. lDe lla lmisma lmanera lque lmarcaba lun lderrotero la 
lseguir lpor llos ljueces, lpara lque lestos len lejercicio lde lsus lfunciones lpuedan lconducir lun ljuicio 
ljusto.  
Con lel lnacimiento lde llo lque lhoy lconocemos lcomo ldebido lproceso 
lconstitucional, lse lestablece lel lreconocimiento lde lque ltodo lciudadano lpueda ltener lun lproceso 
ldebido ly lque leste lprocedimiento lse lencuentre lgarantizado len luna lley, llimitando lcon lello lla lmuy 
lexcesiva ldiscrecionalidad ljudicial. 
Cuando lse lhizo lextensiva lla lconceptualización lde ldebido lproceso len llo lque 
lconocemos lhoy len ldía lcomo ldebido lproceso lsustancial, lno lse lestaba lrefiriendo la lninguna 
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lmateria lprocesal, lsino lque lmás lbien, lconstituía luna lherramienta lingeniosa lideada lpor lla lCorte 
lSuprema lde llos lEstados lUnidos lpara lasegurar lsu ljurisdicción lsobre llos lEstados lFederados, lesto 
lequivale lde lforma lsimple lal lprincipio lde lrazonabilidad lde llas lleyes, la lotras lnormas lpúblicas ly l 
lprivadas, lcomo lrequisito lde lsu lpropia lvalidez lconstitucional. l 
El lprincipio lde lrazonabilidad lestablecía llimitantes lal lejercicio lde lla lcapacidad 
ljudicial ly lconstituyó luna lfirme lllamada lde latención lal lEstado lpara lque lsus ldecisiones lse 
lajustarse la llos lpreceptos lque lla lConstitución lestablece, lasí lcomo lal lcumplimiento lde lpeticiones 
lfundamentales lde lequidad, lproporcionalidad ly lrazonabilidad. l 
La ltradición lconstitucional ldejó lresuelto lque llas lleyes ly ltodos llos lactos lque 
lemanan ldel lpoder lpúblico, lpara lser lválidos, lnecesariamente lrequieren lhaber lsido ldispuestos lpor 
lórganos lcompetentes ly lguardar lel ldebido lprocedimiento l(idea linspirada len lKelsen), lsino lque lse 
lsuma la lello, lla lnecesidad lde lque lestos lactos lo lnormas, lpuedan lpasar lel lfiltro lde lcompatibilidad 
lcon llas lnormas, lprincipios, lvalores lque lfundan lla lConstitución. lDicho lesto, lnos lqueda lclaro lque 
lcualquier lnorma lo lacto lderivado ldel lpoder lpúblico lo lde luna linstancia lprivada, lsolo lserá lválido, 
lcuando lademás lde lser lcompatible lcon lla lConstitución, ldebe lser ltambién lafín lal lespíritu 
lconstitucional lo lla lideología lconstitucional. L 
4.3 La Organización de los Estados Americanos y el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos 
En lAmérica lcoexisten ldos lmarcos lque lprotegen llos lderechos lhumanos, la lsaber, 
lel lque lconsagra lla lCarta lde lla lOrganización lde llos lEstados lAmericanos ly lel lde lla lConvención 
lAmericana lde llos lDerechos lHumanos. lPodemos lconsiderar lque lla lConvención lrepresenta lel 
lcorazón lde leste lsistema lde lresguardo lde llos lderechos lhumanos len llas lAméricas, lpues la lpartir lde 
lla lexistencia lde lesta lConvención les lcuando lse linicia lel lreconocimiento lde llos lderechos 
lhumanos, lconsiderando lel lderecho lal ldebido lproceso. lEste lSistema lInteramericano lcuenta lcon 
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ldos linstrumentos lvitales lpara lel lresguardo lde llos lderechos lhumanos, lestos lson: lla lDeclaración 
lAmericana lde llos lDerechos ly lDeberes ldel lHombre ly lla lConvención lAmericana lde lDerechos 
lHumanos, lesta lúltima, les lel linstrumento lfundamental lpara lla lexistencia ldel lSistema 
lInteramericano lde lProtección lde llos lDerechos lHumanos. lEn lambos linstrumentos lse lrecoge lel 
lderecho lal ldebido lproceso lo lproceso ldebido. L 
4.4  La Organización de los Estados Americanos y el debido proceso.  
Fue lcreada len l1948 lpor lla lCarta lde lla lOEA. lTiene lcomo lobjetivos lentre lotros, 
lfortalecer lla lpaz ly lla lseguridad len lel lcontinente lamericano, lfomentar ly lconsolidar lla ldemocracia 
lrepresentativa lrespetando lel lprincipio lde lno lintervención ly lerradicar lla lpobreza lcrítica, 
lobstáculo lpara lel ldesarrollo len ldemocracia. lPor lotro llado, lse lfundó lbajo llos lprincipios ldel 
lderecho linternacional lcomo lnorma lde lconducta lde llos lEstados len lsus lrelaciones lreciprocas, lla 
leliminación lde lla lpobreza lcrítica lcomo lparte lesencial lde lla lpromoción ly lla lconsolidación lde lla 
ldemocracia lrepresentativa ly lla ldefensa lde llos lderechos lfundamentales lde ltodo lser lhumano. l 
4.5 La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
4.5.1 La Declaración y la Carta 
Es len lla lconferencia lde lChapultepec, len lla lque lel lComité lJurídico 
lInteramericano ltuvo lcomo ltarea lelaborar lel lanteproyecto lde lla lDeclaración lde lDerechos 
ly lDeberes lInternacionales ldel lHombre. l 
Así, len lla lNovena lConferencia lInternacional lde lBogotá, ldel laño l1948 lse ltuvo la 
lbien laprobar lla lDeclaración lAmericana lde llos lDerechos ly lDeberes ldel lHombre ly lcon 
lello lse lfirmó lla lCarta lde lla lOrganización lde llos lEstados lAmericanos. lEsta lconferencia 
lmarca lun lhito len lla lprotección lde llos lderechos lhumanos, lpuesto lque len lella lse laprobaron 
llos ldos linstrumentos lde lmayor lrelevancia lpara lla lefectiva lprotección lde llos lderechos 
lhumanos. l 
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La lDeclaración lAmericana lreconoce len lsu lcláusula lintroductoria lla lprotección 
lobligatoria le linternacional la llos lderechos ldel lhombre lcomo lel lcamino lpor lel lcual ldebe 
ltransitar lel lDerecho lAmericano len levolución. lEsta laseveración lponía lde lmanifiesto lla 
lvoluntad lde laceptar luna lextensión luniversal lal lconcepto lde lderechos lhumanos, lasí lcomo 
lla lnecesaria lobligación lde ladoptar lmedidas lpara linstaurar lde lforma lprogresiva lsu 
lprotección len lel lderecho lamericano. lLa lDeclaración lAmericana lse lconvirtió len lel 
lprimer lmecanismo lde lesta lnaturaleza, lpues lfue ladoptada lantes lde lla lDeclaración 
lUniversal lde llos lDerechos lHumanos. lReconoce ly llo lderechos lal ldebido lproceso ly lel 
lderecho la lun lproceso lregular. lEl larticulo lXVIII lseñala (DUDHH, 1948): l 
“Toda lpersona lpuede lrecurrir la llos ltribunales lpara lhacer lvaler lsus lderechos. lAsimismo, ldebe 
ldisponer lde lun lprocedimiento lsencillo ly lbreve lpor lel lcual lla ljusticia llo lampare lcontra lactos lde 
lla lautoridad lque lviolen, len lperjuicio lsuyo, lalgunos lderechos lfundamentales lconsagrados 
lconstitucionalmente”. 
Estamos lpues, lante lel lreconocimiento lde lque lse lpueda lhacer lvalor llos lderechos 
lde ltoda lpersona lsin ldistinción lalguna. lTambién lse lcontempla lel lderecho lde lacción ly lel 
lderecho la lun lprocedimiento lsencillo ly lbreve. lEl larticulo lXXVI lreconoce lel lderecho la lla 
lpresunción lde linocencia ly lel lderecho la lun lproceso lregular, ldice: l 
“Se lpresume lque ltodo lacusado les linocente lhasta lque lse lpruebe lque les lculpable. lToda lpersona 
lacusada lde ldelito ltiene lderecho la lser loída len lforma limparcial ly lpublica, la lser ljuzgada lpor 
ltribunales lanteriormente lestablecidos lde lacuerdo lcon lleyes lpreexistentes ly la lque lno lse lle 
limponga lpenas lcrueles, linfamantes le linusitadas. L 
 
La ldeclaración les lsin llugar la ldudas lel lprimer linstrumento lde lcarácter 
linternacional len lel lámbito lamericano lque lreconoce ly lconsolida lel lderecho lal ldebido 
lproceso. lSin lduda, lsu lreconocimiento lconstituyo lun lenorme lavance lfrente la lla 
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lprotección lde llos lderechos lhumanos ly len lel ldesarrollo ldel lderecho lal ldebido lproceso. lLa 
lDeclaración lAmericana ldesarrolla lel lprincipio lde lprotección lque lestablece lla lCarta. l 
La lconstrucción ldel lproceso ldebido lse lremonta la lque lcuando leste lderecho lse 
lincorporó len lla ldeclaración lamericana, leste lera ldeficiente, lpues lalgunos laspectos 
lbásicos lno laparecen lreflejados, la lsaber, lno lse lhacía lreferencia lal lderecho la lun ljuez 
lcompetente lque lgarantizara limparcialidad, lademás lde llimitar llas lgarantías la llos 
lprocesos lpenales. lTambién, lla lDeclaración lno ldispone lde lun lórgano lque lse lencargue lde 
lsupervisar lsu lcumplimiento. lLa lCarta ly lla lDeclaración lresultan lser lun lprimer lobstáculo 
len lla lprotección lde llos lderechos lhumanos len lAmérica lLatina. l 
En lcuanto la lla lnaturaleza ljurídica lde lla ldeclaración, lsi lbien leste linstrumento ltuvo 
luna lnaturaleza lrecomendatoria ly lno lconvencional lpor lno lser lun ltratado, les lnecesario 
lreconocer lque, lal ligual lque lha lsucedido lcon lla lDeclaración lUniversal lde llos lDerechos 
lHumanos, lsu lcontenido lrefleja lderechos lhumanos lde lalcance lgeneral lque lcrean 
lobligaciones lpara llos lEstados lde lrespetarlos ly lhacerlos lgarantizar. lPor lello, lhoy lla 
lDeclaración lno ltiene lsolo lefectos lpolíticos lcomo lla lprimera lpiedra len lla lconstrucción 
ldel lsistema lde lprotección linteramericano lde llos lderechos lhumanos. l 
Debemos lprecisar lque lla lCorte ldio lrespuesta la luna lopinión lconsultiva la lsolicitud 
ldel lestado lcolombiano, lsobre lla linterpretación lde lla lDeclaración lAmericana lde llos 
lDerechos ly lDeberes ldel lHombre, len lel lmarco ldel lartículo l64 lde lla lConvención 
lAmericana lsobre lDerechos lHumanos. lEn lella, lla lCorte lseñalo (Corte IDH, 1998): l 
“que lpara llos lEstados lde lDeclaración lAmericana lconstituye, len llo lpertinente ly len lrelación lcon 
lla lCarta lde lla lorganización, luna lfuente lde lobligaciones linternacionales. lSi lbien lpara llos 
lEstados lparte lla lfuente lconcreta lde lsu lobligación lrespecto la llos lderechos lhumanos len 
lprincipio les lla lConvención, lse ldebe ltener len lcuenta lque la lla lluz ldel lartículo l29.d, lninguna 
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ldisposición lde lla lConvención lpuede lser linterpretada lexcluyendo lel lefecto lque lpueda lproducir 
lla lDeclaración lAmericana ly lotros lactos linternacionales lde lla lmisma lnaturaleza”. l 
Concluye lla lCorte lseñalando lque: l 
“la lcircunstancia lde lque lla lDeclaración lno lsea lun ltratado lno llleva, lentonces, la lla lconclusión 
lde lque lcarezca lde lefecto ljurídico lni la lla lde lque lla lCorte leste limposibilitada lpara linterpretarla 
len lel lmarco lde llo lprecedentemente lexpuesto”. 
De leste lmodo, lla lCorte lse lha lmanifestado lrespecto lal lvalor lde lla lDeclaración 
lAmericana lde lDerechos ldel lHombre ldejando lclaro lque lse ltrata lpara llos lEstado lparte, lde 
luna lfuente lde lobligación linternacional. L 
4.6 La Convención Americana de los Derechos Humanos  
La lNovena lConferencia, lrealizada len lel laño l1948, len lla lque lse laprobó lla lCarta lde 
lla lOrganización lde llos lEstados lAmericanos ly lla lDeclaración lAmericana. lAquí lse lacordó lque lel 
lComité lJurídico lInteramericano lelaborase lun lproyecto lde lestatuto lde lcreación lde luna lcorte 
linteramericana lde lprotección lde llos lderechos lhumanos. lEl lComité lexpreso lque l“la lfalta lde 
lderecho lpositivo lsobre lla lmateria lconstituye lun lgran lobstáculo len lla lelaboración ldel lestatuto, 
ly lque lsería laconsejable lelaborar lpreviamente, lun lproyecto lde lconvención lde lderechos 
lhumanos”. l 
La lDécima lConferencia lInteramericana lrealizada len l1954 lsugirió la llos lEstado 
lmiembros lque ladoptaran lmedidas lpara ladecuar lsu llegislación linterna la llo lque lla lDeclaración 
lAmericana ly lla lDeclaración lUniversal ldisponga. l 
En|1959, lse lllevó la lcabo lla lQuinta lReunión lde lConsulta lde llos lMinistros lde 
lRelaciones lExteriores ly lse lrecomendó lque lel lConsejo lde lJurisconsultos lredactara lun lproyecto 
lde lconvención lreferida la lderechos lhumanos ly lque lse lprepare lla lcreación lde luna lCorte lde 
lDerechos lHumanos. lEl lComité lelaboro lun lproyecto lde lla lConvención len lel lque, lentre lotro, 
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lfiguraba lel lderecho la lun lproceso lregular, lconocido lcomo ldebido lproceso. lEste lproyecto 
lreconocía lla lvigencia lde lmás lderechos la llos lque lya lhabían lsido lconsagrados len lla lDeclaración 
lAmericana. 
En lla lSegunda lConferencia lExtraordinaria len lRio lde lJaneiro lrealizada len l1965 lse 
lexaminó lel lproyecto ljunto lcon lotros ldos lproyectos lde lconvención lpresentados lpor llos 
lGobiernos lde lChile ly lUruguay. lSe lenviaron llos ltres lproyectos lde lconvención lal lConsejo lde lla 
lOrganización lde llos lEstados lAmericanos lpara lque lformulase llas lenmiendas lque lconsiderase 
lconveniente. lLuego lsería lderivado la lrevisión lde llos lGobiernos lpara lque lplanteen lsus 
lobservaciones ly lenmiendas. lFinalmente, ltras ldiversos lestudios, lrevisiones ly lcomparaciones, lel 
lConsejo lde lla lOrganización lde llos lEstados lAmericanos lseñalo lel lperiodo ldel l7 lal l22 lde 
lnoviembre lde l1969 lpara lla lcelebración lde lla lConferencia lEspecializada lInteramericana lsobre 
lDerechos lHumanos len lla lciudad lde lSan lJose, len lCosta lRica. lLa lcual lconto lcon lla lasistencia lde 
ldiversas ldelegaciones, ldel lrepresentante lde lla lOEA ly lla lComisión lInteramericana, len lsu 
lcondición lde lasesor ltécnico. lLa lconferencia lestuvo lpresidida lpor lun lpresidente ly lse 
lestablecieron ldos lcomisiones lde ltrabajo lpara lanalizar lel lproyecto lde lconvención. lla lprimera lse 
lencargó lde lestudiar lla lparte lsustantiva lque lcomprende llos lcapítulos lI lal lIV, ly lla lsegunda, lde lla 
lparte ladjetiva lo lde lprocedimiento, ldel lcapítulo lV lal lXII. 
Le lcorrespondió la lla lprimera lcomisión lel lestudio ldel lderecho lal lproceso ldebido lo 
ldebido lproceso, lrecogido len lel lartículo l7 ldel lreferido lproyecto lde lconvención, lel lcual lfue 
ldividido len lcuatro lpartes, llas lmismas lque lfueron lobjeto lde lenmiendas ly lobservaciones lpor llos 
lEstados. lLa lprimera lestablece lque: l 
“Toda lpersona ltendrá lderecho la lser loída lcon llas ldebidas lgarantías lpara lla lsustanciación lde 
lcualquier lcargo lo lacusación lformulados lcontra lella lo lpara lla ldeterminación lde lsus lderechos lu 
lobligaciones lde lcarácter lcivil”. l 
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La lsegunda lseñalaba lque lel lproceso ldebido, len lmateria lde lderecho lpenal, 
ltutelaría llo lsiguiente: 
a) Presunción lde linocencia ldel linculpado, lmientras lno lse lpruebe llegalmente lsu lculpabilidad. 
b) Igualdad lde lderechos ly ldeberes lde llas lpartes ldurante ltodo lel ljuicio. 
c) Derecho ldel linculpado lde lser lasistido lpor ltraductor lo linterprete, ltoda lvez lque lello lsea 
lnecesario lpara lsu lmejor ldefensa. 
d) Comunicación lprevia ly ldetallada lal linculpado lde lla lacusación lformulada. 
e) Concesión lal linculpado ldel ltiempo ly lde llos lmedios ladecuados lpara lla lpreparación lde lsu 
ldefensa. l 
f) Derecho ldel linculpado lde ldefenderse lpersonalmente lo lser ldefendido lpor lun labogado lde lsu 
lelección ly lde lcomunicarse llibre ly lprivadamente lcon lsu ldefensor. 
g) Intervención lobligatoria lde lun labogado lremunerado lpor lel lEstado, lque lhaga lla ldefensa ldel 
linculpado len lcaso lque lel lno llo lquisiera lo lno lpudiera lcontratar lun ldefensor. l 
h) Derecho lde lla ldefensa lde linterrogar llos ltestigos lpresentes len lel ltribunal ly lde lobtener lla 
lcomparecencia, lcomo ltestigos, lde lotras lpersonas lque lconozcan llos lhechos. 
i) Derecho lde lrecurso lante lun ltribunal lsuperior, ldel lfallo lde lprimera linstancia. 
El l21 lde lnoviembre lde l1969 lse laprobó lla lConvención lAmericana lsobre lDerechos 
lHumanos, lque lentro len lvigor lel l18 lde ljulio lde l1978. 
4.7 El reconocimiento del derecho al debido proceso en la Convención Americana de 
Derechos Humanos, el artículo 8. 
Este lderecho len lla lCADH llo lencontramos lrecogido len lel lartículo l8. lResultando 
lun lderecho lcuya lviolación les lconstante ly, lpor lende, ltambién lsu linvocación lante lla lCorte 
59 
 
lInteramericana. lUna lmuestra lde lello lse lencuentra len llas lsentencias lemitidas lpor leste lórgano 
ljurisdiccional. 
Hay lque ltener len lcuenta lque lel ldebido lproceso les lun lderecho lque, lcomo 
lcualquier lotro, lse lencuentra linmerso len lun lproceso ldinámico, ly, lpor ltanto, lse ltrata lde lun 
lconcepto labierto lque lva lincorporando lo lperfeccionando lnuevas lvertientes lde lacuerdo lcon llas 
lexigencias lde llas lnuevas lrealidades. l 
Este lartículo lde lla lCADH lse ldenomina l“Garantías lJudiciales”, linduciendo len 
locasiones la lgenerar lconfusión, lpuesto lque lno lcontiene len lestricto lun lrecurso ljudicial, lpero leste 
lno ldebe lser lentendido lexclusivamente la lellos, lsino lque lmás lbien lse lencuentra lreferido lal 
lconjunto lde lrequisitos lque ldeben lser lrespetados len ltodo lprocedimiento lcon lla lfinalidad lque llas 
lpersonas lpuedan lejercer lsu lderecho lde ldefensa lde lforma ladecuada lante lcualquier lacción ldel 
lestado lo lde lparticulares. l 
Cualquiera lque lsea lla lactuación ldel lEstado la ltravés lde lsus lórganos ldebe lrespetar 
lel ldebido lproceso len lsede lpenal, lcivil ly ladministrativa. lEsto ldemuestra lel lamplio lalcance lde 
lesta lfigura, lque les lextensible la ltodas llas lactuaciones lde lla lautoridad lpública. lPor llo lque, lha 
lquedado lbastante lclaro lpor lla lCorte lInteramericana lal lseñalar lque: l 
“en lcualquier lmateria, linclusive len lla llaboral ly lla ladministrativa, lla ldiscrecionalidad lde lla 
ladministración ltiene llímites linfranqueables, lsiendo luno lde lellos lel lrespeto lde llos lderechos 
lhumanos”. 
El lrespeto lal ldebido lproceso ldebe lser lgarantizado len ltodo lprocedimiento, ly lel 
lEstado lno lpuede lser lajeno la lesta lobligación lbajo lel largumento lde lque llas lgarantías lque 
lcontempla lel lartículo l8 lno lpueden lser laplicadas len lcaso lde lsanciones ladministrativas lque lno 
lsean lpenales. lDe lhecho, lpermitir lesta linterpretación lsignificaría ldejar la lelección lla laplicación 
lde leste lderecho lreconocido la ltoda lpersona, llimitando lsu laplicación lsolo la llos lasuntos lpenales. l 
En lel lcaso lBaena lcontra lPanamá l(Corte lIDH, l2001), lla lCorte lseñalo: l 
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“que len lcualquier lcircunstancia len lque lse limponga luna lsanción ladministrativa la lun 
ltrabajador, ldebe lresguardarse lel ldebido lproceso llegal”. lSe lafirmaba lde leste lmodo lla 
laplicación ldel ldebido lproceso len ltodas llas lcircunstancias”. 
La limportancia lde lreconocer leste lderecho ly lde lhacer lsu laplicación lefectiva ldel 
lderecho lal ldebido lproceso len ltoda lsociedad lsea len lprocesos ljudiciales lo ladministrativos, lsin 
llugar la ldudas les lde lvital limportancia. l 
Si lse ldesea lhablar lde lverdaderas lgarantías ljudicial, ldeben lobservarse llos lcriterios 
lque lsirven lpara lcautelar lo lhacer lvaler lel lejercicio lde lun lderecho, ly ldebe ltomarse len lcuenta llas 
lcondiciones lque ldeben lcumplirse lpara luna ldefensa ladecuada lde lquienes lse lencuentran 
ldilucidando luna lcontroversia. l 
La lCorte lInteramericana len lel lcaso lVelásquez lcontra lHonduras len lel lcaso l(Corte 
lIDH, l1988), lseñalo lque: l 
“El lEstado ldebe lorganizar ltodo lel laparato lestatal ly, len lgeneral, ltodas llas lestructuras la ltravés 
lde llas lcuales lse lmanifiesta lel lejercicio ldel lpoder lpúblico, la lefectos lde lpoder lgarantizar 
ljurídicamente lel llibre ly lpleno lejercicio lde llos lderechos lhumanos”. L 
De lesto lmodo lse lle lconfiere lal lEstado lla lobligación lde ladoptar llas lherramientas 
lque lgaranticen lla lplenitud lde llos lderechos lhumanos, lpor llo lque, lcualquier lobstrucción lo 
lnegligencia len leste lobjetivo lserá lresponsabilidad latribuida lal lEstado. l 
Así ltenemos, lel lcaso lCantos lcontra lArgentina l(Corte lIDH, l2002), lante lla 
linconsecuente ldeterminación lde luna ltasa lde ljusticia lque lresulta lcontraria la lla lConvención 
lAmericana lde lDerechos lHumanos, lespecíficamente llos lartículos l8 ly l25 lque lprotegen lel lderecho 
lde lacceso la lla ljusticia ly lel lderecho lque ltiene ltodo lser lhumano la lpresentar lun lrecurso lsencillo ly 
lrápido, lla lCorte ltiene lestablecido: 
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 l“el lmonto lpor lcobrar len lel lcaso len lestudio lno lguarda lrelación lentre lel lmedio lempleado ly lel 
lfin lperseguido lpor lla llegislación largentina, lcon llo lcual lobstruye, levidentemente, lal lacceso la lla 
ljusticia ldel lseñor lCantos, ly len lconclusión lviola llos lartículos l8 ly l25 lde lla lCADH”. l 
Para lla lCorte, lla ltasa lcobrada l ly lla lrespectiva lmulta, lconstituían lun lobstáculo lde 
lacceso la lla ljusticia, lpor lcuanto lresultaban lfuera lde llo llógicamente lrazonable, l“aun lcuando lla 
lmencionada ltasa lde ljusticia lsea, len ltérminos laritméticos, lproporcional lal lmonto lde lla 
ldemanda”. lPese la lque lel lderecho lde lacceso la lla ljusticia lpueda lencontrase lsujeto la lalguna 
llimitación lque lel lEstado lpuede lestablecer ldiscrecionalmente, les lcierto lque lestas llimitaciones 
ldeben ltener lrelación lentre lel lmedio lempleado ly lel lfin lperseguido ldebe lser lconstitucional. lLos 
lmedios ldeben lser lproporcionales lal lfin ly lno lexistir lningún ltipo lde lamenaza lo lpresión lque 
limpida lal lciudadano lacudir la lla ljusticia. l 
En lel lcaso lMyrna lMack lChang lcontra lGuatemala l(Corte lIDH, l2003), lla lCorte lse 
lpronunció lsobre lel lalcance ldel ldebido lproceso lseñalando lque: l 
“para lgarantizar lun ldebido lproceso, lel lEstado ldebe lfacilitar ltodos llos lmedios lnecesarios lpara 
lproteger la llos loperadores lde ljusticia, linvestigadores, ltestigos ly lfamiliares lde llas lvíctimas lde 
lhostigamiento ly lamenazas lque ltengan lcomo lfinalidad lentorpecer lel lproceso ly levitar lel 
lesclarecimiento lde llos lhechos ly lencubrir la llos lresponsables lde llos lmismos. lSe ltrata lde luna 
linterpretación lamplia ldel lámbito lde lprotección ldel ldebido lproceso, lque lva lmás lallá lde lla 
lprotección ljudicial lde lla lvíctima ldirecta, ly lexige lla lprotección, lbajo leste lderecho, lde ltodos 
laquellos lque lpuedan lfacilitar len lel lesclarecimiento lde llos lhechos”. 
Los lencargados lde lhacer lviable lel lderecho lde lacceder la lla ljusticia, lasí lcomo lde 
lrespetar ly lgarantizar lla lprotección lde leste lderecho, ly lde lverificar llas lcondiciones lpara luna 
ladecuada ldefensa lde lcualquier lpersona lante luna lentidad lestatal, lson lúnicamente llos lEstados 
lparte. lEstos lson llos lúnicos ly ldirectos lresponsables lde lla linvestigación ly lsanción lante luna 
lviolación lde llos lderechos lreconocidos ly lprotegidos len lla lConvención. l l 
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El lderecho lal ldebido lproceso les lfundamental len lla lefectividad lde lmuchos 
lderechos ly lla linexistencia lde leste lderecho len lla llegislación linterna lo lsu laplicación lineficiente 
lomite lel lrequisito lde lagotamiento lprevio lde llos lrecursos linternos lpara lacudir lal lámbito 
linternacional, lson ltres lcausas len llas lque lse lexceptúa lesta lexigencia, lprimero, lcuando lno lestá 
lcontemplado lel ldebido lproceso len lla llegislación linterna; lla lsegunda, lcuando lno lse lhaya 
lpermitido lal lpresunto llesionado len lsus lderechos lel lacceso la llos lrecursos lde ljurisdicción linterna 
lo lse lla lhaya limpedido lagotarlos; ly luna ltercera, lfrente la lla ldemora linjustificada len lla ldecisión 
lsobre llos lmencionados lrecursos l(art. l46.2 lde lla lCADH). 
4.7.1  El derecho a ser juzgado por un Juez competente con las debidas garantías 
y dentro de un plazo razonable (Articulo 8.1) 
La lConvención lAmericana lde lDerechos lHumanos lCADH, lreconoce leste 
lderecho len lel linciso l1 ldel lartículo l8 llo lsiguiente: l 
“8.1. lToda lpersona ltiene lderecho la lser loída, lcon llas lgarantías ly ldentro lde lun lplazo lrazonable, 
lpor lun ljuez lo ltribunal lcompetente, lindependiente le limparcial, lestablecido lcon lanterioridad lpor 
lla lley, len lla lsustanciación lde lcualquier lacusación lpenal lformulada lcontra lella, lo lpara lla 
ldeterminación lde lsus lderechos ly lobligaciones lde lorden lcivil, llaboral, lfiscal lo lde lcualquier 
lcarácter”. 
En lprimer llugar, lhay lque lmencionar lque lse ltrata lde lun lderecho lreconocido la ltoda 
lpersona lsin ldistinción lalguna. l 
Las lgarantías ljudiciales lreconocías len lla lCADH lconstituyen lun lderecho lal lque 
ltodo lser lhumano lpuede lacceder. lLa lConvención lno lhace ldistinción lalguna lcuando lse 
ltrata lde lsu laplicación, lpor lel lcontrario, lprohíbe lal lEstado, ldiscriminar lpor lrazones lde 
lraza, lcolor, lsexo, lidioma, lreligión, lpreferencia lpolítica, loriginal lnacional, lcondición 
lsocial, lposición leconómica lo lcualquier lotra líndole. lPor lotro llado, lel lartículo l24 lde leste 
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linstrumento ljurídico lreconoce lque ltodos lgozamos ldel lderecho la lla ligualdad lante lla lley, 
lveamos llo ldicho ltextualmente lpor lla lConvención: 
“24. lTodas llas lpersonas lson liguales lante lla lley. l lEn lconsecuencia, ltienen lderecho, lsin 
ldiscriminación, la ligual lprotección lde lla lley”. 
De lla lConvención lse ldeduce lla lprohibición lde ldiscriminar len lel lreconocimiento 
lde lderechos lfundamentales ly len lla laplicación lde llas lgarantías ljudiciales lestablecidas. 
lPero lsin lolvidar lque, llamentablemente, lsu laplicación len lla lpráctica ldifiere lde llo 
lestablecido len llos linstrumentos ljurídicos, lya lsea lporque lse lpresta la ldiversas 
linterpretaciones lo lpor lla lausencia lde lla lnorma lante lun lcaso lespecífico. lAnte lesta 
lrealidad, ldesempeña lcada lvez lmás lun lrol limportante ly ldefinitivo lla linterpretación lque 
lrealiza lla lCorte lInteramericana lpor lmedio lde lsus lsentencias ly lopiniones lconsultivas. lTal 
les lasí lque, lal lalcance ly lcontenido ldel lartículo l8 lse lha lpronunciado len lreiteradas 
locasiones, ldado lque les luno lde llos lartículos lmás linvocados lante leste lórgano 
ljurisdiccional. l 
El lartículo l8.1 lcontempla lel lderecho len lsentido lgeneral lno lsiendo lsusceptible lde 
lsuspensión lbajo lningún lcontexto ly lse laplica la ltoda lpersona lque lse lencuentre lante luna 
lautoridad lesclareciendo lun ldeterminado lhecho. l 
Con lrelación lal lderecho la lser loído lcon llas lgarantías lpor lun ljuez lo ltribunal 
lcompetente, lindependiente le limparcial, limplica lno lsólo lla lfacultad lde lhacer lde 
lconocimiento lla lafectación lde llos lderechos la lcualquier lautoridad lpública, lsino ltambién 
lsometer la lella lla ldecisión lde lla lcontroversia. lEn lel lcaso lIvcher lBronstein lversus lPerú 
l(Corte lIDH, l2001), lla lCorte ldice: l 
“cuando lla lConvención lse lrefiere lal lderecho lde ltoda lpersona la lser loída lpor lun ljuez lo ltribunal 
lcompetente lpara lla ldeterminación lde lsus lderechos, lse lrefiere la lcualquier lautoridad lpública, 
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lsea ladministrativa, llegislativa lo ljudicial, lque la ltravés lde lsus lresoluciones ldetermine lderechos 
ly lobligaciones lde llas lpersonas”. l 
De lmodo lque, lcualquier lautoridad ljurisdiccional lcon lfunciones ljurisdiccionales 
lestá lobligada la ladoptar lresoluciones ljustas lrespetando lel lderecho lal ldebido lproceso len 
lcoherencia lcon llo lreconocido lpor lel lartículo l8 lde lla lCADH. 
Y, ltodo lindividuo lsujeto la lun ljuicio lante lun lórgano ldel lEstado, 
lindependientemente lde lla lnaturaleza, lel lórgano ldebe lser limparcial ly lactuar lconforme la 
llos lprocedimientos llegalmente lestablecidos len lel lcaso lque lcorresponda. lSe lrefiere la lun 
lderecho lcuya laplicación lse lencuentro lproyectado lno lsolo la llos lprocesos lpenales ly lde lun 
ljuicio lpropiamente ldicho. lAlgunos lautores lseñalan lque lel lartículo l8.1 lcomprende ltodas 
llas lgarantías lque lreconoce lel lderecho lal ldebido lproceso ly lque ldeben lencontrarse 
lpresente len ltodo ljuzgamiento lde lderechos, lciviles, llaborales, len linvestigaciones lfiscales 
lo lcualquier lotra. lTodo lello lquiere ldecir lque llos lderechos lque lno lse lencuentran 
lreconocidos linternacionalmente lpueden lestar lsujetos la luna lprotección lpor lvía lindirecta 
lante lel lsistema lde lprotección linteramericano lsi les lque llos lprocedimientos ljudiciales 
linternos lque lse lsustancias lno lson lllevados la lcabo lcon llas lgarantías lprocesales 
lmínimamente lnecesarias. l l 
Efectivamente, llos lórganos lque lse lencargan lde lcautelar llos lderechos lhumanos lse 
lactivan la lcausa lde lla lineficacia lo lausencia ldel ldebido lproceso len lel lderecho linterno. l 
En lopinión lde lla lCorte lIDH, lla lcorrecta linterpretación ldel lartículo lde lla lCADH 
ldebería lser lde lmanera lamplia, lasí lcomo ldebe lobservarse len lcoherencia lcon llo ldispuesto 
lpor lel lartículo l29.c lde lla lCADH, lmediante lel lcual lse lreconoce lque lninguna ldisposición 
lde lla lmisma lpuede lser linterpretada lexcluyendo lotros lderechos ly lgarantías lque lson 
linherentes le linalienables lal lser lhumano lo lque lderivan lde lla lforma ldemocrática 
lrepresentativa lde lgobierno ladoptada. L 
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4.7.2  El derecho a ser oído por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad por la ley. 
El lser loído lpor lun ljuez lo ltribunal lque lreúna lciertos lrequisitos lbásicos, les lun 
lderecho lreconocido la ltodas llas lpersonas. lLas lConstituciones lmodernas lconsagran 
ltodavía lhoy, lexplícitamente, len lel lcapítulo lde llos lderechos lindividuales, lla lmáxima lde 
lque lnadie lpuede lser lcondenado lsin lser lescuchado. l 
El lderecho la lun ljuez lcompetente, lindependiente le limparcial lestablecido lcon 
lanterioridad lpor lla lley les lun lderecho lmínimo lreconocido len lel lderecho linterno la ltravés 
lde llas lConstituciones, len lel lderecho linternacional lmediante llos linstrumentos lde 
lprotección lde llos lderechos lhumanos. l l 
Para ldefinir lla lcompetencia lde lun ljuez lo ltribunal len lun ldeterminado lcaso, lse ldebe 
ltener len lcuenta, lentre lotros laspectos, lel lterritorio, lla lmateria ly lla lcuantía, lya lque, lpor 
lejemplo, lun ljuez lde lLima lno lpuede lpronunciarse lsobre lun ldelito locurrido len lTrujillo, 
lpor lcuanto lla lcompetencia, lpor lrazón lde lterritorio, lcorrespondería la llos ljueces ly 
ltribunales lde lTrujillo. 
Estamos lante lun ljuez lo ltribunal lcompetente lcuando leste lfue lnombrado lcon 
lanterioridad la llos lhechos lque lse lle linvestigan. lEs lpor lello lque, lestá lprohibido ldesignar la 
lun ljuez lo ltribunal lespecífico lpara lun lcaso lconcreto, ltampoco lasignar lsobre ldelitos la 
ltribunales lque lno lsean llos lordinarios. lSin lembargo, ldurante llos laños lsetenta ly lochenta 
ldel lsiglo lpasado lestas lsituaciones lse lprodujeron len lmuchos lpaíses lde lAmérica lLatina 
lcon lel lnombramiento lde lTribunales lmilitares lpara ljuzgar lciviles. 
Así lpues, lconstituye luna lviolación lal ljuez lo ltribunal lcompetente, lentre lotros, lla 
lanulación lde luna lresolución lpor lun lórgano lde ljerarquía linferior lal lque lla ldictó. lPor lello, 
lla lCorte lIDH lse lpronunció len lel lcaso lIvcher lBronstein lcontra lPerú, lcaso len lel lque lun 
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lciudadano ladopto lla lnacionalidad lperuana la ltravés lde luna lresolución lsuprema lexpedida 
lMinisterio lde lRelaciones lExteriores. lMás ltarde, la ltravés lde luna lresolución lde lla 
lDirección lGeneral lde lMigraciones ly lNaturalización, lse lle lprivó lde lella. lEsta lúltima, 
lobviamente, les lde lmenor lrango, lpor llo lque lpodía lconsiderarse lnula, len ltanto lque lnuestra 
llegislación linterna ldispone lclaramente lque llas lnulidades ldeben lser ldeclaradas lpor lel 
lfuncionario ljerárquicamente lsuperior lal lque lexpidió lla lresolución. lPor leso lresulta 
lincompetente lla lautoridad lque ldejo lsin lefecto lla lnacionalidad. 
Se ldesprende lde lesta lsentencia lque lla laplicación ldel ldebido lproceso lva lmás lallá 
ldel lámbito ljudicial. lNo lsolo labarca llas ldecisiones luna lpersona lcon lpotestad lpara ljuzgar 
ly lsentenciar, lsino lque lconoce lde lresolución lo ldecisiones lexpedidas lpor lcualquier 
lautoridad ldel lEstado. l 
Uno lde llos lrequisitos lpara lalcanzar llos lestándares lde lcompetencia les lque lel ljuez 
lo ltribunal lque lconoce ldel lcaso lsea lestablecido lcon lanterioridad la llos lhechos, lademás, lel 
lprocedimiento laplicable lal lcaso ldebe ltambién, lser lconocido lcon lanterioridad. lEsto 
limplica lque ltoda lpersona ldebe lser lsometida la lprocedimientos lpreviamente lestablecidos, 
lno ldebe lser ljuzgado lpor ltribunales lespeciales, lni lde lexcepción, lcreados la lraíz lde llos 
lhechos, lpor lel lcontrario, ltiene lderecho la lun ljuez lnatural. 
La lCorte lInteramericana len lel lcaso lIvcher lBronstein lcontra lPerú l(Corte lIDH, 
l2001), lseñalo: l 
“El lEstado, lal lcrear lsalas ly ljuzgados ltransitorios lespecializados len lderecho lpúblico ly ldesignar 
ljueces lque lintegrarán llos lmismos, len lel lmomento len lque locurrirán llos lhechos ldel lcaso lsub 
ljudice, lno lgarantizo lel lderecho la lser loído lpor ljueces lo ltribunales lestablecidos lcon lanterioridad 
lpor lla lley, lconsagrando len lel lartículo l8.1 lde lla lConvención lAmericana, len lconsecuencia, lviolo 
llos lartículos l8.1 ly l8.2 lde lla lCADH”. 
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Por lotro llado, lpara lobservar lla lindependencia ldel ljuezo lo lel ltribunal lesto lse 
lencuentra lreferido la lla lexistencia lde lgarantía len lla lactividad ljurisdiccional lfrente la lla 
linjerencia lde lpoderes lexternos. lSe ltrata lque lla lautoridad ldecida len llos lcasos lque lconoce, 
lconforme lcon lsus lpropios lcriterios ly lde lacuerdo lcon lsu lconvicción, lsin lsometerse la 
lninguna lpresión. lLa lindependencia lpor lun llado limplica, lque llos ljueces ly lmagistrados 
lestán lsometidos lúnicamente la lla lley len lel lejercicio lde lsus lfunciones ly, lpor lotro, lpreviene 
lde lla lintromisión lde lotros lpoderes ldel lEstado, lde llas lpartes lo lde lterceros. lNo lolvidemos 
lque luno lde llos lobjetivos lde lla lseparación lde lpoderes lpúblicos les lla lgarantía len lla 
lindependencia lde llos ljueces, lque lconstituye lun lrequisito lindispensable len lel lrespeto lde 
llos lderechos lhumanos ly lel lfortalecimiento lde lla ldemocracia ly ldel lEstado lde lderecho. l 
La lindependencia ldel ljuez limplica laveriguar lla lverdad lprocesal ly laplicar lsolo ly 
lúnicamente lla lley lpor lencima lde lcualquier linterés lparticular. lAsí, lla lexistencia lde lun 
lpoder ljudicial lindependiente lde llos ldemás lpoderes, lde lla lpresión lsocial lo lde lcualquier 
lotro ltipo, lconstituirá luna lgarantía lpara lel llogro lde lun lproceso ljusto ly lseguridad lpara lla 
lsociedad. l 
El lprincipio lbásico lsobre lla lindependencia lde lla ljudicatura, lestablece lque llos 
ljueces lresolverán llos lasuntos lque lconozcan lcon limparcialidad, lbasándose len llos lhechos 
ly lconforme lcon lel lderecho, lsin lninguna linfluencia lexterna, lsin lpresiones lindebidas, lsin 
lamenazas, lya lsean lestas ldirectas lo lindirectas. lEsto ldebe lentenderse lcomo lque lno lse 
lefectuarán lintromisiones lindebidas lo linjustificadas len lel lproceso ljudicial, lni lse 
lsometerán la lrevisión llas ldecisiones ljudiciales lde llos ltribunales. l 
Se ltrata lde lun lderecho lcuyo lcumplimiento, laparentemente, lno lofrece ldificultad 
lalguna lpara lquien ldesempeña ldicho lcargo lporque lconoce lde lantemano llos lrequisitos lo 
lcualidades lque ldebe ltener lpara lrealizar leficaz ly lefectivamente lsu ltrabajo. lentonces, 
lsurge lla lpregunta l¿Por lqué lsu lviolación les lfrecuente? lAl lrespecto, lcabría lanalizar lsi 
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lefectivamente lcuentan lcon llas lcondiciones lpara lactuar lsolo lconforme lcon lla lley, lo lcabe 
lla lposibilidad lde luna linjerencia lexterna lque lobligue la lemitir luna ldecisión lque ldifiera lde 
lla lley ly lsu lvoluntad. l 
Se lconsidera lindispensable, lpara lquien ldetermina lun lderecho, lla lexistencia lde 
lalgún lpoder lo lpresión lmás lallá lde lla lley. lPor lello, lse ldebe ladoptar lciertas lmedidas lque 
lgaranticen luna lactuación lconforme la lley, lcon llibertad ly lsin lpresiones lexteriores. lEstas 
lpueden lser: lla lseparación lde lpoderes len lsentido lreal, lla lestabilidad len lel lcargo, lsin ltemor 
la lla ldestitución lo lpostergación larbitraria, lcreando lprocedimientos lestrictos ly 
ltransparentes lpara lsu lnombramiento lcomo lpara lsu ldestitución, luna ladecuada 
lpreparación lprofesional, luna lbuena lremuneración ly lla lpublicidad lde lsus lresoluciones. 
lSe lbusca lque llos ljueces ladministren ljusticia lcon lverdadera lindependencia. 
Otro laspecto la ltomar len lcuenta les lla limparcialidad lde llos lque ladministran 
ljusticia. lEstos ldeben lejercer lsu lfunción lcon lla lmayor lobjetividad lposible, lbrindando la 
llas lpersonas lla lconfianza ly lseguridad lde lque lsus lcontroversias lserán ldefinidas lal lmargen 
lde lcualquier lconsideración lsubjetiva. 
La limparcialidad ldel ljuzgador lconsiste len lponer lde llado ltodas llas 
lconsideraciones lsubjetivas ldel ljuzgador, lsiendo lun lrequisito lelemental lpara lhablar lde 
limparcialidad, lque lel ljuez lno lsea lparte ldel lconflicto lque lle lplantean llas lpartes. lSe ltrata 
lde luna lexigencia lindiscutible lpara ldesempeñar lun lpapel lobjetivo lrespecto lde llas lpartes, 
lcomo lcorresponde la ltodo ljuez lpara lresolver llos lconflictos. l 
El lderecho lha lprevisto lmecanismos lante lla lexistencia lde lciertos lindicios lde 
lparcialidad lde luna lautoridad ljudicial. lEs lel lcaso ldel lderecho lde lrecusación, lque lpermite 
la llas lpartes lejercitarla len lcualquier lproceso ly lel lderecho la lla labstención, lque lle lpermite 
lal ljuez lno lconocer ldel lcaso. l 
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Son lnumerosas llas lcircunstancias len lque lla lCorte lIDH lha lmanifestado lque lse 
lvioló leste lderecho, ldonde lse lha ldeterminado lque ltoda lpersona lque lse lencuentra 
lsometida la lun ljuicio lante lun lórgano ldel lEstado lcon lcapacidad lde limponer lsanciones, 
ldebe lser lun lórgano limparcial, lque lse lciña lal lderecho lpara lel lconocimiento ly lla 
lresolución ldel lcaso lque lse lle lsomete, lindependientemente lde lla lnaturaleza ldel ljuicio. l 
El lcaso lHerrera lUlloa lcontra lCosta lRica, len lel lque ldos lapelaciones lsobre lel 
lmismo lhecho, len lun lproceso lordinario, lfueron lresueltas lpor lun lmismo ltribunal lde 
lmanera ldiferente, lla lCorte lconsidero lque llos lmagistrados lno lcumplieron lel lcriterio lde 
limparcialidad, lviolando lel lartículo l8.1 lde lla lCADH. l 
Por lello, les limportante lcontar lcon lun ltribunal lo ljuez lcompetente, lque lgarantice 
luna ladecuada ladministración lde ljusticia, lde lforma lindependiente le limparcial. lEl 
lderecho la lcontar lcon lun ljuez lnatural limplica lque lel lproceso lse ldecida lpor lel ljuez 
lordinario lestablecido lpor lley, lque lcuente lcon lel lconocimiento lpara lel lcaso lconcreto ly 
lque lsu ldesignación lcomo lmiembro ldel lórgano lcompetente lhaya lseguido lel 
lprocedimiento llegalmente lestablecido. 
En lese lsentido, lla lmaterialización ldel lderecho la lser loído lpor lun ljuez limparcial ly 
lcompetente lcorresponde la lque lel ljuez lde lmantenga lal lmargen ldel llitigio. l 
4.7.3 Derecho a sr informado de las acusaciones en su contra 
Es lotra lde llas lgarantías lindispensables, lreconocida lpor lotros linstrumentos 
linternacionales lde lprotección lde llos lderechos lhumanos, lcomo lel lPIDCP, lque lseñala len 
lsu lartículo l14.3, llo lsiguiente: 
“durante ltodo lel lproceso, ltoda lpersona lacusada lde lun ldelito ltendrá lderecho, len lplena 
ligualdad, la lser linformada lsin ldemora, len lun lidioma lque lcomprenda ly len lforma ldetallada, lde 
lla lnaturaleza ly lcausas lde lla lacusación lformulada lcontra lella”. 
70 
 
El lComité lde lDerechos lHumanos lseñaló lque lse ltrata lde lun lderecho lque laplica la 
ltodas llas lpersonas lacusadas, lincluidas llas lpersonas lno ldetenidas, le limplica lque lla 
linformación lsea lproporcionada len lforma lescrita ltan lpronto lla lautoridad ldel lMinisterio 
lPúblico, len lel lcurso lde luna linvestigación, lplantee ltomar lmedidas lprocesales lcontra luna 
lpersona lsospechosa lde lla lcomisión lde lun ldelito. lAsí, len lpalabras ldel lComité l(Comité, 
l2010): l 
 “puede lsatisfacerse leste lderecho lformulando lla lacusación, lya lsea lverbalmente lo lpor lescrito, 
lsiempre lque len lla linformación lse lindique ltanto lla lley lcomo llos lsupuestos lhechos len lque lse 
lbasa”. 
Constituye lun lderecho lineludible ldel lderecho lde ldefensa, la ltravés ldel lcual lel 
lacusado ltiene lel lpoder lsaber lde lqué llo lacusan, lya lque lnadie lpuede lser lcondenado lsin lque 
lexista luna lacusación ly lsin lque lesta lsea lconocida lpor lel lsujeto la lque lse ldirige. l 
Constituye lun laspecto lprimordial lde lla lgarantía lal ldebido lproceso, len ltanto lque lel 
lconocimiento linmediato ly loportuno lde llos lcargos lque lse lle limputan lal lacusado lle 
lpermite lejercer lsu ldefensa. lEsto lincluye, lentre lotro, lla lelección lde lun labogado lpara 
lpreparar lsu ldefensa, lya lsea lobteniendo lcomparecencia lde ltestigos lo lperitos lo la ltravés lde 
lcualquier lotro lmedio lconferido lpor lla llegislación. lSiendo leste lderecho lun lequilibrio 
lentre lel lacusador ly lel lacusado ldentro ldel lproceso lpenal. lResaltando lque, lno lconocer la 
lcabalidad llos lhechos lque lse limputan lproduce luna lsituación lde lindefensión. l 
En lel lcaso lTibi lcontra lEcuador l(Corte lIDH, l2004), lla lCorte lseñalo lque: l 
“el lartículo l8.2.b lde lla lConvención lAmericana lordena la llas lautoridades ljudiciales lcompetentes 
lnotificar lal linculpado lla lacusación lformulada len lsu lcontra, lsus lrazones ly llos ldelitos lo lfaltas 
lpor llos lcuales lse lle lpretende latribuir lresponsabilidad, len lforma lprevia la lla lrealización ldel 
lproceso”. 
71 
 
Asimismo, len lel lcaso lCastillo lPetruzzi lcontra lPerú l(Corte lIDH, l1999) lla lCorte 
ldijo: l 
“que llos linculpados lno ltuvieron lconocimiento loportuno ly lcompleto lde llos lcargos lque lse lles 
lhacían, llas lcondiciones len lque lactuaron llos ldefensores lfueron labsolutamente linadecuadas 
lpara lsu leficaz ldesempeño ly lsolo ltuvieron lacceso lal lexpediente lel ldía lanterior lal lde lla lemisión 
lde lla lsentencia lde lprimera linstancia. lEn lconsecuencia, lla lpresencia ly lactuación lde llos 
ldefensores lfueron lmeramente lformales. lNo lse lpuede lsostener lque lla lvictimas lcontaron lcon luna 
ldefensa ladecuada”. 
4.7.4 Otorgar al inculpado el tiempo y los medios adecuados para la preparación 
de su defensa 
Se lencuentra lreconocido len ldiversos linstrumentos linternacionales lde lprotección 
lde llos lderechos lhumanos. lEl lPacto lInteramericano lde lDerechos lCiviles ly lPolíticos, len lel 
lartículo l14.3.b., lseñala: l 
“Toda lpersona lacusada lde ldelito ltendrá lderecho, len lplena ligualdad. lA ldisponer ldel ltiempo ly 
lde llos lmedios ladecuados lpara lla lpreparación lde lsu ldefensa ly la lcomunicarse lcon lun ldefensor 
lde lsu lelección”. l 
Lo lestablecido lcomo ltiempo ladecuado, lsegún lel lComité lde lDerechos lHumanos, 
ldepende lde llas lcircunstancias ly lde lla lgravedad ldel lcaso lconcreto, lsin lembargo, ldentro lde 
llos lmedios lde ldefensa, ldebe lestar lincluida lla lfacultad lde lacceder la llos ldocumentos ly 
ldemás ltestimonios lnecesarios lpara lla ldefensa ldel lacusado. lAsimismo, lla loportunidad lde 
lcontar lcon labogado ldefensor. 
Este lderecho lpermite lal linculpado lutilizar llos lmedios lde lprueba lreconocidos lpor 
lel lordenamiento ljurídico ly laceptados lpor lel ljuez, la lfin lde lconseguir lel lobjetivo, lque les 
lprobar lun lhecho. lSu laplicación lestá lsupeditada la lque llos llitigantes ladapten lsu lactividad 
lprobatoria la llas lnormas lprocesales laplicables, les ldecir, lusar lmedios lde lprueba lprevisto 
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lpor lla lley ly lcumplir llos lrequisitos ly lexigencias lde ltiempo ly lde lforma lque lseñale lla lley. 
lFinalmente, lcorresponde lal ljuzgador lvalorar lla lrelevancia, lidoneidad ly lla llicitud lde llas 
lpruebas la lfin lde lencontrar lla lverdad. lDe lconsiderar lirrelevante lo lilícito llos lmedios lde 
lprueba lofrecidos, lel ljuez linadmitirá llas lmismas lsin lque lello lconstituya linfracción. lLa 
lsimple ldenegación len lla lpráctica lde lun lmedio lde lprueba lno lse lconsidera lindefensión lo 
lvulneración lde llos lderechos ldel lacusado. l 
Otorgar llos lmedios ladecuados lpara lla ldefensa lsignifica lbrindar ltiempo ly 
lfacilidades lpara lque lel lprocesado lpueda lacumular llos lmedios lprobatorios lque lconsidere 
lnecesarios ly lactuarlas loportunamente, lel lacceso la llos ldocumentos lpara lestudiarlos ly len 
lsu lcaso lcontradecir, ltomar lconocimiento lcon lantelación lde llas ldiligencias ljudiciales 
lpara lparticipar lacompañado lde lsu labogado ldefensor ly lcontar lcon lcondiciones lbásicas, 
lcomo lla lno lincomunicación ly lla lno lobstaculización lde lla lrelación lcon lsu labogado 
ldefensor. lEstos laspectos lson lrelevantes len lun lproceso ljudicial ljusto ly 
lconsiguientemente, lpara lel lcumplimiento ldel ldebido lproceso. l 
Por lello, lla ljurisprudencia lestablece lque, lsi lel lprocesado lconsidera linadecuado lel 
ltiempo lconcedido lpara lla lpreparación lde lsu ldefensa, ldebe lrequerir lal ltribunal lla 
lsuspensión lde llas ldiligencias, lpor lrazón lde lno lhaber ldispuesto ldel ltiempo lsuficiente lque 
lgarantice lsu lderecho lde ldefensa. lFinalmente, lserá lel ltribunal lquien lvalore lla lsituación ly 
ldecida. l 
En lel lcaso lLoayza lTamayo lcontra lPerú, lla lcorte lIDH lestableció lque lel lderecho lal 
ldebido lproceso lno lalcanzo llos lestándares lpara lconsiderarse lun ljuicio ljusto, lello len lrazón 
lde lque lno lse lreconoció lla lpresunción lde linocencia, lse lprohibió la llos lprocesados 
lcontradecir lo lcuestionar llas lpruebas lde lcargo lofrecidas, les ldecir, lla lintervención ldel 
labogado ldefensor lfue llimitada la lsolo lcomunicarse lcon lsu lpatrocinado ly la lintervenir 
ltangencialmente len lel lproceso. l 
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Estamos, lpor ltanto, lante lun lderecho limprescindible lpara lejercer luna ldefensa 
ladecuada, lpero lestá lsujeto la llímites limpuestos, lsegún lla lnaturaleza ldel lcaso ly lla 
lrelevancia lde lla lprueba len lel lesclarecimiento lde llos lhechos, lque ldeben lser lresueltos lpor 
lla lautoridad lcompetente. lCualquier lobstrucción lo limpedimento lal lejercicio lefectivo 
lconstituirá lla lviolación ldel lderecho lde ldefensa. l 
4.7.5 Derecho a ser asistido por un abogado y de comunicarse libremente y en 
privado con él.  
Estamos lfrente la lderecho lde lconfiguración llegal. lEsta lreconocido lcomo 
lmanifestación ldel lderecho la lla ldefensa lpor ldiversos linstrumentos linternacionales lde 
lderechos lhumanos lque lprotegen la lla lpersona. lEl lConvenio lEuropeo lde lDerechos 
lHumanos len lel lartículo l6.3.c, lestablece (CEDDHH, 1953): l 
“Todo lacusado ltiene lderecho la ldefenderse lpor lsí lmismo lo la lser lasistido lpor lun ldefensor lde lsu 
lelección”. l 
Por lotro llado, lel lartículo l14.3.d, ldel lPacto lInteramericano lde lDerechos lCiviles ly 
lPolíticos lestablece lque ltoda lpersona lacusada ltiene lderecho la lplena ligualdad (PIDCP, 
1966): 
“a lhallarse lpresente len lel lproceso ly la ldefenderse lpersonalmente lo lser lasistida lpor lun ldefensor 
lde lsu lelección, la lser linformada, lsi lno ltuviera ldefensor, ldel lderecho lque lle lasiste la ltenerlo, ly 
lsiempre lque lel linterés lde lla ljusticia llo lexija, la lque lse lle lnombre ldefensor lde loficio, 
lgratuitamente, lsi lcareciere lde lmedios lsuficientes lpara lpagarlo”. 
La lConvención lAmericana lde lDerechos lHumanos lreconoce lel lderecho la lla 
ldefensa lpersonal lo la lser lasistido lpor lun ldefensor la lelección, len lsu ldefecto lpuede lacceder 
la lasistencia llegal lgratuita lprovista lpor lel lEstado. l 
Del lcontenido lde llas lnormas linternacionales lse lentiende lque lla laplicación lde leste 
lderecho lse llimita lal lámbito lpenal. lAhora lbien, lla lCorte lha lseñalado lque llas ldebidas 
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lgarantías lprocesales lse laplican ltambién la lotras lmaterias, lciviles, llaborales lo lde lcualquier 
lotro ltipo, lpor llo ltanto, ltambién lse lgoza lde ldebido lproceso len lesas lmaterias. 
El lComité lde lDerechos lHumanos lha lsentado lque leste lderecho lsupone lla 
lposibilidad lque ltiene lel ldefensor lpara lcomunicarse lcon lel lacusado len lcondiciones lde 
lconfidencialidad, lpudiendo lasesorarlo ly lrepresentarlo lde lconformidad lcon lsu lcriterio 
lprofesional ly lel lordenamiento ljurídico lestablecido, lsin lrestricción lalguna lpresión lo 
lindebida linjerencia. 
4.7.6 Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el Tribunal 
y obtener la comparecencia como testigos o peritos y de otras personas que 
puedan dar luz sobre los hechos. 
Reconocido lpor lel lPacto lInteramericano lde lDerechos lCiviles ly lPolíticos len lel 
lartículo l14.3.e, lconfiere la ltoda lpersona lel lderecho la (PIDCP, 1966): 
 l“interrogar lo lhacer linterrogar la llos ltestigos lde lcargo ly la lobtener lla lcomparecencia lde llos 
ltestigos lde ldescargo ly lque lestos lsean linterrogados len llas lmismas lcondiciones lque llos ltestigos 
lde lcargo”. 
Estamos lante lun lderecho lmuy limportante, lteniendo len lcuenta lque lpermite lal 
linvolucrado len lun lproceso, lcontradecir ly lrecurrir la ldiversos lmedios len lel lejercicio lde lsu 
lderecho ldefensa, lya lsea lmediante lla lconcurrencia lde ltestigos lo lperitos, lque laportaran 
lelementos lque lbuscaran lesclarecer ltodos llos lhechos limputados ly llograr luna ldecisión 
ljusta. 
Ahora lbien, lla ldoctrina lconsolidada lpor lla lCorte, ly lque lse laprecia len lel lcaso 
lCanese, lha ldeterminado lque leste lderecho lle lfue lrestringido lal limpedir lque ltestigos, 
lperitos ly lotras lpersonas lpuedan lcomparecer lpara lesclarecer llos lhechos. 
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Asimismo, len lel lcaso lCantoral lBenavides lcontra lPerú, lla lCorte ldejo lsentado lque 
lel labogado ldefensor lno ltuvo lderecho la lque lse lpractiquen ldiligencias lprobatorias lbásicas 
lcon lla lfinalidad lde lgarantizar lla lcorrecta ldefensa ldel lacusado, lal lno lconseguir lque lse 
lrealizara luna lconfrontación lentre lpruebas lpericiales llo lque liba la lpermitir lesclarecer llas 
lcontradicciones lque larrojaron lanteriores lperitajes lgrafo ltécnicos lpresentados. 
En lla lcontienda lCastillo lPetruzzi lcontra lPerú lse lseñaló lque lel lderecho la 
linterrogar la llos ltestigos lque ldieron lfundamento la lla lacusación lcontra llas laparentes 
lvíctimas, lno lfue lposible ldebido la lla llegislación laplicada lal lcaso, lya lque lesta lprohibía 
linterrogar la llos lagentes lde lla lPolicía lNacional ldel lPerú ly ldel lEjercito ldel lPerú lque lhayan 
lparticipado len llas ldiligencias lde lla linvestigación. lOtro laspecto lrelevante ltiene lque lver 
lcon lla lfalta lde lparticipación lde lla ldefensa len lel lmomento lde lla ldeclaración ldel lacusado 
lhaciendo lque lno lse lpudiera lejercer luna lefectiva lcontradicción la llas lpruebas lde lcargo ly 
lque lconstan len lel latestado lpolicial. l 
Para lque leste lderecho lsea lefectivo les lnecesario lque lse lotorgue lal lacusado ly la lsu 
labogado llas lcondiciones lnecesarias lpara lejercitar leste lderecho, lasí lcomo ltiempo 
lsuficiente ly loportuno. lTambién lconstituye lparte lde lesa lefectividad lla linexistencia lde 
llimitaciones la lla llabor ldel labogado ldefensor, lni lningún ltipo lde lpresión lcontra lellos, ly, 
lque llos ltestigos lde ldescargo lsean ltratados lbajo llas lmismas lcondiciones lque llos ltestigos 
lde lcargo. l 
Admitir lo ldenegar lla lpresencia lde ltestigos lo lperitos les luna latribución lde lquien 
ladministra ljusticia, lde lahí lla limportancia lde lno lolvidar laplicar lel lprincipio lde ligualdad 
lde lcondiciones ly lequidad lpor lparte lde llos ljueces. l 
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CAPITULO V:  LA CORTE IDH Y EL JUICIO Y ANTEJUICIO 
POLITICO, EL CASO TRIBUNAL CONSTITUCIONAL CONTRA 
PERÚ 
5.1  La aplicación del control de convencionalidad a propósito del estándar 
interamericano fijado por la corte sobre debido proceso en juicio político y 
antejuicio político a la luz de la sentencia del Tribunal Constitucional contra el 
Perú. 
5.1.1 El control de convencionalidad 
5.1.1.1 Concepto 
La lprimera laproximación la llo lque lconocemos lcomo l“control lde 
lconvencionalidad” lfue lhecha lpor lSergio lGarcía lRamírez, len lel lvoto lconcurrente 
lrazonado ldel lcaso lMyrna lMack lversus lGuatemala l(Corte lIDH, l2003): 
“También les linteresante, la lmi ljuicio, lformular lalgunas lconsideraciones lsobre lla lcontradicción 
lo lpor llo lmenos lla ldiscrepancia lque len locasiones lexiste lentre lciertas ldeclaraciones ldel lEstado, 
lformuladas lpor lconducto lde lrepresentantes lcalificados lpara lemitirlas, ly llas lposibles 
ldeclaraciones lque lhagan lotros lórganos, la llos lque lla llegislación linterna latribuye lcompetencia 
lpara lresolver lcuestiones lcontenciosas. lEsto, lvisto ldesde lel lángulo ldel lDerecho lnacional, 
lresponde lal lprincipio lde lseparación lde lpoderes, lque lasigna la lcada luno lde léstos ldeterminadas 
lfacultades lespecíficas, lque llos lotros lno lpueden lasumir lo lsustituir. lEmpero, leste lasunto 
lrequiere lprecisiones ldesde lel lángulo ldel lDerecho linternacional, lde lla lresponsabilidad 
linternacional ldel lEstado ly lde llas latribuciones lresolutivas lde lun ltribunal linternacional, lque lson 
linatacables l--cuando lasí llo ldispone lla lnorma linternacional lsoberanamente lreconocida lpor lel 
lEstado lparte len lun ltratado, lcomo len lefecto lsucede la lla lluz lde lla lConvención lAmericana-- ly 
ldeben lser lcumplidas lpor laquél, len lmérito lde lsus lcompromisos lconvencionales. l 
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Para llos lefectos lde lla lConvención lAmericana ly ldel lejercicio lde lla ljurisdicción lcontenciosa lde 
lla lCorte lInteramericana, lel lEstado lviene la lcuentas len lforma lintegral, lcomo lun ltodo. lEn leste 
lorden, lla lresponsabilidad les lglobal, latañe lal lEstado len lsu lconjunto ly lno lpuede lquedar lsujeta la 
lla ldivisión lde latribuciones lque lseñale lel lDerecho linterno. lNo les lposible lseccionar 
linternacionalmente lal lEstado, lobligar lante lla lCorte lsólo la luno lo lalgunos lde lsus lórganos, 
lentregar la léstos lla lrepresentación ldel lEstado len lel ljuicio l--sin lque lesa lrepresentación 
lrepercuta lsobre lel lEstado len lsu lconjunto-- ly lsustraer la lotros lde leste lrégimen lconvencional lde 
lresponsabilidad, ldejando lsus lactuaciones lfuera ldel l“control lde lconvencionalidad” lque ltrae 
lconsigo lla ljurisdicción lde lla lCorte linternacional”. 
 
En lel lcaso lTibi lversus lEcuador l(Corte lIDH, l2004) lel ljuez linteramericano lSergio 
lGarcía lRamírez linsistiría len laproximarse lal lconcepto ldel l“control lde 
lconvencionalidad”, lbajo lel lsiguiente lsupuesto: 
“Como lse lha ldicho lcon lfrecuencia, lla ljurisdicción linteramericana lno les lni lpretende lser luna 
lnueva ly lúltima linstancia len lel lconocimiento lque lse linicia ly ldesarrolla lante llos lórganos 
lnacionales. lNo ltiene la lsu lcargo lla lrevisión lde llos lprocesos linternos, len lla lforma len lque lésta lse 
lrealiza lpor llos lórganos ldomésticos. lSu ldesignio les lotro: lconfrontar llos lactos ly llas lsituaciones 
lgenerados len lel lmarco lnacional lcon llas lestipulaciones lde llos ltratados linternacionales lque 
lconfieren la la lla lCorte lcompetencia len lasuntos lcontenciosos, lseñaladamente lla lConvención 
lAmericana lsobre lDerechos lHumanos, lpara lestablecer, la lpartir lde lahí, lorientaciones lque 
lposean lamplio lvalor lindicativo lpara llos lEstados lpartes len lla lConvención, lademás lde lla 
leficacia lpreceptiva l– lcarácter lvinculante lde lla lsentencia, lcomo lnorma ljurídica 
lindividualizada- lque ltienen lpara lel lEstado lque lfigura lcomo lparte lformal ly lmaterial len lun 
lproceso”. 
“En lcierto lsentido, lla ltarea lde lla lCorte lse lasemeja la lla lque lrealizan llos ltribunales 
lconstitucionales. lEstos lexaminan llos lactos limpugnados l– ldisposiciones lde lalcance lgeneral l– la 
lla lluz lde llas lnormas, llos lprincipios ly llos lvalores lde llas lleyes lfundamentales. lLa lCorte 
lInteramericana, lpor lsu lparte lanaliza llos lactos lque lllegan la lsu lconocimiento len lrelación lcon 
lnormas, lprincipios ly lvalores lde llos ltratados len llos lque lfunda lsu lcompetencia lcontenciosa. 
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lDicho lde lotra lmanera, lsi llos ltribunales lconstitucionales lcontrolan lla l“constitucionalidad”, lel 
ltribunal linternacional lde lderechos lhumanos lresuelve lacerca lde lla l“convencionalidad” lde lesos 
lactos. lA ltravés ldel lcontrol lde lconstitucionalidad, llos lórganos linternos lprocuran lconformar lla 
lactividad ldel lpoder lpúblico l– ly l– leventualmente, lde lotros lagentes lsociales l– lal lorden lque 
lentraña lel lEstado lde lDerecho len luna lsociedad ldemocrática. lEl ltribunal linteramericano, lpor lsu 
lparte, lpretende lconformar lesa lactividad lal lorden linternacional lacogido len lla lconvención 
lfundadora lde lla ljurisdicción linteramericana laceptado lpor llos lEstados lparte len lejercicio lde lsu 
lsoberanía”. l 
Sin lembargo, len lla lsentencia ldel lcaso lAlmonacid lArellano lversus lChile l(Corte 
lIDH, l2006) lpor lvez lprimera, lla lCorte lIDH ldelinearía llos lcontornos ldel lControl lde 
lConvencionalidad: l 
“La lCorte lconsciente lque llos ljueces ly ltribunales linternos lestán lsujetos lal limperio lde lla lley ly, 
lpor lello, lestán lobligados la laplicar llas ldisposiciones len lel lordenamiento ljurídico. lPero lcuando 
lun lEstado lha lratificado lun ltratado linternacional lcomo lla lConvención lAmericana, lsus ljueces, 
lcomo lparte ldel laparato ldel lEstado, ltambién lestán lsometidos la lella, llo lque lles lobliga la lvelar 
lporque llos lefectos lde llas ldisposiciones lde lla lConvención lno lse lvean lmermadas lpor lla 
laplicación lde lleyes lcontrarias la lsu lobjeto ly lfin, ly lque ldesde lun linicio lcarecen lde lefectos 
ljurídicos. lEn lotras lpalabras, lel lPoder lJudicial ldebe lejercer luna lespecie lde l“control lde 
lconvencionalidad” lentre llas lnormas ljurídicas linternas lque laplican len llos lcasos lconcretos ly lla 
lConvención lAmericana lsobre lDerechos lHumanos. lEn lesta ltarea, lel lPoder lJudicial ldebe ltener 
len lcuenta lno lsolamente lel ltratado, lsino ltambién lla linterpretación lque ldel lmismo lha lhecho lla 
lCorte lInteramericana, lintérprete lúltima lde lla lConvención lAmericana”. 
5.1.1.2 Titulares de la competencia 
Acerca lde lla ltitularidad lde lla lcompetencia lde lejercer lel lcontrol lde 
lconvencionalidad, ldentro ldel lordenamiento ljurídico ly lprocesal lcorrespondiente, 
lcorresponde la ltoda lautoridad lpública, lespecialmente lpara llos ljueces ly ltribunales. lAsí llo 
ltiene ldeclarado lla lCorte lIDH len lla lsentencia ldel lcaso lTrabajadores ldel lCongreso lde lla 
lRepública lversus lPerú l(Corte lIDH, l2006): 
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“Cuando lun lEstado lha lratificado lun ltratado linternacional lcomo lla lConvención lAmericana, lsus 
ljueces ltambién lestán lsometidos la lella, llo lque lles lobliga la lvelar lporque lel lefecto lútil lde lla 
lConvención lno lse lvea lmermado lo lanulado lpor lla laplicación lde lleyes lcontrarias la lsus 
ldisposiciones, lobjeto ly lfin. lEn lotras lpalabras, llos lórganos ldel lPoder lJudicial ldeben lejercer lno 
lsólo lun lcontrol lde lconstitucionalidad, lsino ltambién l“de lconvencionalidad” lex lofficio lentre llas 
lnormas linternas ly lla lConvención lAmericana, levidentemente len lel lmarco lde lsus lrespectivas 
lcompetencias ly lde llas lregulaciones lprocesales lcorrespondientes. lEsta lfunción lno ldebe lquedar 
llimitada lexclusivamente lpor llas lmanifestaciones lo lactos lde llos laccionantes len lcada lcaso 
lconcreto, launque ltampoco limplica lque lese lcontrol ldeba lejercerse lsiempre, lsin lconsiderar lotros 
lpresupuestos lformales ly lmateriales lde ladmisibilidad ly lprocedencia lde lese ltipo lde lacciones”. 
5.1.1.3 Carácter de la competencia 
En lorden lal lde lejercicio lde llas lcompetencias, léstas lpueden lser lfacultativas lu 
lobligatorias, lcomo llo lestablece lla lteoría lgeneral ldel lderecho. lA lpartir lde llas 
ldeclaraciones lde lla lCorte lIDH, lse ltiene lque lla lcompetencia lde lverificar lla 
lcompatibilidad lde llas lnormas, lla ldoctrina lconsolidada lde lla lCorte lIDH ly lotros ltratados 
linternacionales lsobre lderechos lhumanos, lejerciendo lel lcontrol lde lconvencionalidad, 
lposee lcarácter loficioso lpara ltoda lautoridad lpública, lespecialmente lpara llos ljueces ly 
ltribunales. lEllo lresulta len luna lobligación lde ltoda lautoridad lpública len lel lámbito lde lsus 
lcompetencias. lAsí llas lcosas, lel lcontrol lde lconvencionalidad lestá lconfigurado lcomo luna 
lcompetencia lde lejercicio lobligatorio, lcomo lse ldeduce lde llo lque lexpresa lla lCorte lIDH len 
lla lsentencia ldel lCaso lCabrera lGarcía ly lMontiel lFlores lVs. lMéxico l(Corte lIDH, l2010): 
“Este lTribunal lha lestablecido len lsu ljurisprudencia lque les lconsciente lde lque llas lautoridades 
linternas lestán lsujetas lal limperio lde lla lley ly, lpor lello, lestán lobligadas la laplicar llas 
ldisposiciones lvigentes len lel lordenamiento ljurídico. lPero lcuando lun lEstado les lparte lde lun 
ltratado linternacional lcomo lla lConvención lAmericana, ltodos lsus lórganos, lincluidos lsus ljueces, 
ltambién lestán lsometidos la laquel, llo lcual lles lobliga la lvelar lpor lque llos lefectos lde llas 
ldisposiciones lde lla lConvención lno lse lvean lmermados lpor lla laplicación lde lnormas lcontrarias 
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la lsu lobjeto ly lfin. lLos ljueces ly lórganos lvinculados la lla ladministración lde ljusticia len ltodos llos 
lniveles lestán len lla lobligación lde lejercer lex lofficio lun l“control lde lconvencionalidad” lentre llas 
lnormas linternas ly lla lConvención lAmericana, levidentemente len lel lmarco lde lsus lrespectivas 
lcompetencias ly lde llas lregulaciones lprocesales lcorrespondientes. lEn lesta ltarea, llos ljueces ly 
lórganos lvinculados la lla ladministración lde ljusticia ldeben ltener len lcuenta lno lsolamente lel 
ltratado, lsino ltambién lla linterpretación lque ldel lmismo lha lhecho lla lCorte lInteramericana, 
linterprete lúltima lde lla lConvención lAmericana” 
5.1.1.4 Parámetro de control y ejercicio de la competencia 
En lel lcaso lByce ly lotros lvs. lBarbados l(Corte lIDH, l2007), lla lCorte lInteramericana 
ldeja lsentado lque: 
“La lCorte lobserva lque lel lCJCP l[Comité lJudicial ldel lConsejo lPrivado] lllegó la lla lconclusión 
lmencionada lanteriormente la ltravés lde lun lanálisis lpuramente lconstitucional, len lel lcual lno lse 
ltuvo len lcuenta llas lobligaciones lque ltiene lel lEstado lconforme la lla lConvención lAmericana ly 
lsegún lla ljurisprudencia lde lesta lCorte. lDe lacuerdo lcon lla lConvención lde lViena lsobre lla lLey lde 
lTratados, lBarbados ldebe lcumplir lde lbuena lfe lcon lsus lobligaciones lbajo lla lConvención 
lAmericana ly lno lpodrá linvocar llas ldisposiciones lde lsu lderecho linterno lcomo ljustificación lpara 
lel lincumplimiento lde ldichas lobligaciones lconvencionales. lEn lel lpresente lcaso, lel lEstado lestá 
lprecisamente linvocando ldisposiciones lde lsu lderecho linterno la ltales lfines. l 
El lanálisis ldel lCJCP lno ldebería lhaberse llimitado la levaluar lsi lla lLDCP l[Ley lde lDelitos ldel 
lEstado lcontra lla lPersona] lera linconstitucional. lMás lbien, lla lcuestión ldebería lhaber lgirado len 
ltorno la lsi lla lley ltambién lera l“convencional”. lEs ldecir, llos ltribunales lde lBarbados, lincluso lel 
lCJCP ly lahora lla lCorte lde lJusticia ldel lCaribe, ldeben ltambién ldecidir lsi lla lley lde lBarbados 
lrestringe lo lviola llos lderechos lreconocidos len lla lConvención. lEn leste lsentido, lla lCorte lha 
lafirmado, len lotras locasiones, lque l[:] lel lPoder lJudicial ldebe lejercer luna lespecie lde l“control lde 
lconvencionalidad” lentre llas lnormas ljurídicas linternas l[…] ly lla lConvención lAmericana lsobre 
lDerechos lHumanos. lEn lesta ltarea, lel lPoder lJudicial ldebe ltener len lcuenta lno lsolamente lel 
ltratado, lsino ltambién lla linterpretación lque ldel lmismo lha lhecho lla lCorte lInteramericana, 
lintérprete lúltima lde lla lConvención lAmericana. 
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En lconcordancia lcon llo lexpuesto, lla lCorte lha lexpresado len lotras loportunidades lque luna 
l“cláusula lde lexclusión” lque lse lencontraba len lla lConstitución lde lTrinidad ly lTobago ltenía lel 
lefecto lde lexcluir ldel lescrutinio ljudicial lciertas lleyes, lque lde lotra lforma, lserian lviolatorias lde 
lderechos lfundamentales. lDe lmanera lsimilar, len lel lpresente lcaso, lel lartículo l26 lde lla 
lConstitución lde lBarbados lles lniega la lsus lciudadanos len lgeneral, ly la llas lpresuntas lvíctimas len 
lparticular, lel lderecho lde lexigir lprotección ljudicial lcontra lviolaciones lal lderecho la lla lvida. lEn 
lese lsentido, la lla lluz lde lla ljurisprudencia lde lla lCorte ly len ltanto lque lel lartículo l26 lde lla 
lConstitución lde lBarbados limpide lel lescrutinio ljudicial lsobre lel lartículo l2 lde lla lLey lde lDelitos 
lcontra lla lPersona, lque la lsu lvez les lviolatoria ldel lderecho la lno lser lprivado larbitrariamente, lde 
lla lvida, lla lCorte lconsidera lque lel lEstado lno lha lcumplido lcon lel ldeber lestablecido len lel 
lartículo l2 lde lla lConvención len lrelación lcon llos lartículos l1.1, l4.1, l4.2 ly l25.1 lde ldicho 
linstrumento” 
El lparámetro lde lcontrol lestá lconformado, lentonces, lno lsólo lpor lel ltratado len 
lcuestión, lsino ltambién lpor lla ljurisprudencia lque lemitió lla lCorte lInteramericana ly ldemás 
ltratados lde llos lque lun lestado les lparte lsignataria. l 
5.1.1.5 Efectos ldel lejercicio lde lla lcompetencia 
En lcuanto la llos lefectos lderivados ldel lejercicio lde lla lcompetencia lde lcontrol lde 
lconvencionalidad, lresulta limportante lel lvoto lrazonado ldel lmagistrado lEduardo lFerrer 
lMac-Gregor lPoisot len lel lcaso lCabrera lGarcía ly lMontiel lFlores lversus lMéxico l l(Corte 
lIDH, l2010), len lel lcual lestablece lcuales lson llos lgrados lde lintensidad ldel lcontrol lde 
lconvencionalidad, lveamos: l 
“En lefecto, lla lprecisión lde lla ldoctrina lrelativa la lque llos ljueces ldeben lrealizar l“de loficio” lel 
lcontrol lde lconvencionalidad l“evidentemente len lel lmarco lde lsus lrespectivas lcompetencias ly lde 
llas lregulaciones lprocesales lcorrespondientes”, lno lpuede linterpretarse lcomo llimitante lpara 
lejercer lel l“control ldifuso lde lconvencionalidad”, lsino lcomo luna lmanera lde l“graduar” lla 
lintensidad ldel lmismo. lEsto les lasí, ldebido la lque leste ltipo lde lcontrol lno limplica lnecesariamente 
loptar lpor laplicar lla lnormativa lo ljurisprudencia lconvencional ly ldejar lde laplicar lla lnacional, 
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lsino limplica lademás ly len lprimer llugar, ltratar lde larmonizar lla lnormativa linterna lcon lla 
lconvencional, la ltravés lde luna l“interpretación lconvencional” lde lla lnorma lnacional. 
Así, len llos lllamados lsistemas l“difusos” lde lcontrol lde lconstitucionalidad ldonde ltodos llos ljueces 
ltienen lcompetencia lpara ldejar lde laplicar luna lley lal lcaso lconcreto lpor lcontravenir lla 
lConstitución lnacional, lel lgrado lde l“control lde lconvencionalidad” lresulta lde lmayor lalcance, 
lal ltener ltodos llos ljueces lnacionales lla latribución lde linaplicar lla lnorma linconvencional. lEste 
lsupuesto les lun lgrado lintermedio lde l“control”, lque loperará lsólo lsi lno lexiste luna lposible 
l“interpretación lconforme” lde lla lnormatividad lnacional lcon lel lPacto lde lSan lJosé l(o lde 
lalgunos lotros ltratados linternacionales lcomo lveremos lmás ladelante) ly lde lla ljurisprudencia 
lconvencional. lA ltravés lde lesta l“interpretación lconforme” lse lsalva lla l“convencionalidad” lde 
lla lnorma linterna. lEl lgrado lde lintensidad lmáximo ldel l“control lde lconvencionalidad” lse lpuede 
lrealizar lpor llas laltas ljurisdicciones lconstitucionales l(normalmente llos lúltimos lintérpretes 
lconstitucionales len lun ldeterminado lsistema ljurídico) lque lgeneralmente ltienen lademás lla 
lfacultad lde ldeclarar lla linvalidez lde lla lnorma linconstitucional lcon lefectos lerga lomnes. lSe ltrata 
lde luna ldeclaración lgeneral lde linvalidez lpor lla linconvencionalidad lde lla lnorma lnacional. 
En lcambio, lel lgrado lde lintensidad ldel l“control ldifuso lde lconvencionalidad” ldisminuirá len 
laquellos lsistemas ldonde lno lse lpermite lel l“control ldifuso lde lconstitucionalidad” ly, lpor 
lconsiguiente, lno ltodos llos ljueces ltienen lla lfacultad lde ldejar lde laplicar luna lley lal lcaso 
lconcreto. lEn lestos lcasos les levidente lque llos ljueces lque lcarecen lde ltal lcompetencia, lejercerán 
lel l“control ldifuso lde lconvencionalidad” lcon lmenor lintensidad, lsin lque lello lsignifique lque lno 
lpuedan lrealizarlo l“en lel lmarco lde lsus lrespectivas lcompetencias”. lLo lanterior limplica lque lno 
lpodrán ldejar lde laplicar lla lnorma l(al lno ltener lesa lpotestad), ldebiendo, len ltodo lcaso, lrealizar 
luna l“interpretación lconvencional” lde lla lmisma, les ldecir, lefectuar luna l“interpretación 
lconforme”, lno lsólo lde lla lConstitución lnacional, lsino ltambién lde lla lConvención lAmericana ly 
lde lla ljurisprudencia lconvencional. lEsta linterpretación lrequiere luna lactividad lcreativa lpara 
llograr lla lcompatibilidad lde lla lnorma lnacional lconforme lal lparámetro lconvencional ly lasí 
llograr lla lefectividad ldel lderecho lo llibertad lde lque lse ltrate, lcon llos lmayores lalcances lposibles 
len ltérminos ldel lprincipio lpro lhomine. 
En lefecto, lal lrealizarse lel l“examen lde lcompatibilidad lconvencional”, lel ljuez lnacional ldebe 
lsiempre laplicar lel lprincipio lpro lhomine l(previsto len lel lartículo l29 ldel lPacto lde lSan lJosé), lque 
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limplica, linter lalia, lefectuar lla linterpretación lmás lfavorable lpara lel lefectivo lgoce ly lejercicio lde 
llos lderechos ly llibertades lfundamentales;50 lpudiendo lincluso loptar lpor lla linterpretación lmás 
lfavorable len lcaso lde laplicabilidad lde lla lConvención lAmericana ly lotros ltratados 
linternacionales lsobre lderechos lhumanos. 
En lcaso lde lincompatibilidad labsoluta, ldonde lno lexista l“interpretación lconvencional” lposible, 
lsi lel ljuez lcarece lde lfacultades lpara ldesaplicar lla lnorma, lse llimitará la lseñalar lla 
linconvencionalidad lde lla lmisma lo, len lsu lcaso, l“plantear lla lduda lde linconvencionalidad” lante 
lotros lórganos ljurisdiccionales lcompetentes ldentro ldel lmismo lsistema ljurídico lnacional lque 
lpuedan lejercer lel l“control lde lconvencionalidad” lcon lmayor lintensidad. lAsí, llos lórganos 
ljurisdiccionales lrevisores ltendrán lque lejercer ldicho l“control” ly ldesaplicar lla lnorma lo lbien 
ldeclarar lla linvalidez lde lla lmisma lpor lresultar linconvencional”. 
5.2 El caso Tribunal Constitucional contra Perú 
Alberto lFujimori lasumió lla lpresidencia ldel lPerú lel l28 lde ljulio lde l1990, 
lencontrándose lvigente lla lConstitución lde l1979, ldebía lejercer lel lcargo lde lpresidente lpor lcinco 
laños, lconforme lal lartículo l205 lde lla lConstitución lque limpedía lla lreelección lpresidencial 
linmediata. lEl l5 lde labril lde l1992, lel lpresidente lFujimori ldisuelve lel lCongreso lde lla lRepública, lel 
lTribunal lde lGarantías lConstitucionales ly ldestituyó la ljueces lde lla lCorte lSuprema lde lJusticia, 
lconvoco la lun lCongreso lConstituyente lDemocrático l(una lsuerte lde lAsamblea lConstituyente) lla 
lcual lredacto luna lnueva lConstitución, lpor lmedio lde lreferéndum. l lLa lnueva lConstitución 
lestablecía len lsu lartículo l112 lque: l“El lmandato lpresidencial les lde lcinco laños. lEl lPresidente 
lpuede lser lreelegido lde linmediato lpara lun lperiodo ladicional. lTranscurrido lotro lperiodo 
lconstitucional, lcomo lmínimo, lel lexpresidente lpuede lvolver la lpostular, lsujeto la llas lmismas 
lcondiciones”. 
El lpresidente lFujimori linscribió lsu lcandidatura lpara llas lelecciones lgenerales lde 
l1995, ly lesta lfue ltachada lpor lel lJurado lNacional lde lElecciones, lsin lembargo, lel lente lde 
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ladministración lelectoral lresolvió lque, len lesa lelección, lFujimori lestaba lejerciendo lel lderecho la 
lla lreelección lconsagrado len lla lConstitución lde l1993. l 
Alberto lFujimori lobtuvo luna lamplia lmayoría ly lfue lreelecto, lasí llas lcosas, lse 
lconforma lun lnuevo lTribunal lConstitucional len l1996, lel lcual llo lintegraba lRicardo lNugent, 
lManuel lAguirre lRoca, lGuillermo lRey lTerry, lLuis lGuillermo lDíaz lValverde, lFrancisco lJavier 
lAcosta lSánchez, lJosé lGarcía lMarcelo ly lDelia lRevoredo lMarsano. 
El l23 lde lagosto lde l1996, lel lPresidente lde lla lRepública lpromulgo lla lLey lN° 
l26657, ltambién lllamada lLey lde linterpretación lauténtica, lpues lbuscaba linterpretar lel lartículo 
l112 lde lla lConstitución lvigente, lesta linterpretación lconcluía lque lla lreelección lpresidencial lse 
lrefería la lmandatos lpresidenciales lque liniciados lposterior la lla lpromulgación lde lla lConstitución 
lde l1993, ly lpor lconsiguiente len lel lcomputo lno lse lpodría ltomar len lcuenta lretroactivamente llos 
lperiodos lpresidenciales lanteriores la lla lentrada len lvigor lde lla lnueva lConstitución. l 
El lColegio lde lAbogados lde lLima lpresenta lel l29 lde lagosto lde l1996 luna ldemanda 
lde linconstitucionalidad lante lel lTribunal lConstitucional lpor lla lviolación lal lartículo l112 lde lla 
lConstitución lde l1993. l 
La laudiencia lse lrealizó lel l20 lde lnoviembre lde l1996, lcon lla lpresencia ldel lpleno len 
lsu lintegridad. lEl l27 lde ldiciembre lde l1996 lse ldiscutió lla linconstitucionalidad lde lla lcausa, 
ldecisión lque ldeclaraba lla linaplicación lde lla lnorma ly lno lsu linconstitucionalidad, lcon lcinco lvotos 
lfavor ly ldos len lcontra, linspirado len lel lcontrol ldifuso lamericano, lno lpodía ldeclararse 
linconstitucional lla lnorma, lpuesto lque lel lreglamento ldel lTribunal lConstitucional lestablecía lque 
lpara lesta ldeclaratoria lse lnecesitaba l6 lvotos. l 
Posteriormente lsucedieron lhechos lmuy lextraños, leste lproyecto lde lsentencia lque 
lhabía lsido lredactado lpor lel ltribuno lRey lTerry lhabía lsido lsustraído lpor lel ltribuno lGarcía 
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lMarcelo, len lsu ldefensa, leste lúltimo lrefirió lque lel lreferido ldocumento lprobaba lque lexistía luna 
lmaquinaria lque ltenía lcomo lobjeto limpedir lla lreelección lpresidencial. l l 
El l28 lde ldiciembre lde l1996, lGarcia lMarcelo ly lAcosta lSanchez, lenviaron luna 
lcarta lal lPresidente ldel lTribunal lConstitucional lmanifestando lsu ldisconformidad ly lexponiendo 
llas lpresuntas lirregularidades len llas lque lhabrían lincurrido llos lotros lmagistrados lcomo lparte lde 
lla ldecisión lde linaplicación lde lla lley lde linterpretación lauténtica. l 
El l2 lde lenero lde l1997, llos lmagistrados lNugente ly lDiaz lValverde lsolicitaron luna 
lnueva lvotación, lla lcual lse lrealizó lal ldía lsiguiente, len lese lacto, lestos ldos lmagistrados lse 
labstuvieron lde lvotar lpues largumentaron lque lhabrían ladelantado lopinión, lpor llo lque lretiraron 
lsus lfirmas, llos ltribunos lAcosta lSánchez ly lGarcía lMarcelo lse labstuvieron, lmientras lque lAguirre 
lRoca, lRevoredo lMarsano ly lRey lTerry lvotaron lpara ldeclarar lla linaplicación lde lla lley lde 
linterpretación lauténtica. l 
El l14 lde lenero lde l1997, l40 lcongresistas lenvían luna lcarta lal lPresidente ldel 
lTribunal lConstitucional lpor lla lcual lsolicitaban len lvirtud lde lla lacción lde lcumplimiento lque lla 
ldemanda lpresentada lpor lel lColegio lde lAbogados ldebía ldeclararse lfundada lo linfundada, ly lno 
lemitir luna ldeclaratoria lde linaplicabilidad, ldecisión lque lconstituía luna lmanifiesta lamenaza la llos 
lderechos lfundamentales ly lderechos lpolíticos lque lla lcarta lpolítica lcontempla. lLa lmencionada 
lcarta lfue lrechazada lpor lla lpresidencia ldel lTribunal lConstitucional, lpues lconsideraron lque 
lrepresentaba luna levidente lamenaza la lsu lindependencia ljurisdiccional. l 
El l15 lde lenero lde l1997, lDelia lRevoredo lMarsano lpresentó luna ldenuncia lal 
lCongreso lpor lla lsustracción lde ldocumentos ljurisdiccionales lya ladministrativos lde lsu ldespacho, 
lasí lcomo lde llas loficinas lde llos ltribunos lDíaz lValverde, lAguirre lRoca ly lRey lTerry. l l 
La lponencia lque lya lvenía ltiempo latrás ldebatiéndose, lse lvolvió la lvotar lel l16 lde 
lenero lde l1997, ldeclaro linaplicable lla lley lde linterpretación lauténtica, lpor ltres lvotos la lfavor ly lcon 
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llas labstenciones lde llos lotros l4 lmiembros. lPor lotro llado, lese lmismo ldía, llos ltribunos lAcosta 
lSánchez ly lGarcía lMarcelo lemitieron luna lsentencia lque ldeclaraba linfundada lla ldemanda. l 
El lColegio lde lAbogados lde lLima, len lcalidad lde ldenunciante lde lla 
linconstitucionalidad lsolicito lel l20 lde lenero lde l1997 luna laclaración lsobre lla lsentencia lemitida lel 
l16 lde lenero lde l1997. lAl ldía lsiguiente, llos ltres lmagistrados lque lsuscribieron lel lfallo 
lcomunicaron lal lColegio lde lAbogados lque lno lhabía llugar la lningún ltipo lde laclaración lsobre lel 
lfallo. l 
El lParlamento, lsegún llo ldispuesto lpor lel lartículo l97 lde lla lConstitución, l 
lconformó luna lComisión lInvestigadora lpara linvestigar llos lpresuntos lactos lde lhostigamiento ly 
lpresión lcontra lel lTribunal lConstitucional lsobre lla lbase lde llas ldenuncias lrealizadas lpor lla 
lmagistrada lRevoredo lMarsano, ldicha lComisión lestaba lpresidida lpor lla loficialista lMartha 
lHildebrandt. lEsta lcomisión lno lestaba lfacultada lpara lcuestionar lni linvestigar lninguna lde llas 
lsentencias ldictadas lpor lel lTribunal lConstitucional ly lle lotorgo l30 ldías lde lplazo. lEl lcual lfue 
lprorrogado lpor lel lmismo lplazo lde lacuerdo la lreglamento. l 
En lel lmes lde lmarzo lde l1997, lla lComisión lInvestigadora lsolicito la llos lmiembros 
ldel lTribunal lConstitucional lque lbrindaran lun linforme lescrito lsobre llo lacontecido, lseñalándose 
lque lrespecto la lla lsustracción ldel lproyecto la lquien lfue lasesora lde lDelia lRevoredo. 
Esta lComisión lInvestigadora lrecibió llos ltestimonios lde llos lmagistrados 
lRevoredo lMarsano, lAguirre lRoca, lRey lTerry ly lNugent lrespecto la llas ldenuncias lpresentadas 
lpor lla lmagistrada lRevoredo, lposteriormente ltras lrecibir llas ldeclaraciones lde llos lmagistrados 
lAcosta lSánchez ly lGarcía lMarcelo, lla linvestigación ldio lun lgiro ly lse lempezó la linvestigar llas 
lpresuntas lirregularidades lque lse lpresentaron len lel lTribunal lConstitucional ly lacordó linvestigar 
llas lpresuntas lirregularidades lque lse lhabían lpresentado len lla laclaración lsobre lla lsentencia lde lla 
lley lde linterpretación lauténtica. l 
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Dado leste lcambio, lno lse lle lles lpermitió la llos lmagistrados la llos lmagistrados 
lAguirre lRoca, lRey lTerry ly lRevoredo lMarsano lcontrainterrogar ly ltampoco lse lles lpermitió 
lpresentar ldescargos. l 
Con lfecha l5 lde lmayo lde l1997, lla lComisión lInvestigadora lpresento lante lla 
lComisión lPermanente ldenuncia lconstitucional lcontra llos lmagistrados lAguirre lRoca, lRey lTerry 
ly lRevoredo lMarsano, ldenuncia len lla lque lse lles limputaba lhaber linfringido lla lConstitución lal 
lpresentar luna lponencia ly laprobarla lpor lel lpleno ldel lTribunal lConstitucional lcomo lsi lesta lfuera 
luna lsentencia lya ldiscutida, lademás lde lhaber lemitido luna lresolución la lnombre ldel lTribunal 
lConstitucional lsobre lun lrecurso lde laclaración lsolicitado lpor lel lColegio lde lAbogados lde lLima. l 
La lComisión lPermanente ldel lCongreso lde lla lRepublica ltuvo la lbien ldesignar luna 
lsub lcomisión lque ltendría lcomo lobjetivo lrevisarla lsolicitud lplanteada lde lacusación 
lconstitucional. lLa lSub lComisión lrequirió linforme la llos lseñores ltribunos lsobre llos lhechos 
lsuscitados ly lestablecieron lpara lello lun lplazo lde l48 lhoras. lLos ltribunos lcomunicación lque lel 
lplazo lque lse lles lhabía lconcedido lera lmuy lbreve, lasimismo, lindicador lque lellos lno lreconocían 
lcompetencia lde lesta lSub lComisión lpara lprocesarlos ly lque lpor lello lno lconcurrirían la lla 
linvitación la ldeclarar lante lella. l 
Vencidos llos lplazos lpara lque llos lmagistrados linvestigados lpresentaran lsus 
ldescargos, lel ldía l9 lde lmayo lde l1997, llos lmagistrados lremitieron la lla lpresidencia lde lla lSub 
lComisión lun lacta lde lfecha l14 lde lmarzo lde l1997 len lla lque lse lhacía lconstar lque lellos lfueron 
lexpresamente lautorizados lpara lexpedir lla lresolución laclaratoria lpor lla lcual leran lacusados. l 
El l14 lde lmayo lde l1997, lesta lSub lComisión lelevo ly lse largumentó lel linforme la lla 
lComisión lPermanente ldel lCongreso len lel lcual lse lrecomendaba lacusar lconstitucionalmente la 
llos lmagistrados. l 
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El l23 lde lmayo lde l1997, lla lComisión lPermanente ldel lCongreso lde lla lRepública 
lresolvió laprobar lpor lmayoría lel linforme ly lpropuso lal lPleno ldel lParlamento lla lsanción lde 
ldestitución lque lestablece lel lartículo l100 lde lla lConstitución, lpor lello lse ldesignó la ltres 
lcongresistas lpara lque lintegren lla lSub lComisión lAcusadora, lante leste lórgano lintervinieron llos 
labogados ldefensores lde llos lmagistrados lacusados. l 
El l28 lde lmayo lde l1997, lla lSub lComisión lencargada lde lacusar lpresento lante lel 
lPleno ldel lCongreso lde lla lRepública lla lacusación lconstitución ly lse lhabilito la llos labogados 
ldefensores lde llos lacusados lpara lque lestos lrealicen lsu ldefensa. lEn lesa lmisma lsesión, lel lmáximo 
lórgano ldel lParlamento lacordó ldestituir la llos lmagistrados lque lhabían lsido lacusados. l 
Días ldespués, llos lmagistrados ldestituidos lpresentaron lacciones lde lamparo lante 
lel lPoder lJudicial, llos lcuales lfueron ldeclarados linfundados lpor lla lSala lCorporativa lTransitoria 
lEspecializada len lDerechos lPúblico lde lla lCorte lSuperior lde lJusticia lel l9 lde lfebrero lde l1998. 
lActo lseguido, lel lTribunal lConstitucional lconfirmo ldichas lresoluciones, lquedando lfirmes. l 
El l30 lde ldiciembre lde l1997, lla lSala lde lDerecho lConstitucional ly lSocial lde lla 
lCorte lSuprema, lpronunciándose lsobre lla lacción lde lamparo lpresentada lpor lquien len lese 
lmomento lera lcongresista, lMartha lChávez lCossío, lesta lSala lseñalo lque lno lcorrespondía lal 
lTribunal lConstitucional laplicar lel lcontrol ldifuso ly lestableció lque lla lLey lde lInterpretación 
lAuténtica ldel lartículo l112 lde lla lConstitución lse lencontraba lvigente ly lsurtía lplenos lefectos. 
El l17 lde lnoviembre lde l2000, lel lCongreso lde lla lRepública lanulo llas lresoluciones 
lde ldestitución lde llos lmagistrados ly llos lrepuso len lsus lpuestos. l 
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5.2.1 Sobre las Garantías Judiciales (Artículo 8 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos) a la luz de la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos 
En lpalabras lde lla lCorte, len llos lfundamentos lexplicitados len lla lsentencia ldel 
lTribunal lConstitucional lcontra lPerú, lla lcorte lestableció llos llímites la llos lque lse 
lencuentra lsometido lel lEstado len lla laplicación lde lsu lpoder lsancionador, ldejando lmuy len 
lclaro, lque ltodo lestado lse lencuentra lobligado la lrespetar llos lderechos lque lse lencuentran 
lconsagrados len lla lConvención, lsobre lesto, lla lsentencia len lcuestión, lfija lel lprimer 
lestándar, leste les, l“el lestado ldebe lrespetar llos lderechos lcontenidos len lla lconvención 
lcuando laplica lsanciones”, lveamos lreferido lpor lla lCorte (Corte IDH, 2001): 
 
“El lrespeto la llos lderechos lhumanos lconstituye lun llímite la lla lactividad lestatal, llo lcual lvale 
lpara ltodo lórgano lo lfuncionario lque lse lencuentre len luna lsituación lde lpoder, len lrazón lde lsu 
lcarácter loficial, lrespecto lde llas ldemás lpersonas. lEs, lasí, lilícita ltoda lforma lde lejercicio lde 
lpoder lpúblico lque lviole llos lderechos lreconocidos lpor lla lConvención. lEsto les laún lmás 
limportante lcuando lel lEstado lejerce lsu lpoder lsancionatorio, lpues leste lno lsolo lpresupone lla 
lactuación lde llas lautoridades lcon lun ltotal lapego lal lorden ljurídico, lsino limplica lademás lla 
lconcesión lde llas lgarantías lmínimas ldel ldebido lproceso la ltodas llas lpersonas lque lse lencuentran 
lsujetas la lsu ljurisdicción, lbajo llas lexigencias lestablecidas len lla lConvención”. 
En lrelación lal lartículo l8 lde lla lConvención lAmericana, ldenominado lGarantías 
lJudiciales, lla lCorte lestableció len lla lmisma lsentencia, lque lel lrespeto la lestas lgarantías lno 
lsolo lse ldesenvuelve len llos lprocesos ljudiciales lestrictamente, lsino lque lsu leficacia lse 
ldespliega lante ltodo lproceso len lel lque lse laplicaran lsanciones lpor lparte ldel lestado, 
lreconociendo lque lla lactividad ljurisdiccional lno les lúnica ly lexclusiva ldel lPoder lJudicial, 
lveamos llo ldicho lpor lla lCorte (Corte IDH, 2001): 
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“Si lbien lel lartículo l8 lde lla lConvención lAmericana lse ltitula lGarantías lJudiciales, lsu laplicación 
lno lse llimita la llos lrecursos ljudiciales len lsentido lestricto, lsino lal lconjunto lde lrequisitos lque 
ldeben lobservarse len llas linstancias lprocesales la lefecto lde lque llas lpersonas lpuedan ldefenderse 
ladecuadamente lante lcualquier ltipo lde lacto lemanado ldel lEstado lque lpueda lafectar lsus 
lderechos. 
De lconformidad lcon lla lseparación lde lpoderes lpúblicos lque lexiste len lel lEstado lde lDerecho, lsi 
lbien lla lfunción ljurisdiccional lcompete leminentemente lal lPoder lJudicial, lotros lórganos lo 
lautoridades lpúblicas lpueden lejercer lfunciones ldel lmismo ltipo. l 
Es ldecir, lque lcuando lla lConvención lse lrefiere lal lderecho lde ltoda lpersona la lser loída lpor lun 
ljuez lo ltribunal lcompetente lpara lla ldeterminación lde lsus lderechos, lesta lexpresión lse lrefiere la 
lcualesquiera lautoridades lpúblicas, lsea ladministrativa, llegislativa, ljudicial, lque la ltravés lde lsus 
lresoluciones ldetermine lderechos ly lobligaciones lde llas lpersonas. l 
Por lla lrazón lmencionada, lesta lCorte lconsidera lque lcualquier lórgano ldel lEstado lque lejerza 
lfunciones lde lcarácter lmaterialmente ljurisdiccional, ltiene lla lobligación lde ladoptar 
lresoluciones lapegadas la llas lgarantías ldel ldebido lproceso llegal len llos ltérminos ldel lartículo l8 
lde lla lConvención lAmericana” 
Establece ltambién lel lderecho lque lse ltiene len lcualquier lprocedimiento, laun len lun 
lprocedimiento lde lcarácter lpolítico, lde lque lel ljuez lque lconocer lla lcausa, lse 
lpredeterminado lpor lley, limparcial le lindependiente len lsus ldecisiones, lveamos llo ldicho 
lpor lla lCorte (Corte IDH, 2001): 
 “En lcuanto lal lejercicio lde llas latribuciones ldel lCongreso lpara lllevar la lcabo lun ljuicio lpolítico, 
ldel lque lderivará lla lresponsabilidad lde lun lfuncionario lpúblico, lla lCorte lestima lnecesario 
lrecordar lque ltoda lpersona lsujeta la ljuicio lde lcualquier lnaturaleza lante lun lórgano ldel lEstado 
ldeberá lcontar lcon lla lgarantía lde lque ldicho lórgano lsea lcompetente, lindependiente le limparcial 
ly lactúe len llos ltérminos ldel lprocedimiento llegalmente lprevisto lpara lel lconocimiento ly lla 
lresolución ldel lcaso lque lse lle lsomete”. 
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También lreafirma lel lderecho lde ldefensa lde ltodo lacusado, lcomo llo ldijimos, laun 
len ltramites lseguidos len ljurisdicción lpolítica, lla lCorte lse lpronuncia (Corte IDH, 2001): 
“La lConstitución lpolítica ldel lPerú lestablece lel lderecho lde ldefensa lde lmanera lgeneral len lsu 
lartículo l2 linciso l23 ly, lespecíficamente, lpara lel lcaso lde lla ldestitución lde llos lmagistrados, 
lseñala len lsu lartículo l100, lpárrafo l2, lque lel lacusado ltiene lderecho, len leste ltrámite, la lla ldefensa 
lpor lsí lmismo ly lcon lla lasistencia lde labogado lante lla lComisión lPermanente ly lante lel lPleno ldel 
lCongreso” 
Sanciona lel lderecho la lser loído len lplena ligualdad lde lcondiciones, lestablece lla 
lCorte (Corte IDH, 2011): 
“Este lTribunal lha lseñalado lrecientemente lque llas lgarantías lestablecidas len lel lartículo l8 lde lla 
lConvención lAmericana lsuponen lque llas lvíctimas ldeben lcontar lcon lamplias lposibilidades lde 
lser loídas ly lactuar len llos lprocesos lrespectivos. lEn lel lcaso lsub ljudice lsucedieron llos lvicios 
lapuntados l(supra l80), llo lcual lno lpermitió la llos lmagistrados lcontar lcon lun lproceso lque 
lreuniera llas lgarantías lmínimas ldel ldebido lproceso lestablecidas len lla lConvención. lCon lello len 
lel lcaso len lestudio lse llimitó lel lderecho lde llas lvíctimas la lser loídas lpor lel lórgano lque lemitió lla 
ldecisión ly, lademás, lse lrestringió lsu lderecho la lparticipar len lel lproceso”. 
El lderecho la lser lnotificado lpreviamente, lcon ldetalle lde lla lacusación, ly lel lde 
lestablecer llos ltiempos lnecesarios lcon lla lfinalidad lque lel lacusado lpueda lpreparar lsu 
ldefensa, lla lCorte ltiene ldicho (Corte IDH, 2011): 
“En lcuanto lal lcambio len lel lobjeto lde lla lindagatoria lde lla lComisión lde lInvestigación, lello lno 
lsólo ltransgredió lel lmandato lexpreso ly lla lprohibición lde lrevisar llas lactuaciones 
ljurisdiccionales ldel ltribunal lde lgarantías lestablecidas lpor lel lCongreso, lsino lque lademás lsu 
lactuación lsupuso lque lse lviolentaran llas lmismas lnormas lde lprocedimiento linterno lque 
lgarantizaban lel lderecho lde ldefensa lde llas lsupuestas lvíctimas. lEn lcuanto la leste lúltimo lpunto, 
lel lartículo l88 linciso ld) ldel lReglamento ldel lCongreso lestablece lque l“[q]uienes lcomparezcan 
lante llas lComisiones lde lInvestigación ltienen lel lderecho lde lser linformados lcon lanticipación 
lsobre lel lasunto lque lmotiva lsu lconcurrencia. lPueden lacudir la lellas len lcompañía lde lun 
l[a]bogado”. lEvidentemente, lcuando llos lmagistrados lcomparecieron lante lla lComisión lde 
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lInvestigación, lsu lintervención lrespondía la llas ldenuncias lhechas lpor lla lmagistrada lRevoredo ly 
lno la llas lsupuestas lanomalías lque lse lprodujeron len lel lTribunal lConstitucional lcon locasión lde 
lla ladopción lde lla ldecisión ly laclaración lsobre lla lreelección lpresidencial, lrazón lpor lla lcual llos 
lmagistrados lno lpudieron lhacer lconocer lsu lpostura lcon lrespecto la leste lpunto. 
Lo lantedicho lprodujo lla lconsiguiente lrestricción ldel lderecho lde ldefensa lde llos lmagistrados 
lpara lpresentar llos ldescargos lcorrespondientes la llas limputaciones lque lse lpresentaban len lsu 
lcontra. lPor luna lparte, llos linculpados lno ltuvieron lconocimiento loportuno ly lcompleto lde llos 
lcargos lque lse lles lhacían ly lse lles llimitó lel lacceso lal lacervo lprobatorio. lEl lplazo lotorgado lpara 
lejercer lsu ldefensa lfue lextremadamente lcorto, lconsiderando lla lnecesidad ldel lexamen lde lla 
lcausa ly lla lrevisión ldel lacervo lprobatorio la lque ltiene lderecho lcualquier limputado. lPor lotra 
lparte, la llos lmagistrados linculpados lno lse lles lpermitió lcontrainterrogar la llos ltestigos len lcuyos 
ltestimonios lse lhabían lbasado llos lcongresistas lpara liniciar lel lprocedimiento lde lacusación 
lconstitucional ly lconcluir lcon lla lconsecuente ldestitución. 
De lconformidad lcon llos lcriterios lestablecidos lpor leste lTribunal, les levidente lque lel 
lprocedimiento lde ljuicio lpolítico lal lcual lfueron lsometidos llos lmagistrados ldestituidos lno 
laseguró la léstos llas lgarantías ldel ldebido lproceso llegal ly lno lse lcumplió lcon lel lrequisito lde lla 
limparcialidad ldel ljuzgador. lAdemás, lla lCorte lobserva lque, len llas lcircunstancias ldel lcaso 
lconcreto, lel lPoder lLegislativo lno lreunió llas lcondiciones lnecesarias lde lindependencia le 
limparcialidad lpara lrealizar lel ljuicio lpolítico lcontra llos ltres lmagistrados ldel lTribunal 
lConstitucional”. 
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CAPITULO VI:  EL ANTEJUICIO POLITICO EN EL PERU, LA 
EXPERIENCIA EN SEDE PARLAMENTARIA 
Para lel lanálisis lde leste lprocedimiento len lel lPerú, lhemos lescogido lel lseguido 
lcontra lel lex lContralor lGeneral lde lla lRepública, lquien lfue lsometido la leste lprocedimiento, la 
lcontinuación, lpasaremos la lexplicar ly lanalizar len ldetalle lel lcaso, lhaciendo lmención la llas 
lviolaciones lal ldebido lproceso lque lse lrealizaron la llo llargo lde lla lsustanciación lde leste 
lprocedimiento. L 
6.1 La propuesta del Poder Ejecutivo para designar Contralor General de la 
República a Edgar Arnold Alarcón Tejada. 
Mediante lla lResolución lSuprema lN° l111 l– l2016 l– lPCM ldel l30 lde lmayo lde l2016, 
lel lseñor lPresidente lde lla lRepública lpropuso lal lParlamento lNacional lla ldesignación lde lEdgar 
lArnold lAlarcón lTejada lcomo lContralor lGeneral lde lla lRepública. lAl ldía lsiguiente, l9 lde ljunio lde 
l2017, lfue lpublicada len lel ldiario loficial lEl lPeruano lla lResolución ldel lCongreso lN° l003- l2015 l– 
l2016 l– lCR, lpor lla lcual lse loficializo lla ldesignación lde lAlarcón lTejada lcomo lContralor lGeneral 
lde lla lRepública. 
6.2 La denuncia constitucional N° 8. 
6.2.1 La denuncia constitucional y los cargos levantados en ella. 
El l23 lde lagosto lde l2016, lmediante lescrito ldirigido lal lPresidente ldel lCongreso, 
lrecibido lel l26 lde lagosto lde l2016, lel lseñor lWalter lGrados lÁguila ldenuncio la lEdgar 
lArnold lAlarcón lTejada, lante lla lpresunta lcomisión lde llos ldelitos lde llavado lde lactivos, 
lestablecidos len lla lLey l27765 ly lsu lmodificatoria, lDecreto lLegislativo l1106, lnegociación 
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lincompatible, ltráfico lde linfluencias ly lfalsedad lideológica, lilícitos lcontemplados len llos 
lartículos l399, l400 ly l428 ldel lCódigo lPenal, lasí lcomo lpor lnepotismo, lregulado len lla lLey 
l30294. 
6.3 El informe por el que la Sub Comisión de Acusaciones Constitucionales califica la 
denuncia constitucional. 
El l5 lde ldiciembre lde l2016, lla lSub lComisión lde lAcusaciones lConstitucionales 
l(periodo lanual l2016 l– l2017) ldeclaro lIMPROCEDENTE lla lDenuncia lConstitucional lN° l8, 
lpresentada lpor lel lseñor lWalter lGrados lÁguila lcontra lel lContralor lGeneral lde lla lRepública, 
lEdgar lAlarcón lTejada, lpor lla lpresunta lcomisión lde llos ldelitos lde llavado lde lactivos, lprevisto ly 
lsancionado len lla lLey lN° l27765 ly lsu lmodificatoria, lDecreto lLegislativo l1106; lnegociación 
lincompatible, ltráfico lde linfluencias ly lfalsedad lideológica, ldelitos lrecogidos len llos lartículos 
l399, l400 ly l428 ldel lCódigo lPenal, lasí lcomo lpor lnepotismo, lregulado len lla lLey lN° l30294, 
lrecomendando lsu larchivo. l 
6.4 La remisión al archivo de la denuncia constitucional declarada improcedente 
La lComisión lPermanente ldel lCongreso lde lla lRepública, len lsu l11° lSesión 
lVespertina ldel l7 lde ljunio lde l2017, lrecibió llos lInformes lde lCalificación lde lla lSub lComisión lde 
lAcusaciones lConstitucionales l(Agenda, lSesión ldel lmiércoles l7 lde ljunio lde l2017) lentre llos 
lcuales lse lencontraba (Comision, 2017): 
“Denuncia lconstitucional l8, lformulada lpor lel lseñor lWalter lGrados lAliaga lcontra lel lContralor 
lGeneral lde lla lRepública, lEdgar lAlarcón lTejada, lpor lla lpresunta lcomisión lde llos ldelitos lde 
llavado lde lactivos, lprevisto ly lsancionado len lla lLey l27765 ly lsu lmodificatoria, lDecreto 
lLegislativo l1106, lnegociación lincompatible, ltráfico lde linfluencias ly lfalsedad lideológica, 
lilícitos lcontemplados len llos lartículos l399, l400 ly l428 ldel lCódigo lPenal, lasí lcomo lpor 
lnepotismo, lregulado len lla lLey l30294. lInforme lpresentado lel l7 lde ldiciembre lde l2016”. 
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Luego lde lpresentados llos linformes, lincluyendo lel lde lla lDenuncia lConstitucional 
lN° l8, lla lComisión lPermanente, lpor lla lboca lde lsu lpresidenta ly lsin loposición lde lningún 
lcongresista, ldispuso lde lconformidad lcon lel linciso lc) ldel lartículo l89 ldel lReglamento ldel 
lCongreso lde lla lRepública, lque lpasaran lal larchivo llos linformes lcalificados lleídos. l 
6.5 El procedimiento de remoción del Contralor Edgar Arnold Alarcón Tejada 
6.5.1 El inicio del procedimiento de remoción 
El l7 lde ljunio lde l2017, len lla lmisma lsesión len lque ldispuso lpasar lal larchivo lla 
lDenuncia lConstitucional lN° l8, lla lComisión lPermanente ldel lCongreso lde lla lRepública 
laprobó lpor lunanimidad lconformar lun lGrupo lde lTrabajo lque ltenía lpor lobjeto lelaborar lun 
linforme lrespecto lde llos lpedidos lde lremoción ldel lContralor lGeneral lde lla lRepública, la 
lraíz lde lla ldifusión lde lun lreportaje lperiodístico len lel lprograma l“Cuarto lPoder” lel l28 lde 
lmayo lde l2017, lel lcual lquedó lintegrado lpor llos lCongresistas lMarco lArana lZegarra, 
lpresidente, lCesar lSegura lIzquierdo, lvicepresidente, lJuan lSheput lMore, lsecretario, 
lHéctor lBecerril lRodríguez, lRolando lReátegui lFlores, lOctavio lSalazar lMiranda ly lCesar 
lVasquez lSánchez. l 
6.5.2 El pedido de integración del acuerdo de creación del grupo de trabajo 
El l9 lde ljunio lde l2017, lel lContralor lGeneral lde lla lRepublica, lEdgar lAlarcón 
lTejada lrecurrió la lla lPresidencia ldel lParlamento ly lde lla lComisión lPermanente, la lcargo 
lde ldoña lLuz lFilomena lSalgado lRubianes ly lsolicito lque lse lcumpliera lel ldebido lproceso 
ly lse lintegrara lel lacuerdo lde lla lComisión lPermanente len llos lsiguientes lsentidos: 
a) Delimitación lprecisa lde lla lcompetencia lmaterial ldel lGrupo lde lTrabajo, lmediante 
lla lidentificación lde llos lhechos ly lde lla lcalificación ljurídica lque lles lcorresponde. l 
b) Establecimiento lprevio ldel lprocedimiento. 
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Esta lpetición lno lfue latendida. l 
6.5.3 La actividad procedimental del grupo de trabajo designado por la Comisión 
Permanente 
El l14 lde ljunio lde l2017 lse linstaló lel lgrupo lde ltrabajo lencargado lde lelaborar 
lun lInforme lrespecto ldel lpedido lde lremoción ldel lContralor lGeneral lde lla lRepública. 
lActo lseguido, lel l16 lde ljunio lde l2017, lse lremitió lla lcitación lpara lque lconcurra lel laun 
lContralor la ldeclarar lante lel lgrupo lde ltrabajo. L 
6.5.4 El pedido de que se respete el derecho a la comunicación previa y detallada 
de la acusación. 
El l16 lde ljunio lde l2017, lel laún lContralor lGeneral lde lla lRepública lsolicito lpor 
lescrito lal lPresidente ldel lGrupo lde lTrabajo, lal lamparo ldel lderecho la lla lcomunicación 
lprevia ly ldetallada lde lla lacusación, lque lse lcumpliera lcon lprecisar llos lcargos llevantados 
len llos lpedidos lde lremoción, lal ltiempo lque lse lapersono lal lprocedimiento lparlamentario, 
ldesigno labogado ldefensor, lseñalo ldomicilio lprocesal ly lsolicito ltambién lser lcitado lpara 
lpresentar lsus ldescargos lcorrespondientes. l 
6.5.5 La comunicación del archivo de la denuncia constitucional por los mismos 
hechos a la Comisión Permanente 
Con lOficio lN° l089 l– l2016 l– l2017 l– lADP l– lCP l– lCR, ldel l16 lde ljunio lde l2017, lse 
lhizo lsaber lque lla lComisión lPermanente ldel lCongreso lde lla lRepública ltomó 
lconocimiento ldel lInforme lde lCalificacion lde lla lSub lComision lde lAcusaciones 
lConstitucionales lque ldeclaró limprocedente lla lDenuncia lConstitucional lN° l8, 
lpresentada lpor lel lseñor lWalter lGrados lAliaga lcontra lel lContralor lGeneral lde lla 
lRepública, lEdgar lArnold lAlarcón lTejada. 
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6.5.6 El pedido de contrainterrogar a los testigos de cargo 
El lmismo l16 lde ljunio lde l2016, lal lamparo ldel lartículo l8.2.f lde lla lConvención 
lAmericana lde lDerechos lHumanos l(CADH) ly lde lla ldoctrina lde lla lCorte lInteramericana 
lde lDerechos lHumanos l(Corte lIDH) lexpresada len lla lsentencia ldel lCaso lTribunal 
lConstitucional lcontra lPerú, lla ldefensa lde lEdgar lAlarcón lTejada lsolicito lque lse lle 
lpermita lcontrainterrogar la llos ltestigos lque lconcurriesen lante lel lgrupo lde ltrabajo 
lparlamentario. l 
6.5.7 La declaración del auditor Walter Grados Aliaga 
El l19 lde ljunio lde l2017, lel lgrupo lde ltrabajo lparlamentario lsesiono lpara lrecibir lla 
ldeclaración ltestimonial ldel ldenunciante lWalter lGrados lAliaga. lPreviamente la lello, lel 
lpresidente ldel lgrupo lde ltrabajo ldio lcuenta ldel lescrito lpresentado lpor lla ldefensa ldel laun 
lContralor lEdgar lAlarcón lTejada, ly lel lpresidente ldio lcuenta ldel lacuerdo lunánime lde llos 
lmiembros ldel lgrupo lde ltrabajo len lel lsentido lde lque lel labogado lno lintervendría lante lel 
lgrupo ly lque lpodría lasistir la llas lsesiones lsentándose lentre lel lpúblico. 
Luego lde lello, lel lgrupo lde ltrabajo lrecibió lla ldeclaración ldel ldenunciante lGrados 
lAliaga, lsin lque lla ldefensa lde lEdgar lAlarcón lTejada lpudiera lejercer lel lderecho lde 
lconfrontación, lpor lnegativa lexpresa ldel lgrupo lde ltrabajo lparlamentario. lPodemos 
lencontrar laquí, luna lgrave lafectación lal lderecho lal ldebido lproceso ldel lex lcontralor 
lAlarcón lTejada. l 
6.5.8 La citación para declarar ante el grupo de trabajo 
Mediante lel loficio lN° l02 l– l2017-GTCP/CR ldel l16 lde ljunio lde l2017, lel 
lpresidente ldel lGrupo lde lTrabajo ladscrito la lla lComisión lPermanente lencargado lde 
lelaborar lun lInforme lsobre llos lpedidos lde lremoción ldel lContralor lGeneral lde lla 
lRepública lcomunico la lEdgar lArnold lAlarcón lTejada lel lacuerdo lde linvitarlo la lrendir lsus 
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ldescargos lel ldía lmartes l20 lde ljunio lde l2017, lseñalando ltextualmente llos lsiguientes 
ltemas: 
a) Las ldenuncias lpúblicas la ltravés lde ldiversos lmedios lde lcomunicación lsobre lla 
lcompra l– lventa lde lbienes lmuebles le linmuebles. l 
b) Pago lindebido la lex ltrabajadora lde lla lContraloría lGeneral lde lla lRepública, 
lMarcela lEmilia lMejía lFranco. l 
El l19 lde ljunio lde l2017 lel laun lContralor lconfirmo lpor lescrito lsu lparticipación len lla 
lsesión ldel lgrupo lde ltrabajo lparlamentario. l 
6.5.9 La declaración ante el grupo de trabajo y la restricción del derecho de 
defensa 
El l20 lde ljunio lde l2017 lel laun lContralor lse lpresentó lante lel lgrupo lde ltrabajo lpara 
lexponer lsu lversión lde llos lhechos, lconforme la llos lpuntos lseñalados len lla linvitación. lTal 
lcomo lse lpuede lapreciar lde lla lgrabación lde lla lsesión ldel lgrupo lde ltrabajo, lsu labogado 
ldefensor lfue limpedido lde lubicarse len lla lmesa ly lde lacceder la lun lmicrófono lque lle 
lpermitiera lejercer lel lcontrol lhorizontal ldel linterrogatorio, lobligándosele la lpermanecer 
lsentado lentre lel lpúblico. lTenemos la lla lvista lotra lafectación lal lderecho lal ldebido lproceso 
ldel lseñor lAlarcón lTejada, lpues lsu labogado lno lpudo lacompañarlo lpara lasistirlo 
ltécnicamente. l 
6.5.10 El requerimiento de información del grupo de trabajo. 
El lgrupo lde ltrabajo lsolicito linformación la lla lContraloría lGeneral lde lla 
lRepública, la ltravés lde llos lsiguientes ldocumentos: 
- Oficio lN° l07-2017-GTCP/CR ldel l20 lde ljunio lde l2017. 
- Oficio lN° l09-2017-GTCP/CR ldel l20 lde ljunio lde l2017. 
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- Oficio lN° l19-2017-GTCP/CR ldel l22 lde ljunio lde l2017 
6.5.11 La entrega de documentación al grupo de trabajo por el funcionario 
lprocesado 
El l21 lde ljunio lde l2017, lel lContralor lGeneral lAlarcón lTejada lremitió linformación 
ldocumentada lal lpresidente ldel lGrupo lde lTrabajo lsobre llas ldenuncias lsobre lcompra-
venta lde lbienes lmuebles le linmuebles ly lel lpresunto lpago lindebido la lex lcolaboradora. 
6.5.12 Las sesiones finales del grupo de trabajo y la recepción de la información 
solicitada a la Contraloría General de la República 
Los ldías l27 ly l28 lde ljunio lde l2017, lel lgrupo lde ltrabajo lde lla lComisión 
lPermanente laprobó lsu linforme lfinal. l 
No lobstante, lla lContraloría lGeneral lde lla lRepública, lmediante llos loficios lN° 
l01131-2017-CG/DC ly l01132-2017-CG/DC ldel l27 lde ljunio lde l2017, ly l01148-2017-
CG/DC ly l01149-2017-CG/DC ldel l3 lde ljulio lde l2017, lcumplió lcon lremitir lla 
linformación lsolicitada lpor lel lgrupo lde ltrabajo lpor lmedio ldel loficio lN° l19-2017-
GTCP/CR ldel l22 lde ljunio lde l2017. 
La lContraloría lGeneral lhizo lllegar lmediante llos lúltimos ldos loficios llas lcopias 
lautenticadas lde llas ldeclaraciones ljuradas, lacerca lde llas lcuales lse lpronunció lel lgrupo lde 
ltrabajo, levidentemente lsin lcontar lcon lla ldocumentación loficial la lla lmano. l 
6.5.13 La elevación del informe del grupo de trabajo a la Comisión Permanente 
 
El l28 lde ljunio lde l2017, lel lGrupo lde lTrabajo lencargado lun lInforme lrespecto lde 
llos lpedidos lde lremoción ldel lContralor lGeneral lde lla lRepública lelevó lsu linforme lfinal la 
lla lComisión lPermanente. l 
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6.5.14 El pedido de palabra de la defensa técnica 
El lmismo l28 lde ljunio lde l2017, lconforme lconsta len lla lgrabación lde lla lsesión, luna 
limportante lporción lde lmiembros lde lla lComisión lPermanente lexigía lvotar lel linforme lsin 
loír lal lContralor lGeneral lde lla lRepública, lEdgar lAlarcón lTejada lni la lsu ldefensa ltécnica. 
lGenerando luna lgrave lamenaza la lsu lderecho lal ldebido lproceso len lla lmanifestación lde lsu 
lderecho la ldefensa. l 
6.5.15 Otorgamiento de la palabra al funcionario procesado y a su defensa técnica. 
Mediante lOficio lN° l607-2016-2017-ADP-D/CR ldel l28 lde ljunio lde l2017, lse 
lcomunicó lla lconcesión ldel luso lde lla lpalabra lpara lla lpresentación lde llos ldescargos ldel 
lContralor lrespecto lal lInforme lFinal ldel lGrupo lde lTrabajo lencargado lde levaluar llos 
lpedidos lde lremoción ldel lContralor lGeneral lde lla lRepública. 
El l3 lde ljulio lde l2017 lel laun lContralor lconfirmo lsu lasistencia lpara lla lpresentación 
lde llos ldescargos lal linforme lfinal ly lla lintervención lde lsu labogado ldefensor, lseñor 
lHumberto lAbanto lVerastegui. 
6.5.16 La aprobación del Informe Final del grupo de trabajo por la Comisión 
Permanente. 
El lmismo l3 lde ljulio lde l2017, lla lComisión lPermanente ldel lCongreso lde lla 
lRepública, lluego lde lescuchar lal laun lContralor ly la lsu ldefensa lTécnica, laprobó lpor 
lmayoría lel lInforme lFinal ldel lGrupo lde lTrabajo lque lproponía lla lremoción lde lEdgar 
lArnold lAlarcón lTejada, len lel lcargo lde lContralor lGeneral lde lla lRepública. 
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6.5.17 La publicación de la Resolución Legislativa de remoción del Contralor 
General de la República. 
El l4 lde ljulio lde l2017, lse lpublicó len lel lDiario lOficial lEl lPeruano lla lResolución 
lLegislativa lN° l015-2016-2017-CR, lpor lla lcual lse laprueba lla lremoción ldel lcargo lde 
lContralor lGeneral lde lla lRepública, lEdgar lAlarcón lTejada ly lse ldeclara lla lvacancia lde 
ldicho lcargo. 
6.6  Las violaciones en el procedimiento seguido contra Edgar Arnold Alarcón Tejada 
y su vinculación especifica con los pronunciamientos de la Corte IDH. 
6.6.1 Derecho a ser oído por un órgano competente, independiente e imparcial. 
La lConvención lAmericana lsobre lDerechos lHumanos lreconoce lque ltoda lpersona 
ldebe lser loída lpor lun ljuez lo ltribunal lcompetente, lindependiente le limparcial: l 
Artículo l8. lGarantías lJudiciales. 
1. Toda lpersona ltiene lderecho la lser loída, lcon llas ldebidas lgarantías ly ldentro lde lun 
lplazo lrazonable, lpor lun ljuez lo ltribunal lcompetente, lindependiente le limparcial, 
lestablecido lcon lanterioridad lpor lla lley, len lla lsustanciación lde lcualquier lacusación 
lpenal lformulada lcontra lella, lo lpara lla ldeterminación lde lsus lderechos ly 
lobligaciones lde lorden lcivil, llaboral, lfiscal lo lde lcualquier lotro lcarácter. L 
 
6.6.2 La competencia del Congreso de la República 
El artículo 82 de la Constitución Política del Perú confiere al Poder Ejecutivo y 
al Poder Legislativo determinadas competencias en el proceso de designación del 
Contralor General de la República, de tal suerte que al primero le corresponde hacer la 
propuesta, mientras que al segundo le corresponde efectuar la designación 
(Constitución, 1992): 
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“La Contraloría General de la República es una entidad descentralizada de Derecho Público 
que goza de autonomía conforme a su ley orgánica. Es el órgano superior del Sistema Nacional 
de Control. Supervisa la legalidad de la ejecución del Presupuesto del Estado, de las 
operaciones de la deuda pública y de los actos de las instituciones sujetas a control. 
El Contralor General es designado por el Congreso, a propuesta del Poder Ejecutivo, por siete 
años. Puede ser removido por falta grave”. 
 La vacancia del Controlar General de la República se encuentra desarrollada en el 
artículo 30 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de 
la República: 
Articulo 30.- Vacancia en el cargo de Contralor General de la República  
a) Muerte 
b) Sobrevenir cualquiera de los impedimentos a los que se refiere el artículo 29 de esta ley. 
c) Renuncia. 
d) Cumplir 70 años de edad. 
e) Incurrir en falta grave, prevista en la ley y debidamente comprobada. Corresponde al 
Congreso de la República declarar la vacancia.  
Al interpretar la causal de vacancia por falta grave, correspondería tener presente 
que, la referencia textual a prevista en la Ley, resulta indispensable referirse al artículo 
1 de la Ley del Sistema Nacional de Control, según la cual: 
Articulo 1.- Alcance de la ley 
(…) 
Cuando en ella se mencione los vocablos Sistema, Contraloria General y Ley, se entenderán 
referidos al Sistema Nacional de Control, a la Contraloria General de la República y a la Ley 
Organica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloria General de la República, 
respectivamente. 
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Por su parte, los supuestos de falta grave como causal de vacancia del cargo de 
Contralor General de la República se encuentran tipificados en el artículo 31 de la Ley 
del Sistema Nacional de Control:  
Articulo 31.- Faltas graves del Contralor General 
A los fines del inciso e) del artículo 30, se considera falta grave del Contralor General de la 
República: 
a) La acción u omisión dolosa en que incurra en el ejercicio del cargo y que haya 
ocasionado daño al patrimonio del Estado. 
b) El abandono del cargo, que se configura por la inasistencia continuada e 
injustificada a su despacho por más de quince días. 
c) La infracción de las prohibiciones e incompatibilidades que la ley señala. 
El propio Poder Legislativo, interpretando los alcances de la competencia que le 
atribuyo el Constituyente de remover al Contralor General de la República por falta 
grave, declaró en la Resolución Legislativa de la Comisión Permanente del Congreso 
de la República N° 010-2001-CR del 28 de setiembre de 2001, lo siguiente:  
 Articulo 1.- Aprueba remoción.  
Apruebase la remoción de la Ingeniera Carmen Higaona de Guerra del cargo de 
Contralora General de la República, para el que fue designada por Resolución 
Legislativa N° 27294 de fecha 28 de junio de 2000, como consecuencia de la comisión 
de falta grave en el ejercicio de los deberes funcionales, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 82 de la Constitución Política, artículo 93° del Reglamento del Congreso y 
los artículos 25°, inciso e), y 26 de Decreto Ley N° 26162, Ley del Sistema Nacional 
de Control.  
La norma de competencia que titula al Poder Legislativa para remover al 
Contralor General de la República por falta grave, por la interposición del legislador, ha 
quedado configurada de tal manera que la infracción que permite su ejercicio regular (a) 
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ha de estar prevista en la Ley Nacional del Sistema de Control, (b) ser cometida en el 
ejercicio del cargo y (c) comprobarse debidamente.  
6.6.3 La parcialidad de la Comisión Permanente 
El derecho a ser oído por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial exige un triple estándar al Órgano de resolución. Toda vez que se ha analizado 
la competencia del Poder Legislativo para remover del cargo de Contralor por falta 
grave, corresponde enfocarse en la imparcialidad, cualidad respecto de la cual en el caso 
Apitz Barbera contra Venezuela (Corte IDH, 2008), tiene declarado lo siguiente: 
“En cambio, la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se 
aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, 
asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda 
que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imaprcialidad. La 
Corte Europea de Derechos Humanos ha explicado que la imparcialidad personal o subjetiva 
se presume a menos que exista prueba en contrario. Por su parte, la denominada prueba objetiva 
consiste en determinar si el juez cuestionado brindó elementos convincentes que permitan 
eliminar temores legitimos o fundadas sospechas de parcialidad sobre su persona. Ello puesto 
que el juez debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, 
amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y exclusivamente conforme a y movido 
por el derecho”. 
6.6.4 Las declaraciones públicas de los miembros del sub grupo de trabajo 
formado por la Comisión Permanente. 
La parcialidad de los miembros del grupo de trabajo parlamentario encargado de 
elaborar un informe de los pedidos de remoción del Contralor General de la República 
fue manifiesta, pública y notoria.  
Juan Sheput More: “seria rarísimo que la Permanente vote en contra del informe 
sobre Edgar Alarcón”. 
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El vocero alterno de peruanos por el Kambio (PPK), Juan Sheput recordó que el 
grupo de trabajo que reviso el pedido de remoción del contralor Edgar Alarcón fue 
aprobado por unanimidad. 
“Como fue aprobado por unanimidad, seria rarísimo que la Permanente vote en contra del 
informe”. En ese sentido, Sheput manifestó que “si alguien vota en contra del informe, se 
convierte en un cómplice de lo sucedido”. 
Asimismo, el parlamentario manifestó que “ya no se puede dilatar la decisión 
respecto al futuro de Edgar Alarcón”, pues señalo que esto “seria seguirle el juego al 
Contralor” 
El vocero del Frente Amplio, Marco Arana, afirmo que no existen razones para 
que la Comisión Permanente del Parlamento desconozca el Informe de su grupo, que 
recomienda la remoción del contralor Edgar Alarcón por cuatro “faltas graves”, entre 
ellas la “coacción” al auditor Walter Grados que denuncio la compraventa de autos de 
lujo que hizo. 
Marco Arana exhorto “a las tres fuerzas políticas, además del Frente Amplio, 
que firmaron el informe contra Alarcón – Fuerza Popular, Peruano por el Kambio y 
Alianza para el Progreso – a que sean consecuentes y mantengan la misma posición en 
la Comisión Permanente” 
Héctor Becerril, considero que “las faltas éticas y morales” del representante de 
la Contraloría “hacen insostenible su continuidad”. “El accionar de Edgar Alarcón en el 
cargo de contralor general causa preocupación, desde el punto de vista ético, y es 
completamente reprochable”.  
El legislador Cesar Vásquez (APP), en entrevista con TV Perú advirtió que sería 
“catastrófico” que Alarcón sea ratificado porque sus denuncias que tiene “le quitan 
credibilidad”. 
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6.6.5 Las declaraciones públicas de los miembros de la Comisión Permanente. 
Carlos Bruce (PPK) y Daniel Salaverry (entonces miembro de Fuerza Popular), 
declararon, que Alarcón siga en la Contraloría en caso no prosperase su remoción, “sería 
una burla para el Congreso y para el país”. 
Bruce sobre el Contralor: “Si tuviera un poco de dignidad ya habría renunciado”, 
el portavoz de la bancada de peruanos por el Kambio, Carlos Bruce, cuestiono que el 
contralor general de la República, Edgar Alarcón, no haya renunciado hasta el momento 
a pesar de las graves acusaciones que han ido aumentado en su contra. “Hace rato ha 
perdido credibilidad, es una persona que ya no puede ejercer el cargo de contralor 
general de la República, está desprestigiando a la institución a la que pertenece y si 
tuviera un poco de dignidad ya habría renunciado hace tiempo”.  
6.7 Derecho a la comunicación previa y detallada de la comunicación  
El artículo 8.2.b de la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce 
el derecho de toda persona a la comunicación previa y detallada de la acusación formulada. 
Dicho derecho también encuentra reconocimiento en el artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP): 
Artículo 14. 
“1.- Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá 
derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de 
carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones 
de carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los 
juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad 
democrática, o cuando lo exija el internes de la vida privada de las partes o, en la medida 
estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto 
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la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia, pero toda sentencia en materia 
penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el interés de menores de edad 
exija lo contrario, o en las acusaciones referentes a pleitos matrimoniales o a tutela de menores.  
2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a 
las siguientes garantías mínimas: 
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la 
naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a 
comunicarse con un defensor de su elección; 
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor 
de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, 
y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, 
gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo; 
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los 
testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos 
de cargo; 
f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado 
en el tribunal; 
g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 
4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá en cuenta 
esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social. 
5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y 
la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito 
por la ley. 
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6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o el condenado 
haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la 
comisión de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal 
sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es 
imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 
7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o 
absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada país”. 
A propósito del derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación, 
que en el PIDCP es denominado de información comprensible y detallada de la acusación que 
se hace, el Comité de Derechos Humanos, en su Observación General N° 13, definió lo 
siguiente: 
“Entre las garantías mínimas de un proceso penal previstas en el párrafo 3, la primera se refiere 
al derecho de toda persona a ser informada, en un idioma que comprenda, de la acusación 
formulada contra ella (apartado a). El comité observa que en los informes de los Estados no se 
indica con frecuencia la manera en que se respeta y garantiza este derecho. El apartado a) del 
párrafo 3 del artículo 14 se aplica a todos los casos de acusación de carácter pernal, incluidos 
los de las personas no detenidas. El Comité observa también que el derecho a ser informado sin 
demora de la acusación exige que la información se proporcione de la manera descrita tan 
pronto como una autoridad competente formule la acusación. En opinión del Comité, este 
derecho debe surgir cuando, en el curso de una investigación, un tribunal o una autoridad del 
ministerio público decida adoptar medidas procesales contra una persona sospechosa de haber 
cometido un delito o la designe públicamente como tal. Las exigencias concretas del apartado 
a) del párrafo 3 pueden satisfacerse formulando la acusación ya se sea verbalmente o por 
escrito, siempre que en la información se indique tanto la ley como los supuestos hechos en que 
se basa”. 
La sentencia del Caso Tibi contra Ecuador (Corte IDH, 2004) por su parte, tiene 
declarado: 
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“El artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las autoridades judiciales, competentes 
notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus razones y los delitos o faltas por 
los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa a la realización del proceso. 
Para que este derecho opere en plenitud y satisfaga los fines que le son inherentes, es necesario 
que esa notificación ocurra antes de que el inculpado rinda su primera declaración. Sin esta 
garantía, se vería conculcado el derecho de aquel a preparar debidamente su defensa” 
Como lo señala la Corte IDH, su línea interpretativa se sustenta en la doctrina 
elaborada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Pellisier y Sacchi contra 
Francia (TEDH, 1996): 
“El Tribunal recuerda que las disposiciones del aparatado 3 a) del artículo 6 muestran la 
necesidad de poner un cuidado extremo en notificar la acusación al interesado. El acta de 
acusación juega un papel determinante en las diligencias penales, a partir de su notificación, la 
persona encausada esta oficialmente informada por escrito de la base jurídica y de hecho de las 
imputaciones que se formulan contra ella”.  
Luego, el caso Acosta Calderón contra Ecuador (Corte IDH, 2005) la Corte 
ratificaría su posición: 
“El artículo 8.2.b de la Convención Americana ordena a las autoridades judiciales competentes 
notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus razones y los delitos o faltas por 
los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa a la realización del proceso. 
Para que este derecho opere en plenitud y satisfaga los fines que le son inherentes, es necesario 
que esa notificación ocurra antes de que el inculpado rinda su primera declaración. Sin esta 
garantía, se veria conculcado el derecho de aquel a preparar debidamente su defensa”. 
La línea jurisprudencial del órgano de control de la CADH se acentuaría en el 
caso Palamara Iribarne contra Chile (Corte IDH, 2005): 
“El artículo 8.2.b) de la Convención Americana ordena a las autoridades judiciales competentes 
notificar al inculpado la acusación formulada en su contra, sus razones y los delitos o faltas por 
los cuales se le pretende atribuir responsabilidad, en forma previa a la realización del proceso. 
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Para que este derecho opere en plenitud y satisfaga los fines que le son inherentes, es necesario 
que esa notificación ocurra antes de que el inculpado rinda su primera declaración. Más aún, 
la Corte estima que se debe tomar en particular consideración la aplicación de esta garantía 
cuando se adoptan medidas que restringen, como en este caso, el derecho a la libertad 
personal”. 
Siguiendo la directriz de interpretación conforme, el Tribunal Constitucional del 
Perú (TC) ha ido construyendo su jurisprudencia en torno al derecho a la comunicación previa 
y detallada de la acusación, que se vio consolidada en la sentencia recaída en el Exp N° 00156-
2012-HC (Caso Tineo Cabrera) y que ha sido recientemente ratificada en la sentencia recaída 
en el Expediente N° 03482-2013-AA (Caso Pinto Choque). El Tribunal declaró: 
“De conformidad con el artículo 8.2.b) de la Convención Americana, una vez que se formula 
una acusación, ésta debe ser comunicada de manera "previa y detallada" al inculpado En 
sentido similar, el Título Preliminar del Código Procesal Penal en su artículo 1 reconoce que 
toda persona tiene derecho "a que se le comunique de inmediato y detalladamente la imputación 
formulada en su contra". Al respecto, conviene precisar que, en la sentencia del Caso Barreta 
Leiva vs. Venezuela, de fecha 17 de noviembre de 2009, la Corte Interamericana ha precisado 
que el ejercicio de este derecho se satisface cuando: a. Se e informa al interesado no solamente 
de la causa de la acusación, esto es, las acciones u omisiones que se le imputan (tiempo, lugar 
y circunstancias), sino también 1 s razones que llevan al Estado a formular la imputación, los 
fundamentos probatorios e ésta y la caracterización legal que se da a esos hechos. La 
información es expresa, clara, integral y suficientemente detallada para permitir que el acusado 
ejerza plenamente su derecho a la defensa y muestre al juez su versión de los hechos. Esto quiere 
decir que la acusación no puede ser ambigua o genérica”. 
Asimismo, el TEDH en el caso Aycoban y otros contra Turquia (TEDH, 1997), 
dejo sentado que toda persona a quien se acusa tiene el derecho a ser informada de cada uno de 
los motivos sobre los que se le acusa, esto es, los actos sobre los que sustenta la denuncia, y la 
naturaleza de la misma. Asimismo, debe contener motivos, naturaleza de la acusación con la 
finalidad que el acusado pueda preparar su defensa, veamos lo dicho por este alto tribunal: 
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 “A decir de la Corte Interamericana, este derecho "rige incluso antes de que se formule una 
"acusación" en sentido estricto". Para que se satisfaga los fines que le son inherentes, es 
necesario que la notificación ocurra previamente a que el inculpado rinda su primera 
declaración ante cualquier autoridad pública". Evidentemente, el "contenido de la notificación 
variará de acuerdo al avance de las investigaciones, legando a su punto máximo (...) cuando se 
produce la presentación formal y definitiva e cargos. Antes de ello y como mínimo el investigado 
deberá conocer con el mayor detalle pos· le los hechos que se le atribuyen. 
Y es que la transición entre "investigado" y "acusado" -y en ocasiones incluso 'condenado"- 
puede producirse de un momento a otro. Por ello, la Corte lnteramericana ha subrayado que no 
"puede esperarse a que la persona sea formalmente acusada o que (...) se encuentre privada de 
la libertad para proporcionarle la información (expresa, clara, integral y suficientemente 
detallada) de la que depende el oportuno ejercicio del derecho a la defensa.  
Ahora bien, el hecho de que el inculpado pudiese conocer por los medios de comunicación 
respecto del tema de la investigación, ello no le exime al Estado de su obligación de informarle 
previa y detalladamente el contenido de la acusación. Tomando en cuenta dicha circunstancia, 
la Corte Interamericana ha enfatizado que " [e] investigado, antes de declarar, tiene que 
conocer de manera oficial cuáles son los hechos que se le imputan, no sólo deducirlos de la 
información pública o de las preguntas que se le formulan" (Caso Barreto Leiva vs. Venezuela). 
En buena cuenta, la finalidad de este derecho es brindarle al acusado en forma oportuna todos 
los elementos de hecho y de derecho, así como los medios probatorios que fundamentan la 
acusación con el fin de que este pueda ejercer de forma adecuada y razonable su derecho a la 
defensa. 
a. Derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación en sede administrativa. En 
sede administrativa sancionadora, este derecho se encuentra reconocido en los artículos 243.3 
y 235.3 de la Ley N° 27444, cuyo texto dispone: 
Articulo 234.- Caracteres del procedimiento sancionador. 
Para el ejercicio de la potestad sancionadora se requiere obligatoriamente haber seguido el 
procedimiento legal o reglamentariamente establecido, caracterizado por: 
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3. Notificar a los administrados los hechos que se le imputen a título de cargo, la calificación 
de las infracciones que los hechos puedan constituir y la expresión de las sanciones que se le 
pudiera imponer, así como la autoridad competente para imponer la sanción y la norma que 
atribuya tal competencia.  
Artículo 235.- Procedimiento sancionador.  
Las entidades en el ejercicio de su potestad sancionadora se ceñirán a las siguientes 
disposiciones: 
2.- Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad instructora del 
procedimiento formula la respectiva notificación de cargo al posible sancionado, la que debe 
contener los datos a que se refiere el numeral 3 del artículo precedente para que presente sus 
descargos por escrito en un plazo que no podrá ser inferior a cinco días hábiles contados a 
partir de la fecha de notificación”.  
A la luz de las disposición constitucionales que consagran el derecho al debido 
proceso, en general, y en derecho de defensa, que deben ser interpretadas de conformidad con 
las disposición convencionales de la CADH y el PIDCP sobre dichas materias, cuyo contenido 
ya fue delimitado por la Corte IDH y el Comité de Derechos Humanos de la ONU, 
respectivamente, luce evidente la importancia de tener conocimiento por parte de la defensa de 
los hechos que se atribuyen a una persona sometida a un proceso, puesto que le servirá para 
emitir un pronunciamiento sobre todo lo que se le imputa, así como ofrecer prueba que sea 
conducente y útil.  
No es posible soslayar que el desconocimiento de los hechos imputados redunda 
negativamente en la posibilidad material de preparar una defensa adecuada, de darse esta 
circunstancia, estaremos ante una afectación del 8.2. de la Convención Americana y, 
consecuentemente, el artículo 8.2.c de la Convención Americana y consecuentemente, el 
artículo 139, incisos 3 y 14 de la Constitución Política del Perú.  
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Contradiciendo la homogénea jurisprudencia de la Corte IDH sobre la 
comunicación previa y detallada de la acusación,  el Informe Final del grupo de trabajo 
parlamentario, que fue hecho suyo por la Comisión Permanente al aprobarlo íntegramente por 
mayoría, sostiene que, no tratándose de un proceso penal, no resulta aplicable la exigencia de 
colocar cargos, calificación jurídica, o imputaciones en las notificaciones de aquellas personas 
que estime deban comparecer ante ella.  
  El pasaje exacto del Informe Final: 
“En ese sentido, este grupo de trabajo viene cumpliendo detalladamente las reglas del debido 
proceso que le corresponden a una instancia parlamentaria, de conformidad con lo establecido 
en la constitución y en el reglamento del congreso, teniendo muy clara la diferencia entre los 
procedimientos congresales y los procedimientos jurisdiccionales acusatorios o sancionatorios 
que corresponden al Ministerio Público y al Poder Judicial. En esta medida las normas de 
debido proceso en el Congreso de la República son distintas a las establecidas para sede 
judicial”. 
Asimismo, el citado informe establece:  
“que el derecho a la comunicación previa debe considerar que el procedimiento de 
investigación del Congreso investiga hachos y no lleva a cabo un proceso penal que involucra 
una imputación contra una persona, por lo tanto, la exigencia de colocar cargos, calificación 
jurídica o imputaciones en las notificaciones de aquellas personas que estime deban comparecer 
ante ella, no le resulta aplicable”. 
Frente a esta curiosa interpretación del debido proceso por parte del grupo de 
trabajo parlamentario, hecha propia por la Comisión Permanente, podemos citar lo establecido 
por la declaración de la Corte IDH en el caso del procedimiento parlamentario seguido contra 
los Magistrados constitucional Rey Terry, Aguirre Roca y Revoredo Marsano (Corte IDH, 
2001): 
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“Este lTribunal lha lseñalado lrecientemente lque llas lgarantías lestablecidas len lel lartículo l8 lde lla 
lConvención lAmericana lsuponen lque llas lvíctimas ldeben lcontar lcon lamplias lposibilidades lde 
lser loídas ly lactuar len llos lprocesos lrespectivos. lEn lel lcaso lsub ljudice lsucedieron llos lvicios 
lapuntados l(supra l80), llo lcual lno lpermitió la llos lmagistrados lcontar lcon lun lproceso lque 
lreuniera llas lgarantías lmínimas ldel ldebido lproceso lestablecidas len lla lConvención. lCon lello len 
lel lcaso len lestudio lse llimitó lel lderecho lde llas lvíctimas la lser loídas lpor lel lórgano lque lemitió lla 
ldecisión ly, lademás, lse lrestringió lsu lderecho la lparticipar len lel lproceso. 
En lcuanto lal lcambio len lel lobjeto lde lla lindagatoria lde lla lComisión lde lInvestigación, lello lno 
lsólo ltransgredió lel lmandato lexpreso ly lla lprohibición lde lrevisar llas lactuaciones 
ljurisdiccionales ldel ltribunal lde lgarantías lestablecidas lpor lel lCongreso, lsino lque lademás lsu 
lactuación lsupuso lque lse lviolentaran llas lmismas lnormas lde lprocedimiento linterno lque 
lgarantizaban lel lderecho lde ldefensa lde llas lsupuestas lvíctimas. lEn lcuanto la leste lúltimo lpunto, 
lel lartículo l88 linciso ld) ldel lReglamento ldel lCongreso lestablece lque l“[q]uienes lcomparezcan 
lante llas lComisiones lde lInvestigación ltienen lel lderecho lde lser linformados lcon lanticipación 
lsobre lel lasunto lque lmotiva lsu lconcurrencia. lPueden lacudir la lellas len lcompañía lde lun 
l[a]bogado”. lEvidentemente, lcuando llos lmagistrados lcomparecieron lante lla lComisión lde 
lInvestigación, lsu lintervención lrespondía la llas ldenuncias lhechas lpor lla lmagistrada lRevoredo ly 
lno la llas lsupuestas lanomalías lque lse lprodujeron len lel lTribunal lConstitucional lcon locasión lde 
lla ladopción lde lla ldecisión ly laclaración lsobre lla lreelección lpresidencial, lrazón lpor lla lcual llos 
lmagistrados lno lpudieron lhacer lconocer lsu lpostura lcon lrespecto la leste lpunto. 
Lo lantedicho lprodujo lla lconsiguiente lrestricción ldel lderecho lde ldefensa lde llos lmagistrados 
lpara lpresentar llos ldescargos lcorrespondientes la llas limputaciones lque lse lpresentaban len lsu 
lcontra. lPor luna lparte, llos linculpados lno ltuvieron lconocimiento loportuno ly lcompleto lde llos 
lcargos lque lse lles lhacían ly lse lle llimitó lel lacceso lal lacervo lprobatorio. lEl lplazo lotorgado lpara 
lejercer lsu ldefensa lfue lextremadamente lcorto, lconsiderando lla lnecesidad ldel lexamen lde lla 
lcausa ly lla lrevisión ldel lacervo lprobatorio la lque ltiene lderecho lcualquier limputado. lPor lotra 
lparte, la llos lmagistrados linculpados lno lse lles lpermitió lcontrainterrogar la llos ltestigos len lcuyos 
ltestimonios lse lhabían lbasado llos lcongresistas lpara liniciar lel lprocedimiento lde lacusación 
lconstitucional ly lconcluir lcon lla lconsecuente ldestitución. 
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De lconformidad lcon llos lcriterios lestablecidos lpor leste lTribunal, les levidente lque lel 
lprocedimiento lde ljuicio lpolítico lal lcual lfueron lsometidos llos lmagistrados ldestituidos lno 
laseguró la léstos llas lgarantías ldel ldebido lproceso llegal ly lno lse lcumplió lcon lel lrequisito lde lla 
limparcialidad ldel ljuzgador. lAdemás, lla lCorte lobserva lque, len llas lcircunstancias ldel lcaso 
lconcreto, lel lPoder lLegislativo lno lreunió llas lcondiciones lnecesarias lde lindependencia le 
limparcialidad lpara lrealizar lel ljuicio lpolítico lcontra llos ltres lmagistrados ldel lTribunal 
lConstitucional. 
Por ltodo llo lexpuesto, lla lCorte lconsidera lque lel lEstado lvioló lel lderecho la llas lgarantías 
ljudiciales, len lperjuicio lde llos lseñores lManuel lAguirre lRoca, lGuillermo lRey lTerry ly lDelia 
lRevoredo lMarsano, lconsagrado len lel lartículo l8 lde lla lConvención lAmericana”. 
6.8 El derecho del imputado a la concesión de tiempo y medios adecuados para 
preparar su defensa  
La doctrina consolidada de la Corte IDH ha establecido que son dos los 
presupuestos del derecho de defensa, a saber, la comunicación previa y detallada de la acusación 
y la concesión del tiempo y los medios adecuados para la preparación de la defensa. A propósito 
de este último, el órgano de control de la CADH tiene declarado en la sentencia del caso Castillo 
Petruzzi contra Perú (Corte IDH, 1999) lo siguiente: 
“El artículo 8.2.b y 8.2.c de la Convención dispone 2. Toda persona inculpada de delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. 
Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: [...] b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; c) 
concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; 
(…) 
La Corte estima que, la restricción a la labor de los abogados defensores y la escasa posibilidad 
de presentación de pruebas de descargo han quedado demostradas en este caso. Efectivamente, 
los inculpados no tuvieron conocimiento oportuno y completo de los cargos que se les hacían; 
las condiciones en que actuaron los defensores fueron absolutamente inadecuadas para su eficaz 
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desempeño y sólo tuvieron acceso al expediente el día anterior al de la emisión de la sentencia 
de primera instancia. En consecuencia, la presencia y actuación de los defensores fueron 
meramente formales. No se puede sostener que las víctimas contaron con una defensa 
adecuada”. 
La doctrina jurisprudencial de la Corte IDH ha sido consistente al destacar la 
importancia del derecho que se tiene a la concesión del tiempo y los medios adecuados 
para la preparación de la defensa, en tanto presupuesto del derecho de defensa, tiene 
dicho en el caso Barreto Leiva versus Venezuela (Corte IDH, 2009): 
“Uno de esos derechos fundamentales es el derecho a contar con el tiempo y los medios 
adecuados para preparar la defensa, previsto en el artículo 8.2.c de la Convención, que obliga 
al Estado a permitir el acceso del inculpado al conocimiento del expediente llevado en su contra. 
Asimismo, se debe respetar el principio del contradictorio, que garantiza la intervención de 
aquél en el análisis de la prueba. 
Si el Estado pretende limitar este derecho, debe respetar el principio de legalidad, argüir de 
manera fundada cual es el fin legitimo que pretende conseguir y demostrar que el medio a 
utilizar para llegar a ese fin es idóneo, necesario y estrictamente proporcional. Caso contrario, 
la restricción del derecho de defensa del individuo será contraria a la Convención”. 
La celeridad del proceso de remoción surtido en el caso concreto, incluyendo la 
precipitación del grupo de trabajo parlamentario en aprobar el Informe final sin haber 
concluido la recolección probatoria ni, en todo caso, prescindido de los documentos que 
solicitó a la Contraloría General de la República, presenta una sucesión de hechos en la 
que lo más notable es la ausencia de serenidad y reflexión, así como la presencia de una 
atmosfera carnavalesca.  
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6.9 Derecho de defensa 
Otro de los derechos afectados durante el transcurso del procedimiento 
parlamentario de remoción del Contralor Alarcón, es el derecho de defensa, cuyo contenido ha 
sido delimitado en el caso Barreto Leiva contra Venezuela (Corte IDH, 2009): 
“La acusación puede ser enfrentada y refutada por el inculpado a través de sus propios actos, 
entre ellos la declaración que rinda sobre los hechos que se le atribuyen, y por medio de la 
defensa técnica, ejercida por un profesional del Derecho, quien asesora al investigado sobre 
sus deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un control crítico y de legalidad en la producción 
de pruebas. 
Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena investigar a una persona 
(supra párr. 29), el investigado debe tener acceso a la defensa técnica desde ese mismo 
momento, sobre todo en la diligencia en la que se recibe su declaración. Impedir a éste contar 
con la asistencia de su abogado defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que 
ocasiona desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del poder 
punitivo”. 
Si lo actuado por el grupo de trabajo parlamentario, que fue validado por la 
Comisión Permanente al hacer cuyo el Informe Final por mayoría, se pone a trasluz de la 
declaración hecha por la Corte IDH, el resultado es la evidencia de que se ha vulnerado el 
derecho de defensa por la reducción del papel de la defensa técnica a la misma condición del 
público que asiste a las sesiones de las comisiones de Congreso.  
La afectación al derecho a la defensa técnica se hizo más grave en el 
interrogatorio al que fue sometido el señor Edgar Alarcón Tejada en la sesión del 20 de junio 
de 2017, porque a su abogado defensor, señor Humberto Abanto Verastegui, se le impidió 
acompañar a Alarcón Tejada en la mesa y se le obligo a tomar asiento entre los asistentes. El 
presidente del grupo de trabajo dicto la siguiente instrucción (Transcripción de la sesión, 2017): 
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“En todo caso, invito al abogado del señor contralor a tomar asiento entre los asistentes. Si en 
algún momento el contralor, a su requerimiento quisiera hacer alguna consulta en relación al 
debido proceso, puede hacerlo, la mesa lo autorizara”. 
El hecho incontrovertible es que, como se puede apreciar y a diferencia de lo 
actuado por la Comisión Permanente, el grupo de trabajo parlamentario redujo a la defensa 
técnica a la condición de un mero espectador de un desfilo de atropellos y faltas de respeto a 
una persona, que, aunque sometida a un procedimiento de remoción, se hallaba premunida de 
la protección que irradia el derecho a la presunción de inocencia.  
Ultimo, aunque no menos importante, que el abogado del señor Alarcón Tejada, 
el Dr. Humberto Abanto Verastegui solicito al grupo de trabajo parlamentario que se le 
permitiera informar oralmente en su defensa y tal como se puede leer de las transcripciones, ni 
siquiera se dio cuenta de dicho pedido, concretándose una nueva vulneración del derecho de 
defensa y del derecho a ser oído. 
6.10 Derecho de confrontación 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) en su artículo 
8.2.f, reconoce el derecho con el que cuenta el abogado defensor para interrogar testigos o 
expertos (peritos), así como a cualquier persona que pueda arrojar luz sobre los hechos. A 
propósito de dicho derecho dentro de los procedimientos parlamentarios en juicio o antejuicio 
político, en el caso Tribunal Constitucional contra Perú (Corte IDH, 2001) tiene declarado: 
“Lo antedicho produjo la consiguiente restricción del derecho de defensa de los magistrados 
para presentar los descargos correspondientes a las imputaciones que se presentaban en su 
contra. Por una parte, los inculpados no tuvieron conocimiento oportuno y completo de los 
cargos que se les hacían y se les limitó el acceso al acervo probatorio. El plazo otorgado para 
ejercer su defensa fue extremadamente corto, considerando la necesidad del examen de la causa 
y la revisión del acervo probatorio a que tiene derecho cualquier imputado. Por otra parte, a 
los magistrados inculpados no se les permitió contrainterrogar a los testigos en cuyos 
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testimonios se habían basado los congresistas para iniciar el procedimiento de acusación 
constitucional y concluir con la consecuente destitución”. 
Frente a la petición de la defensa técnica del señor Alarcón Tejada, para 
contrainterrogar al testigo de cargo, la respuesta del grupo parlamentario fue la siguiente 
(Transcripción de la sesión, 2017): 
En ese sentido, pido a los miembros del grupo de trabajo que el doctor Humberto Abanto 
Verastegui pueda participar en una sesión que es de carácter público como parte del público, no 
como parte interrogadora en un grupo puesto que no corresponde, este no es un tribunal judicial.  
 Con todo este desarrollo del procedimiento que se siguió contra Edgar Alarcón 
Tejada, podemos apreciar que se violo su derecho al debido proceso en sede parlamentaria, 
contraviniendo el estándar fijado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
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CAPITULO VII: MATERIALES Y MÉTODOS 
7.1 Tipo de investigación. 
7.1.1. Por su profundidad. 
7.1.1.1. Investigación descriptiva. 
Este tipo de estudio se encuentra orientado fundamentalmente a extraer el 
conocimiento de la realidad tal y como esta se presenta en una situación espacio tiempo 
dada, es por ello, que se la denomina investigación descriptiva.  
En esta investigación, el investigador se enfoca en dar a conocer las 
características del fenómeno sujeto a evaluación. Tal y cual su nombre lo indica, un 
estudio descriptivo se encuentra limitado solo a describir con especial detenimiento la 
realidad que se está investigando, así como su evolución, y no explica sus causas. Queda 
claro, que este tipo de investigación no busca especificar las propiedades importantes 
de personas o de cualquier otro fenómeno que sea investigado, y del cual se haya medido 
y evaluado cada uno de sus aspectos. 
Al respecto sirve recordar que a través del análisis de puede descomponer un 
problema jurídico en sus componentes, ofreciendo una imagen de articulación entre 
ellos a efectos de mostrar el funcionamiento de una institución jurídica (Witker 1995, 
11). Durante el desarrollo de la investigación descriptiva, el investigador debe responder 
a las preguntas: ¿cómo es el fenómeno?, ¿cuáles son las características actuales del 
fenómeno? Por ello, las preguntas tipo en esta modalidad investigativa son las mismas 
que las que se realizan en las investigaciones de alcance exploratorio, pero 
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profundizando en el objeto de investigación, es decir, no con tanta generalidad como 
suele hacerse con las investigaciones exploratorias.  
En este tipo de estudios se requiere por parte del investigador mayor 
conocimiento del área a investigar, lo cual es entendible en razón que en este caso sí 
existe mayor cantidad de fuentes de información –a diferencia del estudio exploratorio-
, motivo por el cual, bien llevado a cabo, puede ofrecer la posibilidad de predicciones o 
relaciones, aunque sean poco elaborados o incipientes (Hernández Sampieri, Fernández-
Collado y Baptista Lucio 2006, 106).  
Como ejemplos de estas investigaciones, teniendo en cuenta las tipologías, 
tenemos: - ¿Cuál es la naturaleza jurídica de la conciliación extrajudicial? - ¿Qué es la 
nulidad negocial? - ¿En qué consiste el principio de oportunidad? - ¿Cómo se está 
aplicando el modelo procesal oral en el ámbito procesal laboral? - ¿Qué dificultades 
tiene la aplicación de la defensa cautiva? - ¿Cuáles son las fases de la hermenéutica 
jurídica? - ¿Cómo era el procedimiento penal en el imperio incaico?  
Tal y cual sucede con las investigaciones exploratorias, el trabajo descriptivo 
también labora con solo un componente problemático de estudio; este componente o 
variable está dado por el objeto al cual se aproxima el investigador, pero de modo más 
concreto que para el caso de las investigaciones exploratorias. 
7.2 Diseño de la Investigación 
7.2.1 No experimental 
También es conocida como investigación ex post facto, que tiene origen latin y 
que significa después de ocurridos los hechos.  
De acuerdo con Kerlinger la investigación ex post facto es un tipo de “... 
investigación sistemática en la que el investigador no tiene control sobre las variables 
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independientes porque ya ocurrieron los hechos o porque son intrínsecamente 
manipulables,” (1983, p.269). En esta investigación, la de diseño no experimental los 
cambios en la variable independiente ya ocurrieron y el sujeto que investiga solo debe 
limitarse a la observación de situaciones ya existentes dada la incapacidad de influir 
sobre las variables y sus efectos (Hernández, Fernández y Baptista, 1991). 
Así las cosas, podemos resumir este tipo de investigación en que esta se 
encuentra fundamentada en categorías, conceptos, variables, sucesos, comunidades o 
contextos que se manifiestan sin la intervención directa del sujeto que investiga, esto es; 
sin que el investigador altere el objeto de investigación. En síntesis, en esta 
investigación, se observan los fenómenos o acontecimientos tal y como se dan en su 
contexto natural, para después analizarlos. No se construye ningún tipo de realidad, sino 
que solo nos limitamos a observar y estudiar lo que ya existe en la realidad.  
7.3 Material de estudio 
- Libros 
- Revistas jurídicas 
- Artículos científicos 
- Sentencias del Tribunal Constitucional Peruano 
- Sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
- Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
Recolección de datos 
Técnicas e instrumentos 
- Técnica documental 
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- Observación 
- Ficha bibliográfica 
- Ficha hemerográfica  
- Ficha de información electrónica  
7.4 Métodos 
7.4.1 Método Exegético jurídico 
El cual es considerado como un método que consiste en la interpretación literal 
a lo que la ley dice, y no a lo que probablemente se haya querido decir. Por lo tanto, 
mediante este método, los escritos del derecho Positivo, convertido en norma vigente, 
deben ser leídos e interpretados y aplicados conforme a los alcances literales y 
normativos del deber ser. 
7.5 Recolección de datos 
7.5.1 Técnicas 
7.5.2.1 Observación.  
La observación es una técnica que resulta útil para el investigador, este método 
consiste en observar todos los hechos que son objeto de investigación, el propósito de 
la observación es múltiple, le permite al investigador determinar que se está haciendo, 
como se está haciendo, quien lo está haciendo, cuando se lleva a cabo, cuanto tiempo 
toma, donde se hace y porque se hace.  
7.6. Procesamiento de datos 
Se realizó una investigación utilizando fundamentalmente la técnica 
documental, en razón de ello se observó cómo se viene desarrollando los procedimientos 
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de juicio y antejuicio político en el país, asimismo, se consultó bibliografía dispersa 
sobre la materia, información que encuentra contenida en libros, revistas e información 
que circula por la red. Toda esa información fue clasificada, ordenada y debidamente 
fichada.  
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CAPITULO VIII: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
En el este capítulo se presenta las conclusiones a las cuales se han arribado a 
partir de la investigación descriptiva desarrollada en la tesis. 
1. Durante la sustanciación de los procedimientos de antejuicio político, el 
Parlamento debe respetar la garantía del debido proceso mostrando un apego 
irrestricto a la Convención Americana de Derechos Humanos, específicamente 
al artículo 8 (Garantías Judiciales), así como a todo lo explicitado en la sentencia 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Tribunal 
Constitucional contra Perú, del 31 de enero de 2011, esto incluye el derecho a la 
comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada, el 
derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor, 
derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de 
obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos. 
2. El antejuicio político tiene una naturaleza de procedimiento pre jurisdiccional, 
puesto que el derecho al antejuicio político supone que los funcionarios que 
cuentan con esta prerrogativa (funcionarios aforados) no podrán ser procesados 
penalmente por la jurisdicción ordinaria, si es que antes no han sido sometidos 
a un procedimiento preliminar, previa denuncia constitucional, con las debidas 
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garantías de todo proceso, y que finalice en lo que se conoce como levantamiento 
de fuero.  
3. Partimos de que este derecho se encuentra reconocido en el artículo 139.º inciso 
3) de la Constitución, el que establece que “Son principios y derechos de la 
función jurisdiccional: 3. La observancia del debido proceso y la tutela 
jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 
predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los 
previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción 
ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su 
denominación”. Asimismo, el contenido de este derecho no podrá ser entendido 
si no es interpretado de acuerdo al principio-derecho de dignidad de la persona 
(artículo 1.°), el principio del Estado democrático y social de derecho (artículo 
43.º), la protección jurisdiccional de los derechos (artículo 200.º), y la 
interpretación de los derechos fundamentales de conformidad con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales 
sobre las mismas materias (Cuarta Disposición Final y Transitoria). De esta 
forma, queda reconocido que el contenido constitucionalmente protegido de este 
derecho presenta dos expresiones: la formal y la sustantiva. En la de carácter 
formal, los principios y reglas que lo integran tienen que ver con las 
formalidades estatuidas, tales como las que establecen el juez natural, el 
procedimiento preestablecido, el derecho de defensa y la motivación; y en su 
expresión sustantiva, están relacionados los estándares de razonabilidad y 
proporcionalidad que toda decisión judicial debe suponer. 
4. El Congreso de la República actualmente no garantiza el derecho al debido 
proceso en los procedimientos de antejuicio político que hoy se sustancian en su 
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seno, esto en razón de la revisión de los procesamientos que se hicieron, y más 
específicamente del caso que aquí presentamos, el del ex Contralor General de 
la República, Edgar Arnold Alarcón Tejada.  
 
Recomendaciones 
 1. Modificar el artículo 89 del reglamento del Congreso en virtud del deber de 
adecuación que impone el artículo segundo de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en el sentido de establecer como derecho irrestricto del acusado de 
contar con la asistencia de abogado durante la sesión del grupo de trabajo de la Sub 
Comisión de Acusaciones Constitucionales o de la Comisión Permanente, esta 
modificación deberá expresamente decir que el abogado deberá estar sentado a lado de 
su defendido. 
 2.  Modificación del mismo artículo para establecer un procedimiento sumarísimo para 
que la defensa del acusado pueda solicitar a la Sub Comisión de Acusaciones 
Constitucionales que determine la “imputación necesaria” en caso de que la defensa 
consideré que esta no se encuentra claramente delimitada. 
 3. Modificación del mismo articulo para establecer la obligación del 
contrainterrogatorio de testigos, así como la actuación de medios probatorios en el 
procedimiento, especificando que las preguntas que se realicen deben ser directas, 
claras, pertinentes y útiles.  
 4. Establecer la prohibición del cambio de hechos por los cuales se somete a un 
funcionario aforado a este procedimiento.  
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